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En el largo camino por alcanzar la igualdad y la no discriminación en-
tre la población de nuestro país, se ha vuelto indispensable la aplicación 
de acciones afirmativas que protejan a las poblaciones históricamente 
vulneradas, las cuales tienen el objetivo de suprimir o eliminar el tra-
to discriminatorio, con el fin de corregir situaciones manifiestas de 
desigualdad en el disfrute o ejercicio de derechos y libertades, así co-
mo crear oportunidades para las poblaciones que se han encontrado 
subordinadas y no visibilizadas.

En ese sentido, el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Fede-
ración (tepjf) ha sido un gran precursor de las acciones afirmativas, 
pues hemos buscado transformar la realidad que viven las poblaciones 
más desaventajadas, al consolidar una línea jurisprudencial en pro de 
sus derechos político-electorales, establecer medidas afirmativas y juz-
gar e investigar con perspectiva de género en la impartición y procu-
ración de justicia.

En consecuencia, las acciones afirmativas fueron establecidas en el 
ámbito electoral para revertir cualquier desigualdad en el ejercicio de 
los derechos político-electorales, en un principio dirigidas a las mu-
jeres y con el tiempo también a diversos grupos y poblaciones socia-
les. En primer lugar, se debe señalar que son temporales, pues una vez 

Prólogo

Ser diferentes es un valor y no un problema.
Albert Bosch y María Sala, Pablo Pineda1

1	 Pablo Pineda Ferrer, nacido en España en 1974, es maestro, conferenciante, presentador y 
escritor. Fue el primer europeo con síndrome de Down en conseguir un título universitario. 
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que logren su objetivo dejarán de existir; en segundo, son proporcio-
nales, en el sentido de que no pueden producir una mayor desigualdad 
a la que pretenden eliminar, y, por último, son razonables e imparciales, 
ya que buscan remediar una situación de injusticia para una población 
determinada.

Así, en esta obra, El acceso a la justicia electoral a través de las ac-
ciones afirmativas para poblaciones en condiciones de vulnerabilidad, se 
recopilan y analizan los asuntos en los cuales la Sala Superior del tepjf 
se ha pronunciado acerca de las acciones afirmativas establecidas pa-
ra compensar la desventaja histórica a la que se han enfrentado diver-
sos grupos en México.

En este sentido, consideramos relevante entender que la emisión 
de acciones afirmativas ha permitido que las personas pertenecientes 
a los grupos vulnerables accedan a los cargos electivos, y muestra de 
ello es la composición de la LXV Legislatura, donde dicha población 
ocupará 10.0 % de las curules uninominales y 17.5 % de las plurinomi-
nales, como resultado del último proceso electoral (El Colegio de Mé-
xico, 2022). Así, en el fondo de las acciones afirmativas se encuentra la 
esencia para redirigir nuestro camino en el sentido de la inclusión pa-
ra la democratización.

Como nos permite observar Irene Spigno en esta obra, es funda-
mental reconocer que el principio de igualdad y no discriminación es 
un aspecto esencial de los derechos humanos y está vinculado a la dig-
nidad de la persona, y que para hacerlo realidad se requieren de accio-
nes afirmativas que un día deberán desaparecer. Por ahora, sin duda 
alguna, han demostrado su efectividad, y la transformación alcanzada 
es una muestra de que deben continuar.

Mónica Aralí Soto Fregoso
Magistrada presidenta del Tribunal Electoral

 del Poder Judicial de la Federación
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Introducción

Los derechos humanos han emergido como una fuerza dominante en 
el panorama jurídico contemporáneo, redefiniendo, entre otros aspec-
tos, las concepciones tradicionales de la representación política. En 
la actualidad ya no es viable sostener un concepto universal de ciuda-
danía; en su lugar, debemos orientarnos hacia una concepción de so-
ciedades que se rigen por el principio de igualdad en la diversidad. Esa 
transformación es una consecuencia directa de las lecciones aprendi-
das de los derechos y las libertades fundamentales.

Las prerrogativas se centran en el ser humano, considerando a las 
personas en función de sus distintas realidades y contextos de vida. El 
reconocimiento de características históricamente vistas como posibles 
causas de discriminación debe ser el eje central en la creación de derechos. 
En otras palabras, aunque tienen una titularidad universal, su ejercicio re-
quiere una diferenciación, que no constituye, a su vez, exclusión.

Dichas diferenciaciones son esenciales para idear mecanismos que per-
mitan que todas las voces, silenciadas durante mucho tiempo, se hagan 
presentes en el espacio público. Un ejemplo histórico es la exclusión de 
las mujeres del ámbito de la representación popular, que ha sido notoria. 

Sin embargo, en la actualidad reconocemos que los grupos en si-
tuación de vulnerabilidad, que han enfrentado una discriminación 
histórica y que tienen agendas de derechos específicas (o una agenda 
similar, pero con necesidades de implementación distintas), requieren 
medidas de acciones afirmativas específicas para asegurar su presencia 
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en los espacios de toma de decisiones. En el ámbito internacional, se 
han desarrollado estrategias para garantizar la inclusión de aquellos 
que han sido marginados.

El desaf ío radica en equilibrar la necesidad de reservar espacios de 
representación para aquellos que han sido históricamente excluidos 
con la garantía de los derechos fundamentales. Las acciones afirmati-
vas, como medidas temporales, facilitan una mayor participación po-
lítica; sin embargo, son medidas necesarias pero insuficientes si no se 
garantiza también el derecho al sufragio activo de las personas discri-
minadas y las condiciones adecuadas para ejercer su mandato una vez 
elegidas, asegurando una representación real y efectiva.

En México, la inclusión ha sido posible gracias a diversos factores, en-
tre ellos la sensibilidad y el compromiso del Poder Legislativo y, en particu-
lar, de la autoridad jurisdiccional en materia electoral. Esta última, a partir 
de sus sentencias y jurisprudencias, marcó un camino en pro de la partici-
pación política de los diversos grupos excluidos de la toma de decisiones.

En ese contexto, esta obra tiene como objetivo identificar la línea 
jurisprudencial establecida por el Tribunal Electoral del Poder Judi-
cial de la Federación en materia de acciones afirmativas a favor de las per-
sonas migrantes, con discapacidad, afromexicanas; de las comunidades y 
los pueblos indígenas, y de la población lesbiana, gay, bisexual, transexual, 
transgénero, travesti, intersexual, queer, asexual y más. Para ello, primero 
se aclarará a qué se hace referencia con los términos vulnerabilidad, accio-
nes afirmativas y representación política.

Posteriormente, se precisará la lucha de cada uno de los grupos en 
situación de vulnerabilidad, identificando los marcos contextual, nor-
mativo y jurisprudencial. Respecto al marco normativo, en términos gene-
rales, existen tres esferas básicas de protección de los derechos humanos: la 
internacional, la regional y la nacional. Cada apartado comprende un con-
junto articulado y coherente de instituciones, métodos, procedimientos y 
normativa específicos que le permiten delimitar un marco operativo para 
generar flujos de acción e información para promover, respetar y garan-
tizar los derechos humanos universalmente reconocidos. En ese senti-
do, consideramos pertinente realizar un breve bosquejo del desarrollo 
que han tenido, en cada una de esas esferas de protección, los derechos 
humanos de los diversos grupos en situación de vulnerabilidad en ma-
teria político-electoral.



Integración/visibilización,  
contra la discriminación, de los grupos  

en situación de vulnerabilidad 

¿Cuáles son los grupos en situación de vulnerabilidad?

Para identificar a los grupos en situación de vulnerabilidad, es esencial, 
primero, comprender qué significa vulnerabilidad. Un aspecto crucial 
en la construcción de este concepto es que, tradicionalmente, se ha edifi-
cado a partir de teorías que no consideran adecuadamente la fragilidad 
humana. Esa omisión se debe a un modelo antropológico que se basa en 
el mito liberal del sujeto político como un ente libre, independiente y au-
tónomo. Por ende, es imperativo repensar los elementos definitorios de 
esta perspectiva para establecer un nuevo paradigma de vulnerabilidad 
humana. Este no debería centrarse en la falta de autonomía, libertad o 
independencia, sino en reconocer la fragilidad inherente al ser humano.

Así, el sujeto político y jurídico se reconfigura en función de la vulne-
rabilidad, la dependencia mutua y la reciprocidad. Esta nueva concepción 
permite abordar, desde una perspectiva renovada, los desaf íos asociados 
a las políticas antidiscriminatorias y las formas de protección deriva-
das. Este enfoque se contrapone a las teorías más comunes de justicia 
social, que se basan en valores de autonomía, independencia y libertad, 
y que visualizan un marco de interacción entre individuos adultos, li-
bres, iguales y sin dependencias (Rawls, 2002, p. 66; Rawls, 1997). Sin 
embargo, las concepciones contemporáneas de vulnerabilidad reco-
nocen a un individuo consciente de su fragilidad y dependencia tanto 
de otros sujetos como de condicionamientos sociales (Brunella, 2012).
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Por lo tanto, la vulnerabilidad se refiere a la susceptibilidad de una 
persona o grupo de estas a sufrir daños, desventajas o dificultades en 
un contexto específico, debido a una serie de factores. Esta se pue-
de manifestar en diversas áreas de la vida, como la salud, la seguridad 
económica, la educación, el acceso a recursos y servicios, y la partici-
pación social. 

La vulnerabilidad es un concepto importante en el ámbito de la jus-
ticia social y los derechos humanos, ya que implica una desigualdad de 
poder y recursos que puede resultar en desventajas y dificultades para 
ciertas personas o grupos. Su identificación es fundamental para dise-
ñar políticas y programas que aborden las necesidades específicas de 
aquellos que están en situaciones precarias y para trabajar en la igual-
dad y la inclusión en la sociedad.

Particularmente, los grupos vulnerables son aquellos que, por diversas 
circunstancias o características personales, sociales, económicas o cultu-
rales, enfrentan un mayor riesgo de discriminación, exclusión, margina-
ción o desventajas que otros grupos. Esos grupos pueden variar según 
el contexto y la región, pero algunos de los que comúnmente son consi-
derados en situación de vulnerabilidad son los siguientes:

1) 	 Históricamente, las mujeres han enfrentado desigualdades de gé-
nero en muchas sociedades, lo que las coloca en una situación de 
vulnerabilidad en áreas como el acceso a la educación, el empleo, 
la salud y la participación política.

2) 	 Los jóvenes pueden ser vulnerables debido a su dependencia eco-
nómica y a que a menudo no tienen el mismo grado de autonomía 
y poder de decisión que los adultos.

3) 	 Aquellas personas que tienen discapacidades f ísicas, sensoriales o 
cognitivas pueden enfrentar barreras para su participación plena 
en la sociedad, incluyendo la discriminación en el empleo y la falta 
de acceso a servicios esenciales.

4) 	 Las personas de grupos minoritarios étnicos y raciales pueden enfren-
tar discriminación, racismo y exclusión social debido a su origen.

5) 	 Las personas de la comunidad lésbica, gay, bisexual, transgénero, tran-
sexual, travesti, intersexual, queer, asexual y más (lgbtttiqa+) pade-
cen discriminación basada en su orientación sexual y su identidad y 
expresión de género.
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6) 	 Los refugiados y desplazados enfrentan una situación de vulnera-
bilidad por su falta de estabilidad y seguridad, así como de acceso 
a recursos básicos.

Es importante tener en cuenta que la vulnerabilidad no es estática y 
puede cambiar con el tiempo y las circunstancias. Además, las políti-
cas y programas gubernamentales suelen estar diseñados para abordar 
las necesidades específicas de estos grupos en situación de vulnerabi-
lidad y reducir las disparidades en la sociedad.

¿Por qué es necesaria la representación  
política de los diversos grupos vulnerables?

Es bien sabido que la participación política es la base fundamental de 
los sistemas democráticos, sin importar el modelo que se adopte —di-
recto, representativo, participativo o deliberativo, entre otros—. Consti-
tuye un derecho humano establecido en el artículo 21 de la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos, que señala lo siguiente: 

1. Toda persona tiene derecho a participar en el gobierno de 
su país, directamente o por medio de representantes libremente 
escogidos.

2. Toda persona tiene el derecho de acceso, en condiciones de 
igualdad, a las funciones públicas de su país. (Declaración Universal 
de los Derechos Humanos, 1948)

Asimismo, el artículo 25 del Pacto Internacional de Derechos Civi-
les y Políticos (1966), promulgado en 1966, mandata que: 

Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de las distinciones mencio-
nadas en el artículo 2, y sin restricciones indebidas, de los siguientes 
derechos y oportunidades:

a) 	 Participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o 
por medio de representantes libremente elegidos;

b) 	 Votar y ser elegidos en elecciones periódicas, auténticas, realizadas 
por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la 
libre expresión de la voluntad de los electores;
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c) 	 Tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones 
públicas de su país. (Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, 1966)

A manera de complemento de ese artículo, el Comité de Derechos 
Humanos, en su observación general núm. 25 (adoptada en 1996), re-
conoce, entre otras cosas, que los estados deben adoptar medidas para 
hacer efectiva la participación política y que las limitaciones al dere-
cho al voto deben ser objetivas, razonadas y estar establecidas en la le-
gislación oportuna. 

Por otro lado, el objetivo de desarrollo sostenible número 16 de la 
Agenda 2030 de la Organización de las Naciones Unidas establece, co-
mo una de las metas para la construcción de la paz, la justicia y las ins-
tituciones sólidas, “la adopción de decisiones inclusivas, participativas 
y representativas que respondan a las necesidades a todos los niveles” 
(Organización de las Naciones Unidas, s. f.a).

En el contexto interamericano, el artículo 23 de la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José) manifiesta que: 

Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y 
oportunidades:

a) 	 De participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente 
o por medio de representantes libremente elegidos;

b) 	 De votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realiza-
das por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice 
la libre expresión de la voluntad de los electores, y

c) 	 De tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las fun-
ciones públicas de su país. (Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, 1969)

Como se puede observar, en el sistema —tanto regional como inter-
nacional—1 de protección a los derechos humanos se contempla que 
todas las personas, sin discriminación alguna, participen en la toma de 
decisiones de manera activa y pasiva —votando o siendo votadas—. Sin 

1	 En otros sistemas regionales de protección a los derechos humanos, los derechos políticos se 
reconocen en el artículo 13 de la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos (1981) 
y el artículo 10.3 del Tratado de la Unión Europea (1992). 
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embargo, desafortunadamente, los grupos en situación de vulnerabili-
dad han enfrentado diversas formas de discriminación, muchas veces 
perpetuadas por el sistema jurídico. Una de las principales razones de 
la exclusión hacia estos grupos radica en su aislamiento de los circui-
tos de representación política. La discriminación jurídica en su contra 
se manifiesta de diversas formas, siendo una de las principales causas 
la ausencia de representantes que defiendan sus intereses.

La agenda de la protección de los derechos de estos grupos no ha 
avanzado adecuadamente debido a que el sujeto jurídico tradicional se 
ha construido desde una concepción liberal centrada en la autonomía, 
la independencia y la libertad, y no en la fragilidad, que es la base de la 
vulnerabilidad. Por ello, para romper el ciclo de discriminación y ga-
rantizar los derechos fundamentales de estos grupos, es esencial im-
plementar mecanismos, como acciones afirmativas, que aseguren su 
participación en los cargos de representación popular.

Además, es crucial favorecer las condiciones para votar de estos gru-
pos, no solo por medio de acciones afirmativas temporales, sino tam-
bién de medidas permanentes. Asimismo, es vital emplear herramientas 
que reconozcan y promuevan el ejercicio efectivo de sus funciones una 
vez que ocupen cargos públicos. 

¿Qué son las acciones afirmativas  
desarrolladas en el contexto político-electoral?

Las acciones afirmativas, también conocidas como medidas de discrimi-
nación positiva o políticas de igualdad, son estrategias y directrices dise-
ñadas para abordar la discriminación histórica y las desigualdades que 
enfrentan ciertos grupos en la sociedad. Estas políticas buscan promo-
ver la igualdad de oportunidades y la inclusión de grupos que han sido 
sistemáticamente desfavorecidos debido a factores como el género, la 
raza, la etnia, la discapacidad u otros aspectos de su identidad. 

Las medidas surgieron en respuesta a la discriminación sistémica y 
las desigualdades arraigadas en la sociedad. Con ellas, se busca corregir 
desequilibrios históricos y permitir que los grupos marginados tengan 
igualdad de oportunidades en ámbitos como el empleo, la educación, 
la vivienda y la participación política.
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Estas medidas se originan a partir de la idea de igualdad y no discri-
minación, dos conceptos complementarios. La primera se refiere a ga-
rantizar que todas las personas tengan igualdad en el ejercicio de sus 
derechos, mientras que la no discriminación implica evitar tratos desigua-
les basados en características como la raza, el color, el género, la reli-
gión y el origen nacional.

Para entender la importancia de las acciones afirmativas, es nece-
sario señalar que la igualdad puede ser formal, de modo que la ley se 
aplica de manera similar a todas las personas sin importar sus caracte-
rísticas, o sustancial, que se centra en reducir las brechas de desigual-
dad y asegurar la igualdad de oportunidades y resultados.

Las acciones afirmativas son una forma de lograr igualdad de sus-
tancias y se aplican en favor de grupos que han enfrentado desventajas 
estructurales. Estas acciones van más allá de reconocer formalmente la 
igualdad, buscan compensar las desigualdades que resultan de pertene-
cer a un grupo específico, como género, raza o nacionalidad.

En Estados Unidos de América, las acciones afirmativas surgieron 
en la década de 1960 para abordar las desigualdades raciales. Estas 
medidas variaron en cuanto a su intensidad: desde requisitos para la 
contratación y educación de grupos vulnerables hasta un tratamiento 
preferencial para que un grupo ocupe posiciones específicas. Sin em-
bargo, a partir de la década de 1970 las acciones afirmativas perdieron 
efectividad y hubo críticas acerca de la discriminación inversa.

En ese sentido, el objetivo principal es crear condiciones equitati-
vas para que los grupos desfavorecidos puedan competir en igualdad 
de condiciones con los grupos mayoritarios. Esto implica tomar medidas 
activas para eliminar barreras y prejuicios que han limitado tradicio-
nalmente el acceso de estos a ciertas oportunidades.

En materia político-electoral, las acciones afirmativas son un con-
junto de medidas y políticas diseñadas para promover la inclusión y la 
representación de los grupos históricamente subrepresentados en la vi-
da político-electoral del país. Estas buscan garantizar la equidad de 
género y la participación de grupos étnicos, población indígena, per-
sonas con discapacidad y otros sectores minoritarios en el proceso 
político-electoral. 

En otras palabras, las acciones afirmativas se implementan pa-
ra abordar la desigualdad y la discriminación en la política y para 
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garantizar que una amplia variedad de voces y perspectivas estén re-
presentadas en los órganos legislativos y en otros cargos de elección 
popular. Están diseñadas para promover la diversidad y la igualdad en 
la toma de decisiones político-electorales en México.

Las acciones afirmativas fueron definidas por el Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación (tepjf) en la jurisprudencia 30/2014:

constituyen una medida compensatoria para situación en desventaja, 
que tienen como propósito revertir escenarios de desigualdad histórica 
y de facto que enfrentan ciertos grupos humanos en el ejercicio de sus 
derechos, y con ello, garantizarles un plano de igualdad sustancial en 
el acceso a los buenes, servicios y oportunidades de que disponen la 
mayoría de los sectores sociales. (Jurisprudencia 30/2014, 2014)

En la jurisprudencia 11/2015 se establece que los elementos de las 
acciones afirmativas son:

a) Objeto y fin. Hacer realidad la igualdad material y, por tanto, com-
pensar o remediar una situación de injusticia, desventaja o discri-
minación; alcanzar una representación o un nivel de participación 
equilibrada, así como establecer las condiciones mínimas para que las 
personas puedan partir de un mismo punto de arranque y desplegar 
sus atributos y capacidades. b) Destinatarias. Personas y grupos en 
situación de vulnerabilidad, desventaja y/o discriminación para gozar 
y ejercer efectivamente sus derechos, y c) Conducta exigible. Abarca 
una amplia gama de instrumentos, políticas y prácticas de índole le-
gislativa, ejecutiva, administrativa y reglamentaria. (Jurisprudencia 
11/2015, 2015)

Estas acciones se caracterizan por ser temporales, ya que son medios 
condicionados al fin propuesto; proporcionales, al exigirles un equili-
brio entre las medidas aplicadas con la acción y los resultados por con-
seguir, y sin mayor desigualdad que la que pretende eliminar, así como 
razonables y objetivas, ya que deben responder al interés de la colectivi-
dad desde una situación de injusticia para un sector determinado (Juris-
prudencia 30/2014, 2014). Esta última característica tiene como objetivo 
revertir la situación de desigualdad (Jurisprudencia 43/2014, 2014).

Es preciso señalar que en el contexto mexicano hay un gran desa-
rrollo jurisprudencial en materia de acciones afirmativas a favor de las 
mujeres. En ese sentido, en la jurisprudencia 3/2015 se destaca que las 
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acciones afirmativas son medidas especiales y temporales que buscan 
promover la igualdad entre géneros y que no deben considerarse dis-
criminatorias, siempre y cuando sean razonables, proporcionales y ob-
jetivas. Estas se implementan para revertir la desigualdad existente, al 
compensar los derechos del grupo en desventaja sin perjudicar al gru-
po en una posición más favorable. En resumen, se reconoce la legiti-
midad de las medidas temporales a favor de las mujeres para promover 
la igualdad de género.

Por otro lado, en la tesis III/2023 se establece la “forma de conta-
bilizarlas cuando se integren fórmulas por personas pertenecientes a 
más de un grupo en situación de vulnerabilidad” (Tesis III/2023, 2023). 
La Sala Superior advierte que las medidas afirmativas deben aplicarse de 
manera que se maximice su beneficio y se siga el principio properso-
na. La interseccionalidad ocurre cuando una persona pertenece a múl-
tiples grupos en situación de exclusión o vulnerabilidad. En el contexto 
de las candidaturas políticas que requieren medidas afirmativas, se su-
giere que asignar a una persona que pertenezca a múltiples categorías 
sospechosas a una sola de ellas tiene como objetivo evitar la exclusión 
de otras personas vulnerables y la reducción de candidaturas de grupos 
históricamente excluidos. La tesis menciona que colocar a un hombre 
migrante, indígena y con discapacidad en una fórmula política cumpli-
ría tres medidas afirmativas, pero se debe evitar que en otras fórmulas 
se coloque a personas que no corresponden a grupos históricamente 
desaventajados.

En la sentencia SUP-RAP-47/2021, la Sala Superior analizó la forma 
de computar las acciones afirmativas si quienes integran una fórmula de 
cuota forman parte de más de un grupo en situación de exclusión, subre-
presentación o vulnerabilidad. Se consideró que, aunque en la formula-
ción de las disposiciones normativas que integran medidas afirmativas 
de carácter temporal no se incorporen explícitamente criterios interpre-
tativos específicos, al ser medidas preferenciales, deben interpretarse y 
aplicarse procurando su mayor beneficio.

En resumen, las acciones afirmativas son medidas que buscan com-
batir la discriminación y promover la igualdad. Las cuotas de género 
son un ejemplo específico de acción afirmativa aplicada en el ámbi-
to electoral para garantizar una mayor representación de las mujeres.
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¿Cuál es el rol de la justicia electoral  
en el reconocimiento y protección de los derechos?

La justiciabilidad es la capacidad o aptitud de una cuestión o contro-
versia para ser sometida a la jurisdicción de un tribunal o ser resuelta 
por medio de un proceso judicial. En términos más simples, se trata de 
la posibilidad de que un asunto sea considerado y resuelto por un tri-
bunal o sistema judicial. Este concepto es fundamental en el campo del 
derecho y es esencial para determinar si un problema o un derecho en 
particular puede ser objeto de un proceso judicial.

Esta capacidad se evalúa en función de varios factores, como la exis-
tencia de una disputa real y actual, la capacidad de una cuestión para 
ser resuelta por medio del proceso legal y que se han agotado los re-
cursos o procedimientos administrativos disponibles antes de recurrir 
a los tribunales. En resumen, si un asunto es justiciable, significa que es 
adecuado para ser considerado y resuelto por un tribunal.

Este término puede variar según el sistema legal y el país, y está su-
jeto a las leyes y regulaciones vigentes en ese lugar. En muchos sistemas 
legales, no todos los asuntos son automáticamente justiciables; los tri-
bunales deben evaluar si una controversia o derecho en particular cum-
ple con los requisitos para ser admitido a consideración.

Particularmente, la justiciabilidad de los derechos político-electorales 
se refiere a la capacidad de los individuos y grupos para hacer valer y 
proteger sus derechos relacionados con el proceso político-electoral me-
diante procesos judiciales. Estos derechos incluyen el derecho al voto, 
el derecho a ser elegido, la libertad de expresión política, el derecho a 
la participación política y otros derechos fundamentales relacionados 
con el ejercicio de la ciudadanía en un sistema democrático.

En resumen, la justiciabilidad de los derechos político-electorales es 
esencial para el funcionamiento de un sistema democrático y la protec-
ción de los derechos fundamentales de los ciudadanos. La capacidad de 
los individuos y grupos para acceder a los tribunales y hacer valer es-
tas prerrogativas es un aspecto crucial de cualquier sistema legal demo-
crático. La forma en que se aborda la justiciabilidad de estos derechos 
puede variar significativamente según el país y su marco legal y cons-
titucional específico.
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Por otro lado, la justicia electoral es un término que se refiere a un 
sistema legal y judicial encargado de resolver disputas y litigios rela-
cionados con procesos electorales y políticos. Su objetivo principal es 
garantizar la equidad, la transparencia y la legalidad en dichos proce-
sos y en el funcionamiento de los sistemas políticos. La justicia electo-
ral desempeña un papel fundamental en la protección de los derechos 
y la integridad de los mecanismos democráticos en un país —el dere-
cho al sufragio activo y pasivo, principalmente—.

En muchos países, la justicia electoral opera de manera indepen-
diente de los poderes Ejecutivo y Legislativo, a fin de garantizar su 
imparcialidad y credibilidad. Los tribunales o las comisiones electo-
rales especializadas son comunes y se encargan de llevar a cabo estas 
funciones.

La existencia de un sistema de justicia electoral es esencial para 
mantener la confianza en el proceso democrático y para garantizar que 
los resultados comiciales sean legítimos y reflejen la voluntad del elec-
torado. Además, la justicia electoral desempeña un papel fundamen-
tal en la protección de los derechos de la ciudadanía y en la promoción 
de la integridad y la transparencia en la política. Algunas formas en las 
que cumple con la función son las siguientes:

1) 	 Supervisa la equidad en el proceso electoral. El sistema judicial 
electoral supervisa y garantiza que los procesos sean justos y equi-
tativos. Esto incluye la revisión de leyes y políticas que podrían 
discriminar a los grupos vulnerables y el aseguramiento de que se 
respeten los principios de igualdad y no discriminación en la ins-
cripción de los votantes y la delimitación de los distritos, entre otros 
aspectos.

2) 	 Protege el derecho al voto. Los tribunales electorales se encargan 
de proteger el derecho al voto de la ciudadanía, incluyendo el de 
los grupos vulnerables. Esto implica garantizar que todas las per-
sonas tengan acceso a la votación, incluso si enfrentan barreras co-
mo discapacidades, analfabetismo o discriminación.

3) 	 Aplicación de leyes de cuotas. En algunos países se han establecido 
leyes de cuotas para garantizar la representación de los grupos vul-
nerables, como las mujeres, las minorías étnicas o las personas con 
discapacidades en los órganos legislativos. El sistema judicial en la 
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materia desempeña un papel en la aplicación y el cumplimiento de 
estas leyes para garantizar que se respeten.

4) 	 Educación y sensibilización. Los tribunales electorales a menudo 
desempeñan un papel en la educación y en la sensibilización de 
la sociedad acerca de los derechos de los grupos vulnerables en el 
proceso comicial. Pueden llevar a cabo programas de formación y 
concienciación a fin de garantizar que tanto los votantes como los 
funcionarios electorales comprendan y respeten estos derechos.

En el caso mexicano, además de las funciones anteriores, el tepjf 
ha desempeñado un papel fundamental en la protección y la garantía 
de los derechos políticos a favor de los diversos grupos vulnerables. 
Ejemplo de ello es que el sistema judicial electoral mexicano ha promo-
vido la participación política de los pueblos indígenas: se han establecido 
mecanismos para que las comunidades indígenas puedan elegir perso-
nas que los representen y defiendan sus intereses en el ámbito político.

Las cuotas de género son un tipo de acción afirmativa que se aplica 
en el ámbito electoral para aumentar la representación de las mujeres 
y otros grupos en la toma de decisiones. Las cuotas pueden ser flexi-
bles o inflexibles, y su objetivo es eliminar la desigualdad de género y 
promover la igualdad en la representación política.

En este punto es preciso señalar que la interseccionalidad es un con-
cepto que se utiliza para comprender cómo diferentes sistemas de opre-
sión y discriminación (basados en el género, la raza, la clase social, la 
orientación sexual, la discapacidad, entre otros aspectos) se superponen 
e interactúan de maneras complejas, lo que afecta la experiencia y la 
posición social de las personas. El término fue acuñado por la académi-
ca Kimberlé Crenshaw en la década de 1980 y se ha convertido en una 
herramienta importante en los estudios de género, raza y justicia social.

La interseccionalidad reconoce que las personas no pueden ser 
reducidas a una sola identidad o categoría, y que sus experiencias y 
desaf íos son moldeados por múltiples factores interconectados. Por 
ejemplo, una mujer negra puede experimentar el racismo de manera 
diferente a un hombre negro o una mujer blanca debido a la intersec-
ción de su género y su raza (Crenshaw, 1989). 

La interseccionalidad es crucial para la población indígena, por di-
versas razones:
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1) 	 Reconoce la diversidad. La población indígena es diversa en etnias, 
lenguas, ubicaciones y experiencias históricas. La interseccionali-
dad evita generalizaciones simplistas y permite un enfoque preciso 
a diferentes grupos indígenas.

2) 	 Visibiliza múltiples discriminaciones. Ayuda a identificar cómo se 
superponen y amplifican distintas formas de discriminación, como 
la racial, la de género y la de clase, entre otras, para abordar las dis-
paridades e injusticias que enfrentan los indígenas.

3) 	 Respeta la autodeterminación. Promueve un enfoque que respeta la 
toma de decisiones y estrategias por parte de las comunidades in-
dígenas, considerando sus identidades y necesidades.

4) 	 Facilita las políticas y los programas efectivos. Permite desarrollar 
políticas y programas culturalmente apropiados para abordar los 
problemas de salud, educación, empleo y calidad de vida de las co-
munidades indígenas.

5) 	 Promueve la justicia social y la equidad. Es fundamental para lograr 
una verdadera justicia social y equidad, al identificar y abordar las 
desigualdades sistémicas y estructurales de poder que perpetúan 
la discriminación y la marginación.

6) 	 Defiende los derechos humanos. Se alinea con los principios de los 
derechos humanos para garantizar la igualdad y dignidad de la po-
blación indígena, asegurando la protección de todos sus derechos.

En suma, la interseccionalidad es esencial para comprender y abor-
dar efectivamente las diversas formas de discriminación y desigualdad 
que enfrenta la población indígena, a fin de trabajar para el logro de 
un mundo más inclusivo y justo para todas las comunidades indígenas.

Tal como se puede observar, el sistema judicial electoral desempeña 
un papel fundamental en la protección de los derechos y la representa-
ción de los grupos vulnerables en el proceso comicial, al contribuir a la 
construcción de una sociedad más inclusiva y democrática.

Si bien se han logrado avances en la protección de los derechos 
y la representación de los grupos vulnerables en México, existen de-
saf íos continuos, y la aplicación efectiva de estas políticas y leyes es 
fundamental para garantizar la igualdad y la justicia en el proceso 
político-electoral.



Inclusión política de los grupos  
en situación de vulnerabilidad en México

El movimiento feminista ha desempeñado un papel fundamental en 
la promoción de la igualdad de género y los derechos de las mujeres 
en el ámbito internacional. Se han ratificado instrumentos interna-
cionales que respaldan los derechos políticos de las mujeres, como la 
Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discrimi-
nación contra la Mujer (cedaw, por sus siglas en inglés), que obliga 
a los estados a adoptar medidas temporales para eliminar la discri-
minación de género.

En 1983, el gobierno de Noruega enfatizó que la igualdad no se lo-
gra únicamente prohibiendo la discriminación, sino también propor-
cionando ventajas a las mujeres. Esto puso de manifiesto la importancia 
de implementar acciones afirmativas a favor de estas.

Una de las acciones afirmativas implementadas por los estados para 
cumplir con sus obligaciones internacionales es la adopción de cuotas 
de género en la política. Estas son una forma de discriminación positiva 
o inversa que busca aumentar la participación de las mujeres en la to-
ma de decisiones; sin embargo, también han generado críticas, ya que 
a veces han resultado en la exclusión de candidatos varones que fueron 
democráticamente elegidos.

Las cuotas de género pueden ser legisladas o adoptadas voluntaria-
mente por los partidos políticos. Estas medidas se introdujeron para 
lograr un equilibrio entre los géneros, y pueden manifestarse de diver-
sas formas, como cuotas de escaños reservados para mujeres.
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A pesar de la implementación de cuotas, la brecha de género en la re-
presentación política todavía persiste, y algunos partidos muestran resis-
tencia a incluir a las mujeres en la vida política; sin embargo, las cuotas 
de género han tenido un impacto positivo en su representación y par-
ticipación cívica.

En la actualidad, la consolidación de la democracia requiere más que 
la simple implementación de cuotas de género. El movimiento feminis-
ta ha introducido conceptos como el de democracia paritaria, como un 
paso hacia la igualdad de género en la política.

A partir de la lucha feminista y la búsqueda por la democracia pari-
taria, se ha solicitado una verdadera representación de los grupos que 
históricamente han sido excluidos de la toma de decisiones. En otras 
palabras, la democracia paritaria es un concepto que surge en el contex-
to de la búsqueda de igualdad de género y el reconocimiento de los de-
rechos políticos de diversos grupos vulnerables. Se refiere a un enfoque 
democrático que promueve la igualdad en la participación política, ase-
gurando una representación equitativa de género y la inclusión de grupos 
marginados y subrepresentados en la toma de decisiones políticas. Aun-
que este concepto se ha destacado, en particular, en la promoción de la 
igualdad de género, también se aplica a otros grupos vulnerables, como 
minorías étnicas, personas con discapacidad y otros.

Los principios clave de la democracia paritaria incluyen la repre-
sentación equitativa, la inclusión de los grupos vulnerables, la partici-
pación activa, la promoción de políticas públicas, la sensibilización y 
la educación.

En primer lugar, se aboga por una representación igualitaria de 
hombres y mujeres en los órganos de toma de decisiones, como legis-
laturas, consejos municipales y gabinetes gubernamentales. Esto implica 
que se deben adoptar medidas afirmativas, como cuotas de género, pa-
ra garantizar una distribución equitativa de escaños.

Además de la igualdad de género, la democracia paritaria busca in-
cluir a otros grupos en situación de vulnerabilidad, como las minorías 
étnicas, las personas con discapacidad y la comunidad lésbica, gay, bi-
sexual, transexual, transgénero, travesti, intersexual, queer, asexual 
y más (lgbtttiqa+), lo cual implica la eliminación de barreras que 
les impidan participar plenamente en la vida política. No se trata so-
lo de garantizar la presencia de estos grupos en los cargos públicos, 
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sino también de promover su participación activa en el proceso polí-
tico, fomentando la diversidad de voces y perspectivas en la toma de 
decisiones.

La democracia paritaria también impulsa la adopción de políticas 
inclusivas que aborden las necesidades y preocupaciones de los gru-
pos vulnerables. Esto puede incluir la implementación de políticas de 
igualdad salarial, medidas antidiscriminatorias y acceso igualitario a 
servicios públicos.

Finalmente, la concienciación y la educación desempeñan un papel cru-
cial en la promoción de la democracia paritaria, lo cual implica la sensibili-
zación acerca de la importancia de la igualdad de género y la inclusión 
de los grupos vulnerables en la política, así como la promoción de la 
formación y el empoderamiento de estos.

En suma, la democracia paritaria reconoce que la igualdad de géne-
ro y la inclusión de otros grupos vulnerables son fundamentales para 
lograr una democracia verdaderamente representativa y justa. Al abor-
dar las desigualdades históricas y estructurales se busca garantizar que 
todas las voces sean escuchadas y que las políticas y las decisiones re-
flejen las necesidades y aspiraciones de toda la sociedad.

Es importante destacar que la democracia paritaria no se limita a la 
esfera política, sino que también se extiende a otros aspectos de la vida 
pública, como la participación en el ámbito económico, social y cultu-
ral. Mientras la democracia paritaria continúe ganando apoyo y recono-
cimiento, se espera que contribuya significativamente a la construcción 
de sociedades más equitativas y justas.

En esta lucha por una sociedad más justa y equitativa, el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación (tepjf) ha desempeñado 
un papel de suma importancia. La autoridad electoral, a partir de di-
versas sentencias, ha ido estableciendo los elementos mínimos para 
procurar que se garanticen los derechos político-electorales de los gru-
pos históricamente subrepresentados.

Es preciso señalar que el 29 de diciembre de 2020 fue un momento 
trascendental en la lucha por los derechos de los diversos grupos vulne-
rables, al abrirse paso a la implementación de las cuotas. En el contexto 
del caso SUP-RAP-121/2020 y acumulados, se abordan los agravios re-
lacionados con la omisión y el establecimiento de acciones afirmativas 
en el ámbito de la paridad de género, las personas con discapacidad y 
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las personas indígenas. Los recurrentes cuestionaron las medidas afir-
mativas adoptadas por el Consejo General del Instituto Nacional Elec-
toral (ine) en relación con la paridad de género y las personas indígenas 
desde diversas perspectivas, argumentando la supuesta ilicitud de in-
crementar las candidaturas de extracción indígena y establecer una ba-
se mínima en las listas de representación proporcional (rp), así como 
limitar el encabezamiento de tres listados con fórmulas integradas por 
mujeres.

Por otro lado, un ciudadano actor objetó la resolución, sosteniendo 
que el ine incumplió la obligación de garantizar el pleno ejercicio de los 
derechos de las personas con discapacidad al no disponer medidas afir-
mativas que aseguren condiciones de igualdad para su participación en 
el proceso electoral federal de 2020-2021.

La Sala Superior concluyó que los agravios planteados por los par-
tidos políticos son infundados e ineficaces, pero reconoció la omisión 
del ine en establecer una acción afirmativa para permitir a las perso-
nas con discapacidad acceder a la contienda electoral en igualdad de 
condiciones. Se subraya que la paridad de género y la eliminación de 
la discriminación, incluida la de las personas indígenas y con discapa-
cidad, son principios fundamentales respaldados por la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos (cpeum) y los tratados inter-
nacionales. La Sala mencionó algunas disposiciones constitucionales 
relacionadas con la paridad de género1 y los derechos de las personas 
indígenas y de la población con discapacidad. También señaló la obliga-
ción del Estado mexicano, derivada de los tratados internacionales, de 
salvaguardar la igualdad y adoptar medidas afirmativas para el ejercicio 
de los derechos fundamentales.

En conclusión, la Sala Superior reconoció la omisión del ine res-
pecto a una acción afirmativa para las personas con discapacidad, pero 
destacó la legitimidad del Instituto para establecer medidas afirmativas 

1	 En cuanto a la paridad de género, se establece que el Instituto Nacional Electoral (ine) tiene 
como fin garantizarla y respetar los derechos de las mujeres en el ámbito político-electoral; se 
argumenta que la decisión de encabezar tres listas de candidaturas plurinominales con muje-
res no viola la ley y que, de hecho, es una interpretación con perspectiva de género para rever-
tir las desigualdades históricas. Además, se subraya que todas las actividades del ine se rigen 
por principios como certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, máxima publicidad, ob-
jetividad y paridad, y se llevan a cabo con perspectiva de género.
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en línea con los principios constitucionales y los tratados internacio-
nales que buscan garantizar la igualdad y eliminar la discriminación.

Esta sentencia es fundamental porque abre el paso a la incorpora-
ción de acciones afirmativas, materializadas en cuotas, a favor de los 
grupos vulnerables; es un avance progresivo para garantizar la repre-
sentación de los diversos grupos subrepresentados. Además, se reafir-
man las características de las acciones afirmativas.

A continuación se analizan los criterios jurisprudenciales más importan-
tes en el reconocimiento y la garantía de los derechos político-electorales,  
haciendo mayor énfasis en la adopción de acciones afirmativas a favor de 
los grupos históricamente subrepresentados en el contexto comicial.

Derechos político-electorales  
de la población lgbtttiqa+ en México

A lo largo de la historia, diversos grupos de personas han sido exclui-
dos, vulnerados, discriminados y violentados por su orientación sexual, 
identidad de género, expresión de género y características sexuales no 
normativas, lo cual dificulta que sus derechos humanos sean recono-
cidos y garantizados (Senado de la República, 2022). Estos grupos han 
sido nombrados de distintas maneras, dependiendo de los países y las 
culturas donde se desarrollan. Se les conoce como personas con dos es-
píritus, muxes, winktes, trans, travestis, transexuales, transgénero, no 
binaries, queer, intersex e incidencias sexuales, entre otros, y en los úl-
timos años se han conglomerado en las siglas lgbtttiqa+.

El concepto de población lgbtttiqa+ ha evolucionado significati-
vamente con el tiempo, reflejando una creciente comprensión y reco-
nocimiento de la diversidad dentro de las experiencias e identidades de 
género y sexualidad. La sigla lgbt comenzó como lgb, que represen-
taba a lesbianas, gays y bisexuales. Con el tiempo, se añadió la t para 
incluir a las personas transgénero. Pero el espectro de identidades es 
mucho más amplio, lo cual llevó a la sigla lgbtiqa+ (Vázquez, 2021), 
en la que cada letra representa una faceta particular de la comunidad:
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1) 	 Lesbianas: mujeres que se sienten atraídas emocional y sexualmen-
te hacia otras mujeres.

2) 	 Gays: término que originalmente se refería a los hombres atraídos 
hacia otros hombres, pero también puede usarse, de forma más ge-
neral, para las personas que se sienten atraídas hacia individuos del 
mismo género.

3) 	 Bisexuales: personas que se sienten atraídas por más de un género.
4) 	 Transgénero: individuos cuya identidad de género difiere de la que 

les fue asignada al nacer.
5) 	 Travestis: personas que se visten como el género opuesto y, en ge-

neral, copian sus roles. 
6) 	 Intersexuales: personas que nacen con características sexuales f í-

sicas que no se ajustan a las típicas definiciones de cuerpos mascu-
linos o femeninos.

7) 	 Queer: término paraguas para individuos que no se identifican con 
las normas tradicionales de género y sexualidad; anteriormente era 
un término peyorativo, pero ha sido reclamado por la comunidad 
como signo de empoderamiento.

8) 	 Asexuales: personas que no experimentan atracción sexual o la ex-
perimentan de manera limitada (Secretaría de Gobernación y Con-
sejo Nacional para Prevenir la Discriminación, 2016).

9) 	 +: signo inclusivo que reconoce las demás identidades y orientacio-
nes no representadas en la sigla.

La población lgbtttiqa+ es un conjunto de individuos con dife-
rentes orientaciones sexuales, identidades de género y expresiones de 
género. Esta diversidad refleja la complejidad de la experiencia huma-
na y subraya la importancia de la inclusión y la aceptación. A pesar de 
las diferencias dentro de la comunidad, hay una historia compartida de 
lucha por la igualdad de derechos, el reconocimiento legal y la acep-
tación social. Las protestas de Stonewall en 1969, en Nueva York, son 
frecuentemente citadas como el inicio del movimiento moderno por 
los derechos lgbtttiqa+, al marcar un punto de inflexión en la lucha 
contra la discriminación y la opresión (López y Juárez, 2020).

Los retos para dicha población varían ampliamente, desde la lucha 
contra la discriminación y la violencia hasta el reconocimiento legal de 
las identidades trans e intersexuales. Además, la salud mental, el acceso 
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a la salud reproductiva y la representación en los medios de comunica-
ción son preocupaciones significativas. La política y la legislación han 
desempeñado papeles cruciales en la vida de esta población. Las le-
yes que prohíben la discriminación y promueven la igualdad, así como 
las decisiones judiciales que reconocen los derechos de matrimonio y 
adopción han sido hitos en muchos países. Sin embargo, la lucha por 
la igualdad legal y la protección contra la discriminación sigue siendo 
una realidad en muchas partes del mundo, incluido el Estado mexica-
no (Organización Internacional del Trabajo, 2022).

Actualmente existe una clara predominancia de la heterosexualidad, 
lo que se traduce en un amplio desconocimiento y un gran rechazo a 
las personas de la diversidad sexual, que se manifiestan por medio de 
actos de odio que producen acciones discriminatorias, tanto en el as-
pecto jurídico como en el social (Alventosa, 2008). 

En 2021, por primera vez, el Instituto Nacional de Estadística y Geo-
graf ía dio a conocer información estadística de esta población en Mé-
xico, con el fin de visibilizar y conocer las principales características de 
este grupo en situación de vulnerabilidad. El total de la población de 15 
años o más de edad en México se estimó en 97,200,000 personas, de 
las cuales 5 millones se autoidentifican como de la diversidad sexual, 
lo que es equivalente a 5.1 % de la población. De estas, 5 millones de 
personas, esto es, 81.8 %, se asume como parte de este colectivo por su 
orientación sexual; 7.6, por su identidad de género, y 10.6, por ambas 
(Instituto Nacional de Estadística y Geograf ía, 2021). 

Respecto a la educación, en México, de los 5 millones de personas de 15 
años o más que se autoidentifican con este grupo, 26.0 % cuenta con edu-
cación superior, 36.0 % con educación media superior y 37.0 % con 
educación básica. En cambio, 23.0 % de la población no lgbtttiqa+ decla-
ró contar con educación superior, 24.0 % con media superior y 49.0 % con 
educación básica (Instituto Nacional de Estadística y Geograf ía, 2021). 

Marco normativo nacional e internacional  
de los derechos político-electorales

Como parte del marco normativo internacional de protección de los 
derechos político-electorales de la población lgbtttiqa+, se encuen-
tran diversos instrumentos legales y tratados internacionales que han 



36

Inclusión política de los grupos en situación de vulnerabilidad en México

contribuido a garantizar la igualdad y no discriminación de este gru-
po; por ejemplo, la Declaración Universal de los Derechos Humanos 
(dudh), adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en 
1948, establece los principios fundamentales de igualdad y no discri-
minación para todas las personas, independientemente de su orienta-
ción sexual, identidad de género u otra característica. 

En los artículos 22 y 21 de la dudh se proclama el derecho de la po-
blación en cuestión a la igualdad y a participar en el gobierno de su 
país. En estos, se señala que todas las personas, independientemente 
de su preferencia sexual, identidad o expresión de género, tienen dere-
cho a gozar de la protección prevista en el marco internacional de los 
derechos humanos, basados en la igualdad y la no discriminación. La 
discriminación por orientación sexual o identidad de género ha sido pro-
hibida por el derecho internacional, al estar contenida en las categorías 
de sexo y otra condición establecidas en el texto normativo. 

Por otra parte, se encuentran los criterios específicos en virtud de 
los cuales está prohibido discriminar, que, según el artículo 1.1 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos (cadh) (1969), no 
funcionan como un listado taxativo o limitativo, sino que son mera-
mente enunciativos. Por otra parte, la redacción de este artículo deja 
abiertos los criterios con la inclusión del término otra condición social, 
para incorporar a otras categorías que no se indican explícitamente. La 
expresión “cualquier otra condición social” del artículo 1.1. de la cadh 
debe ser interpretada, en consecuencia, desde la perspectiva de la op-
ción más favorable a la persona y la evolución de los derechos funda-
mentales en el derecho internacional contemporáneo.

Los Principios de Yogyakarta (2006) son otro de los documentos pa-
ra la protección de la población lgbtttiqa+, los cuales versan acer-
ca de la aplicación de la legislación internacional en relación con la 
orientación sexual y la identidad de género, y aunque estos no son de 

2	 “Toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en esta Declaración, sin dis-
tinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, 
origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición. Además, 
no se hará distinción alguna fundada en la condición política, jurídica o internacional del país o 
territorio de cuya jurisdicción dependa una persona, tanto si se trata de un país independiente, 
como de un territorio bajo administración fiduciaria, no autónomo o sometido a cualquier otra 
limitación de soberanía” (Declaración Universal de los Derechos Humanos, artículo 2, 1948).
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carácter vinculante, sí reflejan principios establecidos en el derecho 
internacional; por ejemplo, el marco de protección de los derechos 
humanos aplicable al contexto de la orientación sexual y la identidad 
de género.

Asimismo, el informe de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (cidh) (2015) referente a la violencia contra las personas 
lgbtttiqa+ ha ayudado a ampliar el conocimiento y la comprensión 
de la terminología en torno a cuestiones como la orientación sexual, 
la identidad de género y la expresión de género. A su vez, ayudó a se-
ñalar los impactos que tienen las leyes que criminalizan a las personas 
lgbtttiqa+ en la violencia, así como a enumerar una lista de formas y 
contextos en los que se dan las manifestaciones de violencia contra es-
te grupo. 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte idh) identi-
ficó que las manifestaciones de violencia generalizada, invisibilización 
y crueldad son aquellas conductas que llevan a vulnerar los derechos 
humanos, como la vida, la integridad personal o la salud, en perjuicio 
de las personas de la diversidad sexual. Asimismo, señaló, a su vez, la 
importancia de comprender la intersección, no solo en este, sino en to-
dos los grupos en condición de vulnerabilidad, destacando que, aun-
que es importante comprender el caso general de cada colectivo, es 
mucho más necesario comprender que cada situación de vulneración 
de derechos humanos es diferente, con base en las características in-
terseccionales que posea una persona (Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos, 2019).

En la misma línea, la Corte idh se pronunció en temas relacionados 
con la preferencia sexual, al señalar que:

la orientación sexual de una persona se encuentra íntimamente ligada 
al concepto de libertad y la posibilidad de toda persona de autodeter-
minarse y escoger libremente las circunstancias que le dan sentido a su 
existencia, conforme a sus propias opciones y convicciones. En este 
sentido, la orientación sexual de una persona dependerá de cómo ésta se 
auto identifique. (Caso Flor Freire vs. Ecuador, 2014)

En el ámbito nacional, es igual de complicado encontrar alguna norma-
tiva que proteja expresamente los derechos de la población lgbtttiqa+; 
sin embargo, hay legislaciones que, mediante la interpretación, han sido 
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utilizadas para garantizar sus derechos de forma más efectiva. Tal es el 
caso de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación, emi-
tida en 2003, que establece, en su capítulo I, que 

se entenderá por discriminación toda distinción, exclusión, restric-
ción o preferencia que, por acción u omisión, [...] tenga por objeto 
o resultado obstaculizar, restringir, impedir, el goce o ejercicio de 
los derechos humanos y libertades, cuando se base en [...], el sexo, el 
género, [...], las preferencias sexuales, [...] el estado civil, la situación 
familiar, [...]. También se entenderá como discriminación la homofo-
bia, misoginia, [...] y otras formas conexas de intolerancia. (Ley Federal 
para Prevenir y Eliminar la Discriminación, 2024)

De igual forma, dicha ley menciona una serie de conductas que de-
ben evitarse para prevenir la discriminación, por ejemplo, impedir el 
acceso o la permanencia a la educación pública o privada; prohibir la 
libre elección de empleo o restringir las oportunidades de acceso, per-
manencia y ascenso en este; negar o limitar información acerca de de-
rechos sexuales y reproductivos; impedir la libre determinación del 
número y espaciamiento de las hijas e hijos; negar o condicionar los 
servicios de atención médica, e impedir la libre elección del cónyuge 
o la pareja. 

También, orienta en cuanto a cómo prevenir la promoción del odio 
y la violencia por medio de mensajes e imágenes en los medios de co-
municación; la incitación al odio, la violencia, el rechazo, la burla, la 
injuria, la persecución o la exclusión, y la realización o promoción de 
violencia f ísica, sexual, psicológica, patrimonial, económica o aque-
lla relacionada con la edad, el género, una discapacidad, la aparien-
cia f ísica, la forma de vestir, la manera de hablar o gesticular, asumir 
públicamente su preferencia sexual o por cualquier otro motivo de 
discriminación. 

Hablar de la cedaw no solo es hablar de la protección a las muje-
res cisgénero heterosexuales, sino de la discriminación basada en la 
orientación sexual y la identidad de género. Esto ha permitido que sus 
postulados se apliquen a situaciones de discriminación contra muje-
res lesbianas, bisexuales y transgénero en el ámbito político-electoral.

Por último, la Organización de las Naciones Unidas (onu) ha 
adoptado varias resoluciones que llaman a la promoción y protec-
ción de los derechos de las personas lgbtttiqa+. Estas resoluciones 
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instan a los estados a eliminar la discriminación y la violencia basadas 
en la orientación sexual y la identidad de género, así como a garan-
tizar que todas las personas, incluidas las de la comunidad, puedan 
participar en la vida político-electoral sin temor a represalias (Orga-
nización de las Naciones Unidas, s. f.c).

La resolución 17/19 del Consejo de Derechos Humanos de la onu, 
adoptada el 17 de junio de 2011, es un hito importante, ya que recono-
ció oficialmente que la orientación sexual y la identidad de género son 
cuestiones de derechos humanos, y estableció un panel de expertos pa-
ra informar acerca de la discriminación y la violencia basadas en dichas 
causas (Resolución 17/19, 2011); representó un paso significativo en la 
promoción de la igualdad y la no discriminación.

La resolución reconoce explícitamente que las personas lgbtttiqa+ 
son víctimas de violencia y discriminación en todo el mundo debido 
a su orientación sexual e identidad de género. Este reconocimiento es 
crucial para abordar los desaf íos que enfrentan dichas comunidades.

Además, la resolución enfatiza la importancia de la educación y la 
sensibilización acerca de los derechos de la comunidad y la no discri-
minación. Asimismo, insta a los estados a tomar medidas para educar 
al público y combatir la homofobia y la transfobia.

Por su parte, la resolución 32/2 del Consejo de Derechos Huma-
nos, del 30 junio de 2016, ordenó la implementación de un experto 
independiente en la protección contra la violencia y la discriminación 
basadas en la orientación sexual y la identidad de género. Este tiene la 
tarea de informar de casos de violencia y discriminación y de promo-
ver la igualdad de los derechos (Resolución 32/2, 2016). Al igual que la 
resolución 17/19, esta también requiere informes regulares al Consejo 
de Derechos Humanos sobre la situación de los derechos humanos de 
las personas lgbtttiqa+ en todo el mundo, lo que permite un segui-
miento continuo de la situación y la identificación de áreas en las que 
se requiere acción adicional.

La resolución 32/2 refuerza el compromiso de la comunidad inter-
nacional en la protección de los derechos humanos de las personas 
lgbtttiqa+ y promueve la igualdad de derechos y la no discriminación 
en todo el mundo. Se insta a los estados a tomar medidas concretas para 
garantizar la igualdad de derechos de todas las personas, independien-
temente de su orientación sexual y su identidad de género. Los estados 
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son alentados a adoptar leyes y políticas que protejan a las personas de 
la comunidad y a abordar la discriminación y la violencia.

Tal como se observa, en los últimos años se ha buscado avanzar en el 
reconocimiento y ejercicio de los derechos de esta comunidad relacio-
nados con la vida, el acceso a la salud integral, la no discriminación, el 
matrimonio igualitario, entre muchos otros; sin embargo, estas prerroga-
tivas no han sido alcanzadas totalmente. En ese sentido, la discusión en 
torno a las garantías para el ejercicio de los derechos político-electorales 
de las personas lgbtttiqa+ ha sido relegada de la agenda pública (Se-
nado de la República, 2022). 

El marco normativo internacional desempeña un papel crucial 
en la protección de los derechos político-electorales de la población 
lgbtttiqa+. Los tratados y las resoluciones han sentado las bases pa-
ra la igualdad y no discriminación en el ámbito político, al instar a los 
estados a tomar medidas concretas para garantizar que todas las perso-
nas, sin importar su orientación sexual o identidad de género, puedan 
participar plenamente en la vida político-electoral. Aunque los desaf íos 
persisten, estos instrumentos legales proporcionan un sólido funda-
mento para la promoción de los derechos de la comunidad en el ám-
bito internacional.

Derechos políticos de la población lgbtttiqa+ 
en el contexto mexicano

Los derechos político-electorales de la población lgbtttiqa+ en Méxi-
co han experimentado avances significativos en las últimas décadas, lo 
que ha permitido una mayor participación y representación en el ámbi-
to político. A pesar de los desaf íos persistentes, la lucha por la igualdad 
de derechos y la no discriminación en la esfera política ha sido funda-
mental. A continuación se explorarán los derechos político-electorales 
de este grupo en situación de vulnerabilidad.

El derecho a votar de la población lgbtttiqa+ es un reflejo de los 
principios democráticos fundamentales de igualdad y no discriminación. 
Históricamente, las personas de esta comunidad han enfrentado barreras 
significativas para ejercer sus derechos políticos y civiles plenamente, lo 
que incluye el derecho al voto. La exclusión del proceso electoral pue-
de manifestarse de diversas maneras, desde leyes que explícitamente 
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les niegan este derecho hasta prácticas discriminatorias que dificultan 
su acceso a las urnas. Sin embargo, en la medida en que las sociedades 
avanzan hacia una mayor inclusión, el reconocimiento de la igualdad de 
dicha población en las urnas se ha convertido en un indicador clave del 
respeto a los derechos humanos y la madurez democrática de una na-
ción (Senado de la República, 2022).

La garantía del derecho al voto de las personas lgbtttiqa+ no so-
lo es una cuestión de justicia, sino que también enriquece la democra-
cia al asegurar que todas las voces sean escuchadas y que las políticas 
reflejen la diversidad de la sociedad. El activismo y las reformas legales 
en diferentes partes del mundo han llevado a una mayor inclusión en el 
electorado y han permitido que representantes de esa población ocupen 
cargos públicos. Esto ha abierto el camino para una representación más 
diversa y para la consideración de las situaciones de igualdad de géne-
ro y diversidad sexual en la agenda política. Al proteger y promover el 
derecho al voto de la población lgbtttiqa+ se fortalece el tejido de-
mocrático y se contribuye a la construcción de sociedades más equi-
tativas y justas para todos los ciudadanos (Muñoz-Pogossian, 2020).

El derecho a asociarse libre y pacíficamente constituye uno de los 
pilares fundamentales de las democracias modernas y es esencial pa-
ra el funcionamiento de una sociedad civil activa. Para la población de 
la diversidad sexual, este es vital, ya que le permite organizarse, abogar 
por sus intereses y ejercer influencia en los asuntos políticos que afectan 
directamente sus vidas. Las asociaciones lgbtttiqa+ han desempe-
ñado papeles cruciales en la lucha por la igualdad de los derechos, in-
cluido el matrimonio igualitario, las leyes contra la discriminación y la 
protección contra la violencia. Mediante la creación de plataformas de 
diálogo, las organizaciones pueden desafiar las normas sociales exclu-
yentes y trabajar hacia el reconocimiento legal y social de la diversidad 
sexual y de género (López, 2017).

Sin embargo, en muchas partes del mundo la población lgbtttiqa+ si-
gue enfrentando obstáculos significativos en el ejercicio de este derecho. La 
hostilidad social, la legislación restrictiva y las prácticas gubernamentales  
pueden limitar severamente su capacidad para organizarse y participar en 
asuntos políticos. A pesar de estos desaf íos, el movimiento de la di-
versidad sexual ha demostrado una resiliencia notable, al encontrar 
maneras innovadoras para reunirse y hacer oír su voz. La libertad de 
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asociación no solo es crucial para su empoderamiento y la promoción 
de sus derechos, sino también para asegurar que los sistemas políticos 
sean inclusivos y representativos de todas las facciones de la sociedad. 
El respeto a este derecho es un barómetro de la salud de una sociedad 
democrática y su compromiso con la pluralidad.

En México, el derecho a participar en los partidos políticos es gene-
ral y se extiende, de manera explícita, a la población lgbtttiqa+. Esta 
inclusión es fundamental en un país donde la diversidad y la pluralidad 
son parte del tejido social. Los partidos políticos mexicanos, en los úl-
timos años, han venido adoptando plataformas más inclusivas y han 
impulsado candidaturas de personas pertenecientes a dicha población 
para cargos de elección popular. Esto ha sido el resultado de una evolu-
ción social y legal que busca erradicar la discriminación por la orien-
tación sexual o la identidad de género, reflejando el compromiso del país 
con los derechos humanos y la democracia representativa.

La participación de los miembros de la población lgbtttiqa+ en 
los partidos políticos no solo permite una representación más auténti-
ca y directa de sus intereses, sino que también fomenta una mayor sen-
sibilización y educación dentro de esas agrupaciones y del electorado 
en general. Con figuras visibles y activas en la política, se han conse-
guido avances significativos en la legislación en favor de la igualdad de 
derechos, como el reconocimiento del matrimonio igualitario en varias 
entidades federativas y la protección contra la discriminación en el ám-
bito laboral y educativo. Aun así, la participación política efectiva de la 
población lgbtttiqa+ en México enfrenta retos, como la discrimina-
ción residual y la violencia homofóbica y transfóbica, lo cual indica que 
aún hay un largo camino por recorrer para lograr una inclusión total 
y efectiva en la vida política mexicana (Senado de la República, 2022).

La población de la diversidad sexual tiene el derecho a participar 
en los mecanismos de democracia representativa y participativa, al 
igual que cualquier otro ciudadano. Este derecho está respaldado por 
la cpeum, que proclama la igualdad ante la ley y prohíbe la discrimi-
nación por motivos de orientación sexual e identidad de género, entre 
otros. Así, este colectivo tiene el derecho de votar, postularse para car-
gos públicos y participar en referendos, plebiscitos y consultas popu-
lares. En la democracia representativa, México ha visto cómo políticos 
abiertamente lgbtttiqa+ han sido electos y han ocupado espacios en 
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el Congreso de la Unión y en congresos locales, marcando un hito en 
la inclusión política y en la representación de la diversidad de la socie-
dad mexicana en las esferas del Poder Legislativo (Senado de la Repú-
blica, 2022).

En México, además de la democracia representativa, la democra-
cia participativa también ha sido un terreno en el que la población 
lgbtttiqa+ ha estado activamente involucrada. Por medio de conse-
jos ciudadanos, asambleas populares y otras formas de organización 
y movilización comunitaria, dicha población ha ejercido su derecho a 
incidir en las decisiones políticas y sociales que les afectan directamen-
te. Organizaciones y colectivos han impulsado iniciativas y políticas pú-
blicas orientadas a la promoción y protección de sus derechos. Aunque 
enfrentan desaf íos, como el prejuicio y la discriminación, la visibilidad 
y el activismo político del grupo de la diversidad sexual en estos espa-
cios contribuyen a una cultura de participación más inclusiva y refle-
jan un avance hacia una sociedad que valora y respeta la diversidad en 
todas sus formas (Caldelas, 2022).

El derecho a formar parte de las autoridades electorales en México es 
una prerrogativa que se extiende sin distinción a toda la ciudadanía, in-
cluida la población lgbtttiqa+. Las instituciones electorales en Méxi-
co, como el ine y los organismos públicos locales electorales (ople), son 
entidades que tienen como pilar la equidad y la no discriminación, lo cual 
implica que cualquier ciudadano mexicano, independientemente de su 
orientación sexual o identidad de género, puede y debe tener las mis-
mas oportunidades para integrar y servir en esas instituciones. La pre-
sencia de miembros de la población lgbtttiqa+ en las autoridades 
comiciales no solo es un indicador de inclusión y representatividad, si-
no que también fortalece la confianza en el sistema electoral al asegu-
rar que las diversas comunidades se ven reflejadas en los organismos 
que custodian la democracia.

A pesar de los avances legislativos y sociales, la presencia efectiva 
de la población lgbtttiqa+ en las posiciones de autoridad del siste-
ma electoral puede enfrentar obstáculos derivados de prejuicios socia-
les y culturales. Sin embargo, la participación activa de esta comunidad 
en la vida política mexicana ha ido en aumento, lo que es crucial para 
la construcción de una cultura política inclusiva y diversa. Los esfuer-
zos por promover la igualdad y combatir la discriminación en todos los 
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ámbitos del gobierno y las instituciones han abierto puertas para que 
las personas de dicha población participen no solo como electores, si-
no también como árbitros y gestores en el proceso electoral, contribu-
yendo así a un sistema democrático que celebra y defiende la pluralidad 
de sus integrantes (Senado de la República, 2022).

El acceso a la justicia en materia electoral es un derecho funda-
mental, garantizado en México para toda la ciudadanía, y la población 
lgbtttiqa+ no es la excepción. La justicia electoral no solo abarca la 
imparcialidad y equidad en la administración de las elecciones, sino 
también el derecho a impugnar resultados y a denunciar irregularida-
des y actos de discriminación que puedan sufrir los miembros de es-
ta comunidad durante los procesos comiciales. Instituciones como el 
tepjf están encargadas de salvaguardar estos derechos y asegurar que 
cualquier ciudadano, independientemente de su orientación sexual o 
identidad de género, pueda ejercer su derecho al voto y a ser votado en 
condiciones de igualdad y sin discriminación (Instituto Electoral de la 
Ciudad de México, 2018).

En la práctica, esto significa que si un individuo o grupo pertene-
ciente a la población lgbtttiqa+ enfrenta actos de discriminación 
que afecten su participación en los asuntos electorales, tiene el dere-
cho de acudir a las autoridades judiciales en la materia para buscar la 
reparación y protección. Asimismo, la legislación y las políticas electo-
rales han evolucionado en México para ser más inclusivas y considerar 
las necesidades específicas de dicha población. Lo anterior es eviden-
te en la adopción de protocolos contra la discriminación y la capaci-
tación de funcionarios electorales para abordar y prevenir la violencia 
política por razones de género. La consolidación de estos avances es 
fundamental para garantizar que la población de la diversidad sexual 
en México no solo participe en el proceso comicial en condiciones de 
igualdad, sino también tenga la seguridad de que sus derechos serán 
protegidos y su acceso a la justicia electoral será tan efectivo y equita-
tivo como el de cualquier otro ciudadano.

Por otra parte, están también aquellos derechos humanos vincula-
dos directamente con el ejercicio de los derechos político-electorales 
de la población lgbtttiqa+, los cuales se expondrán a continuación.

El derecho a una vida libre de violencia es un derecho humano uni-
versal. En México, este derecho se extiende de manera inequívoca a la 
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población lgbtttiqa+. El país ha tomado medidas legislativas, como la 
Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia y las 
reformas al Código Penal, que buscan proteger a todos los ciudadanos, in-
cluidas las personas de dicha población, de la violencia f ísica, psicológica 
y sexual. Aunque persisten desaf íos, se reconoce la violencia específi-
ca que enfrenta el colectivo de la diversidad sexual, lo cual ha llevado a 
la creación de políticas y programas destinados a prevenir, sancionar y 
erradicar la violencia y la discriminación en todas sus formas. Estos es-
fuerzos son fundamentales para proporcionar un ambiente seguro que 
fomente la participación activa y sin temores de dicha población en la 
vida política y social del país.

Además, un entorno político favorable es crucial para garantizar la 
participación política efectiva de la población lgbtttiqa+ en México. El 
marco normativo mexicano se ha enriquecido con la inclusión de salva-
guardas para la participación política sin discriminación. Se han llevado 
a cabo campañas de sensibilización y capacitación para los funcionarios y 
se han establecido mecanismos de denuncia y seguimiento para los casos 
de violencia política en razón de género. Estas medidas no solo buscan 
proteger los derechos políticos de la comunidad, sino también crear una 
cultura política de respeto e inclusión, en la que la diversidad sexual y de 
género sean vistas como una parte natural y valiosa de la pluralidad de-
mocrática mexicana. El objetivo es propiciar un clima donde las personas 
lgbtttiqa+ se sientan empoderadas para participar, liderar y represen-
tar, sabiendo que su integridad y dignidad estarán protegidas. 

El derecho a la libertad de pensamiento y expresión de dicha pobla-
ción en materia político-electoral en México es un pilar fundamental 
de la democracia y está consagrado en la Constitución. Este derecho 
permite que los individuos y colectivos lgbtttiqa+ puedan expresar 
libremente sus opiniones, defender sus intereses y abogar por políticas 
que promuevan la igualdad y la no discriminación. La libertad de ex-
presión incluye la capacidad de criticar y hacer campaña en contra o a 
favor de candidatos, partidos políticos o legislaciones, lo cual es esencial 
para influir en el cambio social y político. En el contexto electoral, esto 
significa que la comunidad en cuestión puede y debe tener la libertad 
de participar en debates, foros y cualquier otro espacio público donde 
se discutan y determinen las direcciones políticas del país (Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, 2018).
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En el ámbito institucional, los órganos reguladores y garantes de los 
procesos electorales en México, como el ine y el tepjf, tienen la respon-
sabilidad de asegurar que se respete la libertad de pensamiento y expre-
sión de la población lgbtttiqa+ durante los ciclos electorales. Esto se 
traduce en la implementación de políticas que previenen y sancionan la 
censura, el acoso o cualquier otra forma de coartar la expresión política 
de las personas basada en su identidad sexual o de género. A pesar de que 
persisten retos para hacer efectivo este derecho, el marco legal mexicano 
establece claramente que la participación política debe ser un proceso in-
clusivo y respetuoso de la diversidad y riqueza de voces que componen 
la nación, incluida la voz de la población lgbtttiqa+.

Por otro lado, en México, el derecho de réplica es un mecanismo legal 
establecido en la Ley reglamentaria del artículo 6, párrafo primero, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia del 
derecho de réplica (artículo 3, 2024), que permite a cualquier persona 
o colectivo, incluida la población de la diversidad sexual, solicitar la co-
rrección de información difundida en los medios de comunicación que 
consideren inexacta o que les agravie. En el ámbito político-electoral, 
este derecho es especialmente crítico, ya que garantiza que dicha po-
blación tenga la oportunidad de contestar y clarificar declaraciones o 
informaciones que puedan tergiversar su imagen o sus posturas políti-
cas, y más aún cuando esa información pueda tener un impacto en la 
percepción pública durante periodos electorales. En México, la ley es-
tablece los procedimientos a seguir para ejercer el derecho de réplica, 
los cuales buscan proteger la imagen y la voz de las minorías, así como 
generar un debate público justo y equitativo.

La vigencia efectiva de este derecho en los periodos electorales es un 
barómetro de la salud democrática del país. Al garantizar que la población 
lgbtttiqa+ pueda hacer uso del derecho de réplica, las autoridades 
electorales y de comunicaciones en México refuerzan los principios de 
equidad y respeto en el discurso político. Esto es esencial para una cam-
paña electoral limpia, en la que todas las partes tienen el derecho a ser 
escuchadas y a desafiar narrativas falsas o discriminatorias. En ese sen-
tido, el derecho de réplica no solo protege la dignidad de los individuos 
y grupos de la diversidad sexual, sino también promueve una cultura 
política basada en el respeto mutuo y la veracidad (Ley reglamentaria 
del artículo 6, 2024).
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Artículo 3. [...] Los partidos políticos, los precandidatos y los candi-
datos a puestos de elección popular, debidamente registrados ante las 
instancias electorales correspondientes, podrán ejercer el derecho de 
réplica respecto de la información inexacta o falsa que difundan los 
medios de comunicación en términos de lo dispuesto por esta Ley. 
Tratándose de los sujetos a que hace referencia este párrafo y en los 
periodos que la Constitución y la legislación electoral prevean para 
las precampañas y campañas electorales todos los días se considerarán 
hábiles. (Ley reglamentaria del artículo 6, 2024)

Por último, el reconocimiento, adecuación y rectificación de la per-
sonalidad jurídica, en el contexto de la población lgbtttiqa+, se re-
fiere a la capacidad legal que tienen las personas para ser reconocidas 
ante la ley conforme a su identidad de género autopercibida. En el ám-
bito político-electoral, esto significa que las personas trans y de géne-
ro diverso deben tener la posibilidad de participar en las elecciones y de 
ejercer todos los derechos políticos asociados a su identidad, incluidas la 
emisión del voto y la postulación a cargos públicos, en congruencia con 
su identidad de género y su documentación oficial. La Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación (scjn) ha emitido fallos que refuerzan este 
derecho y ha establecido cambios en la legislación para permitir la ac-
tualización de documentos de identidad sin procesos burocráticos ex-
cesivos (Senado de la República, 2022).

La adecuación del marco jurídico electoral para garantizar este re-
conocimiento es un paso crucial hacia la inclusión plena y efectiva. Las 
autoridades electorales, como el ine, deben garantizar que los procedi-
mientos para la emisión de documentos en la materia reflejen la identidad 
de género de las personas trans, con el fin de evitar cualquier forma de 
discriminación o exclusión. Además, es importante que existan meca-
nismos accesibles y expeditos para la rectificación de datos en caso de 
cambios en la identidad de género de la ciudadanía, a fin de que el reco-
nocimiento tenga un impacto real y positivo en la participación políti-
ca de la población lgbtttiqa+. De esa manera, se fortalece el respeto 
a la identidad y dignidad de las personas en el sistema político-electoral 
mexicano (Consejo para Prevenir y Eliminar la Discriminación de la 
Ciudad de México, 2017).

Actualmente, la legislación mexicana prohíbe la discriminación por 
orientación sexual e identidad de género en el ámbito político. Esto sig-
nifica que los partidos políticos, las candidaturas, las funcionarias y los 
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funcionarios electos no pueden discriminar a las personas lgbtttiqa+ o 
utilizar su orientación sexual o identidad de género en campañas políticas 
de manera difamatoria o denigrante.

El marco normativo nacional de México ha evolucionado, en res-
puesta a la necesidad de proteger y garantizar los derechos político-
-electorales de la población lgbtttiqa+ en el país. En las últimas 
décadas se han implementado diversas leyes y reformas que buscan 
asegurar la igualdad y la no discriminación para esta comunidad. Pri-
meramente, la cpeum sentó las bases para la protección de dichas pre-
rrogativas de todas las personas. Los artículos 1 y 4 establecen los 
principios de no discriminación y reconocen el derecho a la igualdad 
de todas las personas, independientemente de su orientación sexual o 
identidad de género. Esto proporciona un fundamento sólido para la 
promoción de la igualdad en el ámbito político-electoral.

La Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales (lgipe) 
regula el proceso comicial en México. Mediante dicha ley se han im-
plementado medidas para garantizar que todas las personas, incluida 
la población lgbtttiqa+, tengan acceso igualitario a la participación 
política. Esto incluye la prohibición de la discriminación por motivos 
de orientación sexual e identidad de género.

Aunque se encuentra centrada en la violencia de género, la Ley Ge-
neral de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia ha sido 
interpretada de manera que también protege a las mujeres lesbianas y 
bisexuales de la violencia política de género. Esto contribuye a la pro-
tección de los derechos político-electorales de esta parte de la pobla-
ción lgbtttiqa+.

Por último, la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hom-
bres (2007) promueve la igualdad de género en todos los ámbitos de 
la vida, incluida la participación política. Aunque la orientación se-
xual y la identidad de género no son mencionadas específicamente 
en la ley, se han aplicado para garantizar que todas las personas, in-
dependientemente de su género, tengan igualdad de oportunidades 
en la política.

México es una Federación dividida en entidades federativas, y 
muchos estados y ciudades han promulgado sus propias leyes y re-
gulaciones para proteger los derechos de la comunidad en el ámbito 
político-electoral. Algunos han establecido legislación específica para 
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garantizar la no discriminación y la inclusión de las personas en la vi-
da política en el ámbito local.

El marco normativo nacional ha avanzado en la protección de los 
derechos político-electorales de la comunidad en el país. Mediante la 
Constitución y diversas leyes federales, se establecen los principios 
fundamentales de no discriminación e igualdad. Además, muchas en-
tidades federativas han promulgado leyes locales que refuerzan esos 
derechos. Este marco normativo proporciona una base sólida pa-
ra la promoción de la igualdad y la no discriminación en el ámbito 
político-electoral.

Uno de los principales logros en la promoción de dichas prerrogati-
vas de la población lgbtttiqa+ ha sido el reconocimiento del derecho 
al voto igualitario. Esto significa que todas las personas, independien-
temente de su orientación sexual o identidad de género, tienen el de-
recho de votar y ser votadas en igualdad de condiciones. Las reformas 
electorales han garantizado que no se discrimine a las candidaturas ni 
a los votantes en el proceso.

Algunos partidos políticos han adoptado políticas de inclusión que 
buscan garantizar que sus estructuras y candidaturas sean representa-
tivas de la diversidad de la sociedad mexicana, incluidas las personas 
lgbtttiqa+. Estas políticas fomentan la participación activa de miem-
bros de la comunidad en la toma de decisiones políticas y en la postu-
lación de candidaturas.

La población lgbtttiqa+, como grupo en situación de vulnerabilidad, 
a menudo enfrenta violencia política de género, en particular las personas 
transgénero. En ese sentido, se han impulsado esfuerzos para prevenir y 
sancionar la violencia política de género en todas sus formas. Esto inclu-
ye medidas específicas para proteger las candidaturas y el funcionariado 
de dicha población de agresiones y discriminación en el ámbito político.

Sin embargo, a pesar de los avances en los derechos político-electorales 
de la comunidad, existen desaf íos pendientes. La discriminación y la 
violencia persisten en ciertos contextos, y es esencial continuar traba-
jando en la promoción de una representación equitativa y libre de dis-
criminación en la política mexicana. La educación y la sensibilización 
en torno a la diversidad sexual y de género son herramientas clave pa-
ra abordar estos desaf íos y garantizar que la comunidad pueda partici-
par plenamente en la vida política de México.
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Acciones afirmativas en materia electoral  
para la población lgbtttiqa+ en México

El Estado mexicano ha implementado una serie de medidas afirmati-
vas para promover la participación activa y la igualdad de oportunida-
des de la población lgbtttiqa+ en el ámbito político-electoral. Estas 
medidas buscan eliminar la discriminación y garantizar que los dere-
chos políticos de todas las personas sean respetados, sin importar su 
orientación sexual o identidad de género. 

Algunas acciones son las siguientes:

1) 	 Reglamentos electorales inclusivos. Los reglamentos electorales, en 
los ámbitos federal y estatal, han sido modificados para incluir dis-
posiciones que prohíben la discriminación por orientación sexual 
o identidad de género en el proceso electoral. Estas garantizan que 
la ciudadanía tenga igualdad de oportunidades para votar y ser vo-
tada sin temor a represalias o discriminación debido a su orienta-
ción sexual o identidad de género.

2) 	 Capacitación en diversidad y no discriminación. Las autoridades 
electorales y las instituciones encargadas de la organización de 
las elecciones han implementado programas de capacitación pa-
ra su personal, las candidaturas y el funcionariado en la materia en 
temas de diversidad sexual y de género, así como en no discrimi-
nación. Estos programas buscan sensibilizar a los actores acerca de 
la importancia de respetar y proteger los derechos de la población 
lgbtttiqa+ en el proceso electoral.

3) 	 Cuotas y representación. Algunos partidos políticos y entidades fe-
derativas han implementado cuotas de género que incluyen disposi-
ciones para garantizar la representación de candidaturas diversas en 
las elecciones. Estas cuotas buscan aumentar la participación polí-
tica y la representación de la comunidad en los órganos legislativos 
y de gobierno (Cruz, 2022).

4) 	 Medidas contra la violencia política de género. El Estado mexicano 
ha tomado medidas para prevenir y sancionar la violencia política de 
género, que a menudo afecta a las personas lgbtttiqa+. Estas inclu-
yen la creación de mecanismos para recibir denuncias de violencia 
política, investigaciones adecuadas y sanciones para las agresoras 
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y los agresores. También se promueve la capacitación en género y 
diversidad para funcionarios electorales y candidatos.

5) 	 Campañas de concientización. El Estado mexicano, mediante sus 
instituciones electorales y gubernamentales, ha promovido campa-
ñas de concientización que buscan sensibilizar a la sociedad en tor-
no a la diversidad de orientación sexual e identidad de género. Estas 
campañas fomentan el respeto, la no discriminación y la igualdad 
en el ámbito político-electoral.

En conclusión, las medidas afirmativas en materia electoral toma-
das por el Estado mexicano en apoyo a la población lgbtttiqa+ son 
un paso importante hacia la igualdad de derechos y la no discrimina-
ción en el proceso comicial. A pesar de los desaf íos persistentes, estas 
acciones demuestran un compromiso con la inclusión y la protección 
de los derechos político-electorales de la comunidad. El trabajo conti-
nuo en la promoción de estas medidas es esencial para garantizar que 
todas las personas, sin importar su orientación sexual o identidad de 
género, puedan participar plenamente en la vida política de México.

Autoadscripción

La autoadscripción es un concepto que refiere al acto de identificarse 
o declararse perteneciente a una determinada categoría o grupo social, 
cultural, étnico, de género, entre otros, de manera voluntaria y personal. 
Es un proceso de identificación que parte del propio individuo, quien se 
asigna a sí mismo una identidad específica basada en su autopercepción 
y convicciones. En contextos sociales y legales, la autoadscripción se ha 
vuelto un mecanismo importante para el reconocimiento de la diversi-
dad y la autonomía individual. Se trata de reconocer que cada persona 
tiene el derecho a definir su identidad en diferentes aspectos de su vi-
da, sin que esto le sea impuesto por agentes externos o por percepcio-
nes ajenas a su realidad personal (Lizama y Zuñiga, 2023).

En el ámbito de los derechos humanos, la autoadscripción es fun-
damental porque permite que las personas expresen su identidad de 
manera que sea respetada y protegida por la ley y la sociedad. Esto es 
especialmente relevante en el caso de las comunidades indígenas, los 
grupos raciales o étnicos y la población lgbtttiqa+, donde la identidad 
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puede no ser inmediatamente visible o puede estar sujeta a interpreta-
ciones externas.

Por ejemplo, en el contexto de los pueblos indígenas, la autoadscrip-
ción permite a los individuos reivindicar su pertenencia a una comuni-
dad específica, lo cual es crucial para la preservación de sus derechos 
culturales, de tierra y lingüísticos. En cuanto a la identidad de género, 
permite que las personas trans y de género diverso declaren su género 
sentido, independientemente del sexo asignado al nacer.

La autoadscripción también es un principio importante en la recolec-
ción de datos y en la realización de censos. Permitir que las personas se 
identifiquen según su propia percepción ayuda a obtener datos más pre-
cisos y relevantes respecto a la composición de una sociedad, lo cual 
es esencial para la creación de políticas públicas inclusivas y efectivas. 
Este concepto promueve un enfoque de respeto a la diversidad y la au-
tonomía personal, subrayando la importancia de que cada persona sea 
reconocida y aceptada por quien es, en lugar de ser forzada a encajar en 
categorías predeterminadas que pueden no reflejar su realidad vivida.

En conclusión, la autoadscripción es un acto de empoderamiento y 
un reconocimiento de la pluralidad humana, que proporcionan una ba-
se para la inclusión y la igualdad en una sociedad que valora la diver-
sidad de sus miembros.

Con base en este derecho, se presenta el acuerdo de acatamiento a la 
sentencia SUP-RAP-121/2020, identificado con la clave INE/CG18/2021, 
en el cual el ine propuso implementar acciones afirmativas para per-
sonas de la diversidad sexual y señaló los antecedentes que existían en 
el ámbito local acerca de la adopción de medidas para garantizar la re-
presentación política de las personas de la diversidad sexual, entre las 
que destacan los lineamientos para el registro de candidaturas a con-
cejalías de los ayuntamientos emitidos por el Instituto Estatal Electo-
ral y de Participación Ciudadana de Oaxaca en 2008 y su revisión por 
parte del tepjf en la sentencia SUP-JDC-304/2018, en la que conside-
ró que “la identidad sexo-genérica de las personas es una de las mani-
festaciones fundamentales de la libertad de conciencia, del derecho 
a la vida privada y del libre desarrollo de la personalidad” (Sentencia 
SUP-JDC-304/2018, 2018). 

En dicha sentencia, la Sala Superior señaló que “la autoadscripción 
es el único elemento para determinar la identidad de las personas y el 
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Estado no puede cuestionar ni solicitar prueba alguna al respecto” (Sen-
tencia SUP-JDC-304/2018, 2018), razón por la cual el tepjf aceptó el 
registro de las candidaturas de aquellas ciudadanas que, en primera ins-
tancia, se autoadscribieron como mujeres, aunque en sus documentos 
oficiales el sexo referido sea el de hombres.

Conforme a lo señalado por el Tribunal Electoral en el expedien-
te SUP-JDC-304/2018 para acreditar la pertenencia a la población 
lgbtttiqa+, sería suficiente la autoadscripción; en el mismo senti-
do, el ine advirtió que, en caso de que se postularan personas trans, la 
candidatura corresponde al género al que se identifican y dicha candi-
datura sería tomada en cuenta por el cumplimiento del principio de pa-
ridad de género. En caso de que se postularan personas no binarias, en 
reconocimiento de los derechos humanos y político-electorales de la 
población de la diversidad sexual, estas no serían consideradas en nin-
guno de los géneros; no obstante, el ine consideró necesario estable-
cer que no se podrían postular más de tres personas que correspondan 
a dicho grupo, con el fin de respetar el principio de paridad de género 
y evitar simulaciones o fraude a la ley. 

Los aspectos clave del acuerdo son los siguientes:

1) 	 Cuotas de representación. Este acuerdo podría incluir la implemen-
tación de cuotas de representación para candidaturas de personas 
lgbtttiqa+ en los procesos electorales, a fin de asegurar que haya 
una representación más equitativa en los cargos de elección popular.

2) 	 Se establecen criterios y procedimientos para que los partidos po-
líticos incluyan a personas de la diversidad sexual en sus listas de 
candidaturas. Los partidos deben demostrar cómo están cumplien-
do con la sentencia en sus procesos de selección de candidatos.

3) 	 El acuerdo enfatiza la importancia de la autoadscripción honesta y 
verificable, al permitir que las personas se identifiquen como miem-
bros de la población lgbtttiqa+ sin la necesidad de pruebas o ve-
rificaciones invasivas.

4) 	 Puede incluir una serie de acciones afirmativas más allá de las cuo-
tas, como programas de formación y capacitación política para 
miembros del grupo de la diversidad sexual.

5) 	 Se establecen mecanismos para el seguimiento y la verificación 
del cumplimiento de las disposiciones, a fin de asegurar que los 
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partidos políticos y los candidatos acaten lo establecido en la 
sentencia.

6) 	 En caso de incumplimiento, el ine puede imponer sanciones a los 
partidos políticos o los candidatos que no respeten las medidas es-
tablecidas en el acuerdo.

7) 	 Este acuerdo también tiene como objetivo promover la inclu-
sión y combatir la discriminación en el ámbito político, así como 
crear un ambiente más receptivo para los derechos de las personas 
lgbtttiqa+.

El impacto de este acuerdo es significativo en términos de derechos 
político-electorales para la población de la diversidad sexual en Méxi-
co. Establece un precedente para la inclusión de grupos históricamen-
te marginados en la política y refleja un cambio hacia una democracia 
más representativa y diversa. Además, envía un mensaje claro en tor-
no a la seriedad con la que las autoridades electorales toman las direc-
trices judiciales en temas de inclusión y diversidad.

En conclusión, el acuerdo INE/CG18/2021 representa un paso ade-
lante en el fortalecimiento de los derechos políticos de la población 
lgbtttiqa+ en México; refleja el compromiso de las autoridades elec-
torales con la igualdad de representación y la necesidad de mecanis-
mos efectivos para combatir la discriminación en todos los ámbitos de 
la vida pública.

Cuotas a favor de la población lgbtttiqa+

En México, las cuotas arcoíris son una referencia a las políticas de in-
clusión y representación de la población de la diversidad sexual en dis-
tintos ámbitos, particularmente en la política y en el empleo público y 
privado. Estas cuotas buscan garantizar una representación mínima de 
las personas pertenecientes a dicha población en las listas electorales, 
los puestos de trabajo y otros espacios de toma de decisiones, como una 
forma de promover la igualdad y contrarrestar la discriminación histó-
rica y sistémica que las ha afectado (Cruz, 2021).

El concepto de cuota, que se ha utilizado tradicionalmente para pro-
mover la igualdad de género, se expande con las cuotas arcoíris para 
abarcar también la diversidad sexual y de género. Al igual que con las 
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cuotas de género, la idea es que, mediante la implementación de po-
líticas afirmativas temporales, se pueda acelerar el proceso hacia una 
igualdad sustantiva, corrigiendo desequilibrios y garantizando que las 
minorías sexuales tengan voz en lugares donde históricamente han si-
do excluidas.

En el contexto mexicano, las cuotas arcoíris pueden ser vistas co-
mo un complemento a las legislaciones estatales y federales que bus-
can promover la no discriminación y la igualdad de oportunidades. La 
intención es que estas políticas puedan conducir a una mayor visibili-
dad de la población lgbtttiqa+ y a la normalización de su participa-
ción en todos los sectores de la sociedad.

Un aspecto importante de las cuotas arcoíris es que se basan en la 
autoadscripción, al permitir que las personas se identifiquen volun-
tariamente como parte de la población lgbtttiqa+ para ser consi-
deradas en las cuotas. Esto respeta la autonomía personal y evita la 
imposición de etiquetas por parte de terceros, lo cual es esencial para 
el respeto de la identidad individual.

Sin embargo, estas políticas no están exentas de debate y contro-
versia. Algunos críticos argumentan que pueden ser vistas como una 
forma de discriminación positiva que, al final, perpetúa la división en-
tre mayorías y minorías. Otros señalan que las cuotas, por sí solas, no 
son suficientes para erradicar la discriminación estructural y que de-
ben ser parte de un enfoque más amplio, que incluya educación y cam-
bios culturales.

Las acciones afirmativas en favor de la población lgbtttiqa+ se 
presentan como cuotas de representación en materia electoral, con el 
objetivo de garantizar el acceso al poder de los grupos históricamente 
vulnerados, así como asegurar la representación de la pluralidad social 
en el ejercicio del poder político. Representan un proceso de amplia-
ción y mejora de la democracia representativa, en su tarea de integrar 
la mayor cantidad de actores en el ejercicio del poder.

Al señalar casos relevantes para el Estado mexicano, es posible des-
tacar el de Salma Luévano Luna, quien, como presidenta de un colectivo 
llamado Juntos por el Camino de la Diversidad, en el proceso electoral 
local 2020-2021, solicitó al Instituto Estatal Electoral de Aguascalien-
tes (ieea) que implementara acciones afirmativas en favor de la pobla-
ción lgbtttiqa+ para tener la posibilidad de contender por el cargo 
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de diputación local y por los de las planillas de los ayuntamientos. Di-
cha solicitud llegó a la Sala Regional Monterrey del tepjf, la cual orde-
nó al ople emitir lineamientos para la inclusión de las personas de la 
diversidad sexual y de las personas con discapacidad.

El ople estableció la cuota específica en favor de las candidaturas 
de personas de la diversidad sexual y las personas con alguna discapa-
cidad, en la cual los partidos políticos debían postular a alguno de sus 
integrantes en dos fórmulas de diputaciones locales y en tres cargos 
de, mínimo, dos ayuntamientos; esto fue determinado, en el caso de 
las personas con discapacidad, con base en datos existentes, y en el ca-
so del grupo de la diversidad sexual, sin datos demográficos. Asimis-
mo, indicó que las fórmulas no podían ser mixtas, por lo que tanto las 
personas propietarias como las suplentes debían pertenecer al mismo 
grupo en situación de vulnerabilidad. Esta es la sentencia que sentó las 
bases para la inclusión de las personas de la diversidad sexual y las per-
sonas con discapacidad en el proceso electoral local de Aguascalientes.

En el acuerdo INE/CG18/2021, el ine señaló que “debe ser exigible 
a los partidos políticos y coaliciones, un piso mínimo que permita ex-
pandir los derechos de la comunidad de la diversidad sexual que se en-
cuentren dentro de este grupo” (Acuerdo INE/CG18/2021, 2021), por 
lo que propuso, dentro de las acciones afirmativas, a las diputaciones de 
mayoría relativa, señalando que se debían postular al menos dos fórmu-
las de candidaturas integradas por personas de la diversidad sexual en 
cualquiera de los 300 distritos que conforman el país; asimismo, con refe-
rencia a las diputaciones de representación proporcional, mencionó que 
se debe postular una fórmula por el principio de representación propor-
cional, en cualquiera de las cinco circunscripciones, en los primeros 10 
lugares de la lista. 

El ine señaló que esta medida no era contraria al principio de pa-
ridad de género, pues ambos pueden coexistir, dado que comparten el 
objetivo de eliminar cualquier discriminación o exclusión estructural 
y sirven para optimizar la inclusión de grupos social e históricamen-
te vulnerados. 

En la misma línea, en materia de impugnación, se encuentra la resolu-
ción dictada en el expediente SM-JDC-59/2021, emitida por la Sala Regio-
nal Monterrey, que modificó la decisión del Tribunal Electoral del Estado 
de Aguascalientes (teea), en el sentido de vincular al instituto electoral 



57

El acceso a la justicia electoral a través de las acciones afirmativas...

local para que implemente una cuota a favor de las personas de la diversi-
dad sexual y con discapacidad (Sentencia SUP-REC-117/2021, 2021).

La decisión se sustentó en que esta cuota sí tiene un sustento normativo y 
fáctico; también señaló que la Sala Monterrey sí motivó y realizó un ejer-
cicio de ponderación para justificar la decisión de establecer una cuota en 
favor de las personas de la población lgbtttiqa+. Por otra parte, hi-
zo hincapié en que el establecimiento de dicha cuota no vulneraba los 
principios de certeza y seguridad jurídica ni transgredía los principios de 
autodeterminación y autoorganización de los partidos políticos. Asimis-
mo, señaló que sería contrario al principio de igualdad y no discri-
minación afirmar que la cuota establecida resulta incompatible con 
la plataforma electoral del Partido Encuentro Solidario. Por último, 
se señaló que los datos personales de aquellas personas que aspiren a 
una candidatura mediante una cuota estarán protegidos. 

A pesar de los desaf íos y las críticas, las cuotas arcoíris se presentan 
como un reflejo del esfuerzo continuo por construir una sociedad más 
inclusiva y representativa. En México, como en otros lugares, repre-
sentan un paso importante hacia la inclusión efectiva de la población 
lgbtttiqa+ en la vida pública, con el objetivo último de lograr una 
igualdad real y efectiva para toda la ciudadanía, más allá de su orienta-
ción sexual o identidad de género.

Cuotas en las consejerías (sentencia SUP-JDC-1109/2021)

En México, la implementación de cuotas para la población de la diversidad 
sexual en las consejerías es una manifestación de los esfuerzos por pro-
mover la inclusión y garantizar la representación diversa en los órganos de 
toma de decisiones. Estas cuotas son mecanismos de acción afirmativa 
destinados a asegurar que los miembros de dicha población estén pre-
sentes en los consejos de administración, comités de dirección y otras 
instancias consultivas o ejecutivas, tanto en el sector público como en 
el privado (Instituto Nacional Electoral, 2018c).

El concepto de cuota, en este caso, se basa en el principio de que 
una representación equitativa en los espacios de poder y decisión es 
crucial para abordar las necesidades específicas y promover los inte-
reses de todas las facciones de la sociedad. En el caso de la población 
de la diversidad sexual, esto es particularmente significativo, dado que 
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este grupo ha estado históricamente marginado y subrepresentado en 
dichos espacios.

La discusión acerca de las cuotas lgbtttiqa+ en las consejerías 
está enmarcada en una narrativa más amplia de derechos humanos y 
diversidad. En la medida en que la sociedad mexicana avanza en el reco-
nocimiento de los derechos de esta población, hay un llamado creciente 
a que se refleje esta diversidad en las estructuras de poder.

Estas cuotas buscan no solo proporcionar un simbolismo impor-
tante, sino también afectar positivamente la formulación de políticas 
y prácticas inclusivas. Al contar con voces lgbtttiqa+ en las conse-
jerías, se puede garantizar que las políticas contemplen perspectivas 
diversas y atiendan a necesidades que, de otro modo, podrían ser ig-
noradas (Instituto Nacional Electoral, 2018c).

La implementación de cuotas arcoíris en las consejerías ha venido 
acompañada de retos significativos. Existen preguntas acerca de cómo 
verificar la identidad lgbtttiqa+ de las personas sin invadir su pri-
vacidad o forzar la autoadscripción. Sin embargo, muchos activistas y 
defensores de los derechos humanos sostienen que las cuotas son una 
herramienta necesaria y efectiva para combatir la discriminación arrai-
gada y promover la igualdad real.

En el sentido de ese derecho, se presenta el asunto de la sentencia 
SUP-JDC-1109/2021, el cual se encuentra relacionado con la convocatoria 
para la selección y designación de las consejeras y los consejeros del ople 
de Aguascalientes. En este, el actor promovió un juicio, por su propio de-
recho y como concursante en el proceso de la citada designación, contra 
el Consejo General del ine, que negó la modificación de la convocatoria.

La parte actora consideró que la convocatoria le causaba un agra-
vio, dado que no reconocía a las personas no binarias y del grupo 
lgbtttiqa+, lo cual, en su opinión, le impedía el ejercicio efectivo de 
su derecho a integrar autoridades electorales en condiciones de igual-
dad, respecto a las personas cisgénero que también concursaban.

Además, se solicitó abrir la convocatoria e incluir cuotas arcoíris, re-
servando un espacio para integrar las autoridades electorales de la po-
blación de la diversidad sexual y no binaria. También consideró que si 
se renovaban 3 lugares (2 mujeres y 1 hombre) y la paridad es para las 
mujeres, el lugar del hombre se debía asignar a la persona no binaria; 
así, la paridad no se contrapondría a las cuotas arcoíris.
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La Sala Superior determinó que la parte actora omitió controver-
tir, en su oportunidad, la convocatoria, por lo que esta adquirió firme-
za. Por esa razón, resultó imposible modificarla, dado que las personas 
que aspiraban a una consejería se registraron conforme a su normati-
va; de modo que modificarla crearía inseguridad jurídica, pues sus re-
glas no discriminan por ningún motivo, incluido el género. 

Se mencionó que la convocatoria no vulneraba los derechos políti-
cos de la parte actora pues, de hecho, participaba ya en el proceso de 
selección de consejerías, y se señaló que el contexto del concurso dis-
criminaba al grupo lgbtttiqa+ y personas no binarias, al no reser-
varles un lugar, lo cual dificultaba su participación. 

Por otra parte, se hizo hincapié en la búsqueda y la selección de los 
mejores perfiles, mediante una designación técnica neutra, que privi-
legia la integración multidisciplinaria y multicultural de los ople, sin 
que existan actos de discriminación o desventajas por dirigirse a per-
sonas cisgénero. 

El tepjf consideró que no existía impedimento legal alguno para no 
incluir a personas de la diversidad sexual y no binarias en la designa-
ción de las consejerías de los ople. Así, determinó que debía prestarse 
atención en cumplir con la integración de los mejores perfiles de mane-
ra objetiva, en reconocer los derechos de las personas no binarias y en 
clarificar que la paridad de género no se contrapone con lugares com-
pensatorios que incluyan cuotas arcoíris. 

El impacto de las cuotas lgbtttiqa+ en las consejerías se obser-
va no solo en la presencia aumentada de miembros de dicha población 
en estos roles, sino también en el cambio gradual de la cultura organi-
zacional hacia una más inclusiva. Al normalizar la presencia de la di-
versidad sexual y de género en las posiciones de liderazgo, se envía un 
mensaje poderoso de aceptación y respeto a toda la sociedad.

En México, el futuro de las cuotas arcoíris, y su éxito constante, de-
penderán de la capacidad de estas políticas para adaptarse a las críticas 
constructivas y garantizar que el objetivo de la inclusión se alcance de 
manera efectiva y respetuosa. Esto puede requerir un trabajo continuo 
para equilibrar la representación con otros valores fundamentales, co-
mo la competencia y la transparencia, a fin de asegurar que las cuotas 
sean un paso hacia una igualdad más amplia y no un fin en sí mismas.
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Personas no binarias

La identidad de género ha sido, tradicionalmente, entendida en un mar-
co binario: masculino y femenino. Sin embargo, este enfoque ha sido 
desafiado y ampliado por aquellos que no se identifican exclusivamen-
te con estas categorías. En este punto emerge el concepto de personas 
no binarias, el cual es un paraguas que alberga una variedad de expre-
siones de género que no encajan en las nociones convencionales de 
masculino y femenino (Medina, 2022).

Las personas no binarias son aquellas que experimentan su identi-
dad de género fuera del binomio hombre-mujer. Algunas pueden sentir 
que fluyen entre géneros; otras no se identifican con ningún género (agé-
nero), y hay quienes se identifican con más de un género (bigénero o poli-
género). Este espectro diverso desaf ía la idea de que el género es fijo y 
dualista, ampliando el entendimiento de que la identidad de género es 
una construcción social y personal que puede ser tan variada como las 
personas mismas (Iturri, 2021).

La existencia de identidades de género no binarias no es un fenóme-
no moderno ni occidental. Muchas culturas alrededor del mundo han 
reconocido más de dos géneros durante siglos. Ejemplos de ello son 
las personas dos espíritus, en algunas culturas indígenas de América 
del Norte; los hijras, en el subcontinente indio; los muxes, en el Estado 
mexicano, y otras identidades de género en diversas culturas globales. 
El reconocimiento contemporáneo de personas no binarias se alinea 
con estos entendimientos más amplios y fluidos de género.

El reconocimiento de las personas no binarias varía significativa-
mente de un país a otro. Algunas naciones las han comenzado a reco-
nocer legalmente mediante la opción de un tercer género o una letra X 
en los documentos de identidad. Aunque hay una creciente conciencia 
y aceptación de las identidades no binarias en la sociedad, estas toda-
vía enfrentan una considerable estigmatización y numerosos desaf íos, 
incluidas la discriminación y la violencia (Gauché y Lovera, 2023).

La inclusión de las personas no binarias en la sociedad implica 
cambios tanto legales como culturales, desde el reconocimiento en 
documentos oficiales hasta la normalización de la diversidad de gé-
nero en la vida cotidiana. Se necesita una continua educación y sen-
sibilización para desmantelar los prejuicios y para que las identidades 
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no binarias sean respetadas y celebradas como cualquier otra identi-
dad de género.

En ese sentido, se presenta la sentencia SUP-REC-0277/2020, que par-
te de los hechos en los cuales la presidenta del colectivo Juntos por el Ca-
mino de la Diversidad solicitó al ieea que se pronunciara respecto de la 
necesidad de crear acciones afirmativas para la población lgbtttiqa+, 
con relación a formar parte de los órganos electorales. El instituto local 
no respondió, por lo cual la promovente lo demandó mediante un jui-
cio para la protección de los derechos político-electorales de la ciuda-
danía (jdc). 

El Consejo General dio respuesta a la consulta y afirmó que no es 
posible establecer una cuota específica para las personas no binarias 
en la integración de los consejos distritales y municipales. Inconforme, 
la actora presentó un jdc ante el teea, que resolvió revocar la resolu-
ción y ordenó al ieea aplicar medidas afirmativas. 

La problemática de dicha sentencia versa acerca de cómo funciona 
la paridad de género en relación con las cuotas para los grupos vulne-
rables. Los derechos a la participación política de las personas no bi-
narias se pueden garantizar por medio de acciones afirmativas. La Sala 
Superior reconoció que todas las personas tienen el derecho a que se 
les reconozca como no binarias, al ser parte del derecho a la identidad 
sexual y de género. La acción afirmativa dictada es temporal y solo 
regula la participación para integrar los consejos distritales y munici-
pales, y no es una modificación trascendental. El objetivo de esta reso-
lución es revertir los escenarios de discriminación contra los grupos 
vulnerables mediante la garantía del acceso a las oportunidades de que 
dispone la mayoría de los sectores sociales. 

Otra sentencia relevante es la SUP-REC-256/2022. Durante el proceso 
electoral 2021-2022, para renovar al Congreso de Quintana Roo, el parti-
do Morena presentó al ople su solicitud de registro de diputaciones de re-
presentación proporcional, en la que se postuló a la parte actora, quien 
se autodescribía como persona no binaria, en el quinto lugar de la lista.

El ople determinó que las postulaciones de Morena en su lista de 
diputaciones de representación proporcional no cumplían los crite-
rios de paridad, debido a que proponían la postulación de una perso-
na no binaria en un lugar originalmente designado para mujeres, por 
lo que debía realizar los ajustes necesarios, respetando las posiciones 
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que corresponden al género mujer. Por lo anterior, le otorgó 48 horas 
para que realizara los ajustes necesarios. El 10 de abril, Morena solici-
tó la sustitución de la candidatura de la parte recurrente.

Inconforme con la determinación del ople, la parte actora presentó 
un juicio de la ciudadanía ante el tribunal local, que confirmó el acuer-
do del ople. Dicha determinación fue controvertida ante la Sala Regio-
nal Xalapa, que confirmó, por diversas razones, la resolución local. La 
parte actora presentó una demanda de reconsideración.

Esta sentencia determinó que, en el caso de la postulación de candi-
daturas de personas no binarias, los lugares que habrían de ser cedidos 
son los correspondientes a los hombres, quienes conforman un sector 
poblacional que históricamente no ha sido discriminado en materia de 
representación política. 

Conclusiones previas 

La historia política de México, en sus múltiples etapas, ha sido testigo 
de la evolución de los derechos de la población lgbtttiqa+. El avan-
ce hacia la inclusión político-electoral de esta comunidad es una faceta 
importante del movimiento por la igualdad y la democracia.

El siglo xxi trajo consigo un reconocimiento creciente de los de-
rechos políticos para toda la ciudadanía, independientemente de su 
orientación sexual o identidad de género. La lucha por la igualdad de 
la población lgbtttiqa+ también se ha manifestado en el ámbito po-
lítico, en el que el derecho al voto y la posibilidad de ser elegido se con-
virtieron en pilares de su activismo.

El camino hacia la participación política activa ha sido desafiante. 
Los primeros candidatos de la diversidad sexual enfrentaron prejuicios 
y discriminación, pero su valentía allanó el camino para las futuras ge-
neraciones. En las elecciones recientes, ha habido un incremento sig-
nificativo en la representación del grupo de la diversidad sexual en los 
cargos de elección popular, lo cual demuestra un cambio progresivo en 
la aceptación pública y política.

México ha sido testigo de reformas legales diseñadas para proteger 
los derechos políticos de la población lgbtttiqa+. Las leyes y las ins-
tituciones electorales han empezado a adoptar medidas para asegu-
rar que la identidad de género o la orientación sexual no sean barreras 
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para la participación electoral. Esto incluye desde la emisión de docu-
mentos de identificación que respeten la identidad de género hasta la 
implementación de cuotas de género que también consideren a dicha 
población.

La evolución de los derechos político-electorales del colectivo 
lgbtttiqa+ se ha reflejado en la visibilidad de los candidatos y fun-
cionarios que forman parte, abiertamente, de este grupo. Las elecciones 
han visto un aumento en las candidaturas diversas y las alianzas entre 
los partidos políticos y las organizaciones defensores de los derechos de 
la diversidad sexual para promover una agenda de igualdad.

Sin embargo, a pesar de los avances, aún persisten obstáculos signi-
ficativos. La población lgbtttiqa+ enfrenta prejuicios en el ámbito 
político y en ciertas áreas del país donde los conservadurismos socia-
les y religiosos mantienen una influencia fuerte. La discriminación si-
gue siendo un desaf ío para la plena participación política.

La población de la diversidad sexual continúa luchando por una re-
presentación más equitativa y por la eliminación de todas las formas 
de discriminación en el ámbito político-electoral. La educación cívica 
y la sensibilización son herramientas clave en esta batalla, pues se bus-
ca un cambio no solo en las legislaciones, sino también en la mentali-
dad de la población.

En México, el futuro de los derechos político-electorales de la pobla-
ción lgbtttiqa+ parece prometedor, pero aún está lleno de desaf íos. 
La comunidad y sus aliados trabajan incansablemente para asegurar que 
las voces de esa comunidad no solo sean escuchadas en las urnas, si-
no también respetadas en los recintos legislativos y ejecutivos del país.

Este capítulo, aunque aún está en desarrollo, es un testimonio del 
progreso y del potencial de la sociedad mexicana para abrazar la di-
versidad en su máxima expresión democrática. En la medida en que 
México continúa su travesía hacia la inclusión y la igualdad, el activis-
mo político de la población lgbtttiqa+ se mantiene como un faro de 
cambio y esperanza en el horizonte político del país.

Diversos grupos han emitido gran cantidad de propuestas para mejo-
rar las condiciones político-electorales de dicha población, la mayoría de 
ellas relacionadas con el renacimiento de los derechos político-electorales 
de sus integrantes, la garantía de la participación en la vida interna de 
los partidos y la implementación de mecanismos que permitan avanzar 
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en la prevención de toda la violencia política hacia las personas de la di-
versidad sexual. De igual forma, se han planteado propuestas dirigidas a 
lograr cambios en materia legislativa a favor de este grupo, entre otras. 

Como se puede apreciar, en México se ha avanzado significativa-
mente en la promoción de la igualdad y la no discriminación en las 
últimas décadas. Sin embargo, debemos reconocer que aún existen obs-
táculos que impiden que la población de la diversidad sexual disfrute 
plenamente de sus derechos político-electorales.

En primer lugar, es fundamental comprender que la igualdad y la no 
discriminación no son solo cuestiones de justicia, sino también de demo-
cracia. La ciudadanía, sin excepción, debe tener la oportunidad de par-
ticipar activamente en la vida política del país. Esto significa que debe 
tener voz en la elección de sus representantes, independientemente de su 
orientación sexual o identidad de género.

La igualdad de género y el reconocimiento de la diversidad son valo-
res fundamentales en una democracia saludable. En ese sentido, México 
ha dado pasos importantes al implementar medidas como la paridad de 
género en las candidaturas, lo que ha permitido una mayor represen-
tación de las mujeres en la política. Ahora es el momento de extender 
estas políticas para garantizar que las personas lgbtttiqa+ también 
tengan la misma oportunidad de acceder a los cargos de elección po-
pular y de influir en la toma de decisiones.

En este contexto, es imperativo que se eliminen las barreras que aún 
persisten para que dicha población participe plenamente en la política, 
lo cual incluye abordar la discriminación y el estigma, que a menudo 
son obstáculos para que las personas se involucren en la vida pública. 
Es esencial promover la educación y la concienciación acerca de sus 
realidades para fomentar un ambiente político inclusivo y respetuoso.

Además, se debe garantizar que las leyes y políticas de México pro-
tejan y promuevan los derechos de la comunidad lgbtttiqa+ en todos 
los aspectos de la vida. Un entorno en el que se respeten los derechos 
fundamentales de todas las personas contribuirá a una participación 
política más significativa y efectiva.
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Derechos político-electorales  
de las personas migrantes en México

Una persona migrante es aquella que se desplaza de un lugar a otro, ge-
neralmente de un país a otro, con la intención de establecerse temporal 
o permanentemente en el nuevo destino. Este desplazamiento puede 
estar motivado por una variedad de razones, como la búsqueda de me-
jores oportunidades económicas, la reunificación familiar, la huida de 
conflictos o una persecución, entre otras.

Marco normativo nacional e internacional  
de los derechos político-electorales  

de las personas migrantes

El marco normativo internacional para las personas migrantes se com-
pone de varios tratados, convenios y acuerdos que establecen los dere-
chos y las obligaciones de los estados en relación con las personas que 
se desplazan de un país a otro. Algunos de los instrumentos más im-
portantes son los siguientes.

El primero es la Declaración Universal de los Derechos Humanos 
(1948), en la que se establecen los principios generales de derechos hu-
manos que son aplicables a todas las personas, incluidas las migran-
tes. Específicamente, la Convención Internacional sobre la Protección 
de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Fami-
liares (adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en 
1990) se centra en los derechos de dicha población y sus familias, y es-
tablece estándares específicos para su protección.

Posteriormente se emitió el Pacto Mundial para una Migración Se-
gura, Ordenada y Regular, también conocido como Pacto Mundial 
sobre Migración, el cual constituye un acuerdo intergubernamental 
adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 10 de di-
ciembre de 2018 en Marrakech, Marruecos. Este fue un hito en la go-
bernanza global y representa un esfuerzo para abordar los desaf íos 
asociados con los flujos migratorios en todo el mundo.

El Pacto se basa en la premisa de que los derechos humanos de todas 
las personas, independientemente de su estatus migratorio, deben ser 
respetados y protegidos. Busca garantizar que las políticas y prácticas 
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migratorias se ajusten a los principios de derechos humanos y digni-
dad de las personas.

Además, el Pacto promueve la cooperación y coordinación entre 
los estados, tanto en el ámbito nacional como en el internacional, para 
abordar cuestiones relacionadas con la migración. Busca una respuesta 
conjunta a los desaf íos en la materia, al reconocer que los problemas mi-
gratorios son transnacionales y requieren soluciones globales.

El Pacto aborda 23 objetivos de la migración, desde la preparación 
y el socorro en la crisis hasta la integración y el retorno de los migran-
tes. También incluye disposiciones relacionadas con la lucha contra la 
trata de personas y con la promoción de la migración regular y segura. 
Asimismo, se reconoce la importancia de la educación pública y la di-
fusión de información precisa en torno a la migración, con el objetivo 
de desmitificar conceptos erróneos y promover una visión más equili-
brada y basada en la evidencia. También destaca la necesidad de reco-
pilar y compartir datos precisos y desglosados del tema.

De igual manera, subraya la soberanía de los estados en la formulación 
de sus políticas de migración, pero al mismo tiempo insta a la respon-
sabilidad compartida en la gestión de los flujos migratorios en los ám-
bitos global, regional y nacional.

Es importante destacar que el Pacto Mundial sobre Migración no 
es un tratado vinculante, lo que significa que no crea obligaciones le-
gales vinculantes para los estados. En cambio, proporciona un marco 
de referencia y orientación para la formulación de políticas y prácticas 
relacionadas con la migración. La implementación de sus principios y 
objetivos depende de la voluntad de los estados y de sus acciones en los 
ámbitos nacional e internacional.

Derechos políticos de las personas migrantes  
en el contexto mexicano

Los derechos políticos de las personas migrantes se refieren a las liber-
tades y los derechos civiles que les permiten participar en la vida po-
lítica y democrática del país de acogida, incluso si no son ciudadanas 
de este. Dichos derechos varían significativamente de un país a otro 
y dependen de su estatus legal y las leyes nacionales.
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En el contexto nacional, los derechos políticos de las personas migran-
tes son importantes y están sujetos a regulaciones específicas. México es 
un país de tránsito y tiene una población significativa de migrantes in-
ternacionales, tanto de países de América Central que transitan hacia 
Estados Unidos de América como de otras partes del mundo. Además, 
en 2020, en total, 11,185,737 personas emigraron, por lo que México 
se convirtió en el segundo país con más personas desplazadas a otros 
lugares (8.75 % de la población total) (Expansión, 2020). Los principa-
les países a los que van las personas mexicanas son Estados Unidos de 
América, con 97.03 %; seguido de lejos por Canadá, con 0.78 %, y Es-
paña, que representa 0.54 por ciento.

En el marco normativo nacional, la Constitución prohíbe la discri-
minación por origen étnico o nacional, género, religión u orientación 
sexual. Esto implica que las personas migrantes, independientemen-
te de su origen, deben ser tratadas de manera igualitaria y sin discri-
minación en lo que respecta a sus derechos políticos. Sin embargo, las 
personas extranjeras que residen en México no tienen reconocidas sus 
prerrogativas políticas. Específicamente, el artículo 33 constitucional 
establece para ellas una prohibición absoluta de participar en los asun-
tos políticos del país, a la vez que les garantiza el respeto a sus dere-
chos humanos.

Por otro lado, considerando el índice de personas que emigran, Mé-
xico ha establecido un sistema para permitir a la ciudadanía que reside 
en el extranjero votar en las elecciones federales, como las presidencia-
les. Esto incluye a los migrantes que trabajan o residen en otros países.

La regulación del voto de los mexicanos en el extranjero se estableció 
en junio de 2005, por medio de reformas al Código Federal de Institu-
ciones y Procedimientos Electorales (Cofipe), que incluyeron un Libro 
Sexto, dedicado al voto de los mexicanos en el extranjero. Con estas re-
gulaciones, se organizaron las elecciones presidenciales en el extranjero 
en 2006 y 2012 (Beltrán, 2020).

Posteriormente, con la reforma político-electoral de 2014, se esta-
bleció en la lgipe que: 

Artículo 329. Del Voto de los Mexicanos Residentes en el Extranjero
1. Los ciudadanos que residan en el extranjero podrán ejercer su 

derecho al voto para la elección de Presidente de los Estados Unidos 
Mexicanos y senadores, así como de Gobernadores de las entidades 
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federativas y del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, siempre que 
así lo determinen las Constituciones de los Estados o el Estatuto de 
Gobierno del Distrito Federal.

2. El ejercicio del voto de los mexicanos residentes en el extranjero 
podrá realizarse por correo, mediante entrega de la boleta en forma 
personal en los módulos que se instalen en las embajadas o consulados 
o, en su caso, por vía electrónica, de conformidad con esta Ley y en 
los términos que determine el Instituto.

3. El voto por vía electrónica sólo podrá realizarse conforme a los 
lineamientos que emita el Instituto en términos de esta Ley, mismos que 
deberán asegurar total certidumbre y seguridad comprobada a los mexi-
canos residentes en el extranjero, para el efectivo ejercicio de su derecho 
de votar en las elecciones populares. (Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, artículo 329)

Los principales cambios que se establecieron con esta reforma fue-
ron los siguientes: 

1) 	 Modificaciones en el proceso de obtención de la credencial para fa-
cilitar el registro de votantes en el extranjero.

2) 	 Ampliación de las elecciones en las que estos pueden participar, al 
permitirles votar no solo por la presidencia, sino también por las 
senadurías y las gubernaturas de sus entidades de origen.

3) 	 Diversificación de los métodos de registro y emisión de sufragios, 
ya que los votantes pueden emitir su decisión por correo postal, en 
persona o, incluso, de manera electrónica.

Respecto al derecho al voto de las personas en el extranjero, se han 
emitido diversas sentencias y tesis; por ejemplo, la tesis III/2018, que 
señala que su reconocimiento y regulación en las elecciones locales es 
potestad del Congreso de cada entidad federativa, así como las sen-
tencias SUP-JDC-573/2005, que es el primer recurso en materia de 
voto de los mexicanos residentes en el extranjero; SUP-JDC-282/2007, 
SUP-JDC-295/2007 y SUP-JDC-2027/2007, que abordan la militancia 
en un partido político desde el extranjero; SUP-JRC-306/2011, que 
estudia la posibilidad del voto por internet, y SUP-JDC-1076/2021 y 
acumulados, que revisa la obligación del ine de regular las tres for-
mas previstas en la normativa electoral para ejercer el voto desde el 
extranjero.
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Acciones afirmativas en materia electoral  
para las personas migrantes en México

Obligación de establecer cuotas a favor  
de las personas migrantes y residentes en el extranjero

En diciembre de 2020, la Sala Superior del tepjf emitió una sentencia 
que modificó el acuerdo INE/CG572/2020, a fin de establecer distritos 
de candidaturas a diputaciones indígenas, y ordenó la implementación de 
medidas afirmativas para personas con discapacidad y otros grupos vul-
nerables (Sentencia SUP-RAP-121/2020 y acumulados, 2020).

En la sentencia SUP-RAP-121/2020 y acumulados se reconocen las 
características de las medidas afirmativas y se argumenta que el Estado 
mexicano tiene la obligación de establecer estas acciones para promover 
la igualdad material. Estas medidas son temporales, razonables, pro-
porcionales y objetivas, buscan compensar situaciones de desventa-
ja y revertir desigualdades históricas. Tienen como objetivo garantizar 
la igualdad en el acceso a bienes, servicios y oportunidades, así como la 
igualdad de género. Buscan remediar situaciones de injusticia, desven-
taja o discriminación; alcanzar una representación equilibrada, y esta-
blecer condiciones mínimas para que las personas puedan participar 
en igualdad de condiciones. 

El 15 de enero de 2021, el Consejo General del ine emitió el acuer-
do INE/CG18/2021, en cumplimiento de la sentencia. Este acuerdo 
originalmente se refería a la postulación de candidaturas indígenas y 
acciones afirmativas para el proceso electoral federal 2020-2021. Los 
agravios se dividieron en los siguientes temas:

1) 	 Violación de los principios de certeza y seguridad jurídica.
2) 	 Violación del principio de autodeterminación y autoorganización.
3) 	 Implementación de medidas afirmativas.
4) 	 Distorsión de la finalidad y la esencia del principio de representa-

ción proporcional y de las diputaciones plurinominales.
5) 	 Determinación inapropiada de tres distritos en la acción afirmati-

va indígena.
6) 	 Falta de exhaustividad en el estudio para establecer el número de 

candidaturas para las personas con discapacidad.
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7) 	 Medidas para las personas de la diversidad sexual y de género.
8) 	 Medidas para las personas mexicanas residentes en el extranjero.

Es relevante señalar que en el acuerdo se señala que “no existen con-
diciones para determinar una acción afirmativa para este grupo [per-
sonas migrantes]. Esta medida queda como un compromiso pendiente 
para posteriores procesos electorales” (Acuerdo INE/CG18/2021, 2021). 

A efectos de este apartado, solo se analizan los agravios relativos a 
las medidas para las personas mexicanas residentes en el extranjero.

En la sentencia, el Tribunal Electoral identificó la importancia de reco-
nocer las condiciones adecuadas para el ejercicio de los derechos político- 
-electorales de la comunidad migrante y garantizar su participación 
plena, dado que su situación responde a causas estructurales y diversas. 
Además, citó principios regionales e internacionales que respaldan la 
participación política de los migrantes en los asuntos de su estado de origen.

Por lo tanto, determinó que la comunidad migrante es un grupo en 
situación de vulnerabilidad y exigió que se implementen medidas afir-
mativas para permitir su representación legislativa en el Congreso de 
la Unión en las elecciones de 2021. Consideró que la exigencia de una 
reforma legislativa era demasiado gravosa para este grupo y no estaba 
justificada, ya que existían razones objetivas para implementar medi-
das temporales que promovieran su participación política. 

En el caso de la comunidad migrante, el ine negó la posibilidad de 
implementar una medida afirmativa, alegando incompatibilidad cons-
titucional y legal con las diputaciones federales, y sin proporcionar 
argumentos sólidos para respaldar esta afirmación. La Sala Superior ar-
gumentó que era necesario analizar esas incompatibilidades.

En relación con los requisitos de elegibilidad para diputaciones fe-
derales, los candidatos deben cumplir condiciones, como la ciudada-
nía mexicana por nacimiento, tener 21 años cumplidos o más el día de 
la elección, ser originarios de la entidad federativa en la que se realice la 
elección, no ocupar ciertos cargos y no estar condenados por violen-
cia política de género. El único requisito que podría ser un obstácu-
lo para la población migrante es la residencia efectiva en una entidad 
federativa. La Sala Superior interpretó esto como la necesidad de de-
mostrar algún vínculo con una entidad y con la comunidad migrante 
en la que residen.
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En cuanto a las reglas de campaña, no se encuentran exigencias que 
impidan a la comunidad migrante llevar a cabo campañas mediante 
candidaturas de representación proporcional. La Sala Superior argu-
mentó que la implementación de medidas afirmativas no afectaría al 
principio de certeza y que las limitaciones en la legislación electoral no 
obligaban a la presencia f ísica en las campañas. Además, no se debería 
considerar la dificultad en el ejercicio de un derecho como un impedi-
mento total para acceder a un cargo público.

En relación con la fiscalización y el financiamiento, no existen ar-
gumentos para justificar un trato diferenciado para la comunidad mi-
grante. La legislación electoral establece obligaciones similares en la 
materia para todos los candidatos y partidos políticos.

La Sala Superior concluyó que no había elementos objetivos que 
impidieran la implementación de medidas afirmativas a favor de la co-
munidad migrante. Por lo tanto, ordenó al ine implementar medidas 
afirmativas que consideren la vinculación de los candidatos con su es-
tado de origen y la comunidad migrante; el número de candidaturas y 
circunscripciones, y la ubicación de los candidatos en los primeros 10 
lugares en la lista de esto, como en otras medidas afirmativas (Senten-
cia SUP-RAP-21/2021, 2021).

En suma, con esta sentencia, la Sala Superior buscó la implemen-
tación de acciones afirmativas para las personas mexicanas migrantes 
y residentes en el extranjero. Además, se dio vista al Congreso de la 
Unión para que, en el ámbito de sus atribuciones, garantice el ejercicio 
pleno de los derechos político-electorales de las personas mexicanas 
residentes en el extranjero, incluida la posibilidad de representación le-
gislativa por medio de la figura de diputación migrante.

Finalmente, se ordenó al ine proteger la privacidad de los datos de 
las personas registradas como candidatas que participan en acciones 
afirmativas. También se le encargó llevar a cabo un estudio acerca de la 
eficacia y el funcionamiento de estas medidas, que se realizaría después 
de finalizar el proceso electoral y se pondría a disposición del Congre-
so de la Unión para futuras acciones.
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Requisitos para acceder a los cargos de elección popular

Derivado de la sentencia SUP-RAP-21/2021, en marzo de 2021, el Con-
sejo General cumplió con la orden y estableció que los partidos po-
líticos nacionales debían registrar fórmulas de personas mexicanas 
migrantes en las cinco circunscripciones, en los primeros 10 lugares, 
para las candidaturas a diputaciones federales por representación pro-
porcional. Este acuerdo se publicó en el Diario Oficial de la Federación 
en marzo de ese año (Acuerdo INE/CG572/2020, 2020; Acuerdo INE/
CG18/2021, 2021).

Posteriormente, un grupo de personas promovió juicios ciudada-
nos para impugnar el acuerdo del Consejo General. Estos juicios se 
turnaron a la ponencia del magistrado Felipe de la Mata Pizaña para 
su análisis. 

En este caso, los actores impugnaron la decisión del Consejo Gene-
ral en la que se amplió el vínculo con la comunidad migrante para in-
cluir a personas que residen en México y han trabajado en favor de esta 
comunidad. Los promoventes argumentaron que quienes viven en Mé-
xico no experimentan la misma vulnerabilidad que aquellos que resi-
den en el extranjero y que, por lo tanto, no deberían beneficiarse de esta 
medida afirmativa (Sentencia SUP-JDC-346/2021 y acumulados, 2021).

La Sala Superior determinó que los agravios presentados por los 
actores eran válidos, ya que el Consejo General desvirtuó la acción 
afirmativa al permitir que personas que viven en México también sean 
postuladas, a pesar de que la medida se estableció para beneficiar a per-
sonas migrantes y residentes en el extranjero, independientemente de si 
están registradas en el padrón electoral de residentes en el extranjero.

La Sala Superior sostuvo que la ampliación de posibilidades para 
acreditar la calidad de migrante o el vínculo con la comunidad, tal como 
lo estableció el ine, era indebida y contraria al propósito de la medida 
afirmativa. La autoridad jurisdiccional originalmente ordenó imple-
mentar una acción afirmativa a favor de la comunidad migrante, que in-
cluía condiciones específicas, como las formas de acreditar la vinculación 
con su estado de origen y la comunidad migrante, el número de candi-
daturas y circunscripciones, y la ubicación en la lista. Sin embargo, la 
autoridad administrativa amplió de manera inapropiada las condicio-
nes para acreditar la calidad de migrante o el vínculo con la comunidad, 
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lo que distorsionó la acción afirmativa dirigida a este colectivo. En ese 
sentido, la Sala argumentó que las personas que conforman esa comuni-
dad es un grupo en situación de vulnerabilidad y subrepresentación, y la 
ampliación de los supuestos para acceder a las candidaturas destinadas 
a ellos va en contra del propósito de garantizar que la acción afirmati-
va beneficie realmente a quienes se encuentra dirigida.

En otras palabras, la ampliación pone en riesgo la certeza y dificul-
ta la postulación de candidaturas, ya que no se establecieron paráme-
tros claros para determinar quién califica como migrante o cuál tipo 
de trabajo a favor de la comunidad migrante es suficiente. En resumen, 
la Sala Superior concluyó que la ampliación realizada por el ine no es 
adecuada ni razonable y va en contra del objetivo de la medida afirma-
tiva ordenada por el Tribunal.

La Sala Superior enfatizó que la residencia en el extranjero es un fac-
tor fundamental que contribuye a la subrepresentación y las desventajas 
que enfrenta la comunidad migrante. El objetivo de las medidas afir-
mativas es abordar y corregir las deficiencias estructurales que afectan 
constantemente a esta población. Estas buscan lograr la igualdad real 
y material, compensando o remediando situaciones de subrepresenta-
ción, desventaja y discriminación. Además, pretenden establecer con-
diciones mínimas para que las personas partan de un punto de partida 
igualitario y puedan ejercer sus derechos.

Asimismo, la autoridad concluyó que los espacios reservados pa-
ra las personas de la comunidad migrante no deben ampliarse a quie-
nes demuestren algún vínculo con esa comunidad, sino que deben ser 
exclusivamente para migrantes y residentes en el extranjero. Estable-
cer la residencia en otro país como condición maximiza el derecho y 
garantiza que quienes participan en la contienda electoral representen 
simbólicamente a esa comunidad, lo cual, a su vez, impacta en la repre-
sentación de sus intereses.

La autoridad enfatizó que la acción afirmativa en beneficio de las 
personas migrantes y residentes en el extranjero debe aplicarse inde-
pendientemente de si están inscritas en la sección de residentes en el 
extranjero del padrón electoral o el listado nominal. Esta calidad se pue-
de acreditar con cualquier otro elemento de convicción, lo que ofrece 
flexibilidad en la acreditación de la calidad de migrante o residente en 
el extranjero.
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Además, se recuerda que, en una sentencia previa, la Sala Superior 
ordenó al ine llevar a cabo un estudio acerca de la eficacia y el fun-
cionamiento de las acciones afirmativas implementadas en el proceso 
electoral. Este estudio proporcionará información adicional para perfec-
cionar la efectividad de la medida en futuros procesos electorales.

En cuanto a la forma de acreditar la calidad de migrante, el ine había 
establecido que se podía hacer mediante el acta de nacimiento o la cre-
dencial para votar, entre otros documentos. Sin embargo, la Sala Superior 
consideró necesario complementar esta parte del acuerdo para permitir 
que las personas migrantes y residentes en el extranjero puedan acre-
ditar su vinculación con su estado de origen y la comunidad mediante 
cualquier otro medio de convicción. Esto amplía la posibilidad de acre-
ditar su calidad de migrante o residente en el extranjero y permite una 
mayor apertura para que las personas interesadas puedan acceder a una 
candidatura reservada para este grupo en situación de vulnerabilidad. 

En suma, la Sala Superior determinó que, a partir de su resolución, se 
deben realizar modificaciones en el acuerdo impugnado, de la siguien-
te manera:

1) 	 Solo los mexicanos residentes en el extranjero podrán ser postula-
dos por los partidos políticos en los lugares destinados para cum-
plir la acción afirmativa en beneficio de los migrantes. Esto significa 
que la acción afirmativa se aplicará exclusivamente a los mexica-
nos que residen en el extranjero.

2) 	 La calidad de migrante y residente en el extranjero se podrá acredi-
tar no solo con los documentos señalados por el ine en el acuerdo 
impugnado, como el acta de nacimiento o la credencial para votar, 
sino también con cualquier otro elemento que pueda generar con-
vicción. La valoración de estos elementos adicionales estará a cargo 
de la autoridad administrativa.

Personas indígenas migrantes

En la sentencia, la Sala Superior instruyó al ine y notificó a los 32 
organismos públicos locales electorales para que, en virtud de sus 
competencias individuales, elaboren estrategias de divulgación rela-
cionadas con las medidas afirmativas en el ámbito de las poblaciones 



75

El acceso a la justicia electoral a través de las acciones afirmativas...

indígenas, tanto dentro de las comunidades indígenas como de los par-
tidos políticos.

¿Cuáles son los antecedentes? El 28 de agosto de 2021, la Sala 
Superior emitió una sentencia que requería al Consejo General del Ins-
tituto Nacional Electoral la creación de los lineamientos para verificar 
el cumplimiento de la autoadscripción calificada de las personas que se 
postulen en observancia a la acción afirmativa indígena para las candi-
daturas a cargos federales de elección popular. Estos tendrían el pro-
pósito de establecer una forma precisa de verificar la autoadscripción 
calificada para garantizar que se cuente con elementos objetivos al re-
gistrarse como candidata o candidato. 

En respuesta a esta sentencia, el ine llevó a cabo varias acciones, in-
cluida la aprobación de una consulta a personas, pueblos y comunidades 
indígenas acerca de la postulación de candidaturas federales. Se emitie-
ron acuerdos y se definieron etapas y plazos para la consulta, los cuales 
fueron confirmados por la Sala Superior en juicios anteriores. Final-
mente, los lineamientos fueron aprobados el 29 de noviembre de 2022. 

Un elemento importante de los lineamientos es que tomaron en 
cuenta a las personas indígenas migrantes, quienes han dejado sus co-
munidades de origen y no tienen acceso a las autoridades tradicionales. En 
tales casos, se permitió la emisión de la constancia de autoadscripción 
calificada si al menos 10 personas que se autoadscriben como indíge-
nas la suscriben como testigos. Esta disposición es una vía excepcional 
para garantizar que las personas indígenas migrantes no sean excluidas 
de las candidaturas por la acción afirmativa indígena.

Además, en el acuerdo del ine se señala que si no se posibilita la in-
clusión en la acción afirmativa indígena de las personas que se vieron 
obligadas a salir de sus comunidades, se les estaría castigando dos ve-
ces por ser indígenas. Así, a partir de la configuración de distritos elec-
torales conforme a las características de las personas indígenas que los 
habitan, en relación con su residencia y nexo comunitario, en el acuer-
do se observan tres tipos de distritos: 

1) 	 Los de personas que viven en su comunidad originaria y tienen vínculos 
comunitarios.

2) 	 Los de personas que viven fuera de su comunidad originaria, pero 
conservan vínculos comunitarios.
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3) 	 Los de personas que viven fuera de su comunidad originaria y no 
tienen vínculos comunitarios.

Respecto a este punto, la Sala Superior señaló que, independiente-
mente de si las personas se encuentran en movimiento dentro del país 
sin intención de establecer una nueva residencia, y dado que pertene-
cen a una comunidad indígena, sin importar su ubicación actual, se 
considera necesario aplicar una interpretación coherente de los linea-
mientos. Esto se hace con el fin de garantizar que la población indíge-
na en situación de desplazamiento forzoso interno también se beneficie 
de las consideraciones emitidas en favor de las personas indígenas mi-
grantes (Sentencia SUP-JDC-56/2023, 2023). En la sentencia se cita el 
caso SUP-JDC-366/2021 (2021), en el cual se identifica que, por los ac-
tos de violencia, las personas indígenas se tienen que trasladar del lu-
gar de residencia.

Otras sentencias 

El tepjf ha emitido diversas sentencias acerca de la omisión legislativa 
del Congreso de la Unión y los estados en cuanto a la regulación de las 
acciones afirmativas a favor de las personas residentes en el extranjero 
y migrantes. En la sentencia SUP-JE-1053/2023 y acumulados (2023), 
declaró inexistente la omisión legislativa atribuida al Congreso de la 
Unión. La sentencia SUP-JE-85/2023 y acumulados (2023) desechó las 
demandas por el cambio de situación jurídica, derivado de la declara-
ción de inconstitucionalidad por parte de la scjn. 

La sentencia SUP-JDC-330/2023 (2023) se desechó de plano porque 
el medio de impugnación quedó sin materia. El caso se presentó debi-
do a la supuesta falta de acción afirmativa por parte del ine para per-
mitir que la comunidad mexicana residente en el extranjero formara 
parte del Senado de la República.

En la sentencia SUP-JDC-559/2021 (2021) se analiza el cumplimien-
to de los requisitos para el registro de una candidatura por acción afir-
mativa para personas migrantes.
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Conclusiones previas 

En la compleja trama de normativas, decisiones judiciales y acciones 
afirmativas relacionadas con las personas migrantes en los contextos 
mexicano e internacional, se revela un esfuerzo por reconocer y abor-
dar las particularidades de este grupo en constante movimiento. Des-
de el marco normativo internacional, plasmado en tratados como la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948) y la Conven-
ción Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los 
Trabajadores Migratorios, hasta el Pacto Mundial sobre Migración, se 
busca establecer principios que salvaguarden los derechos humanos y 
la dignidad de todas las personas, independientemente de su estatus 
migratorio.

El Pacto Mundial sobre Migración, aunque no es vinculante, repre-
senta un hito, al reconocer la naturaleza transnacional de los proble-
mas migratorios y abogar por la cooperación global en su gestión. Este 
pone énfasis en la importancia de la educación pública para desmitificar 
conceptos erróneos en torno a la migración y aboga por la recopila-
ción precisa de datos para fundamentar políticas basadas en evidencia.

En el contexto mexicano, el reconocimiento constitucional de la no 
discriminación basada en el origen étnico, nacional y otros aspectos es-
tablece un marco legal que debería garantizar la igualdad de derechos 
a las personas migrantes. Sin embargo, existe una contradicción en el 
trato de los derechos políticos, ya que, mientras se prohíbe la discrimi-
nación, las personas extranjeras residentes en México no tienen reco-
nocidos sus derechos políticos.

A pesar de esta limitación, se observa un esfuerzo por ampliar la 
participación política de las personas migrantes mexicanas que residen 
en otro país. El sistema de voto en el extranjero, establecido mediante 
reformas legislativas, ha evolucionado para permitir la participación 
en las elecciones federales, incluidas las de presidencia, senadurías y 
gubernaturas.

En un intento de abordar la situación de vulnerabilidad y subrepre-
sentación de la comunidad migrante, se han implementado acciones 
afirmativas, como la obligación de establecer cuotas a favor de las per-
sonas migrantes y residentes en el extranjero. Sin embargo, estas me-
didas han sido objeto de debate y litigios, y evidenciaron los desaf íos 
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para encontrar un equilibrio entre reconocer la diversidad y garanti-
zar la representatividad.

Las sentencias del tepjf revelan una dinámica compleja en la im-
plementación de acciones afirmativas. Mientras se reconoce la im-
portancia de garantizar la representación legislativa de la comunidad 
migrante, se han cuestionado las condiciones y requisitos para acce-
der a estas medidas. La necesidad de acreditar la calidad de migrante, 
el vínculo con la comunidad migrante y la residencia en el extranjero 
han sido temas centrales en estos litigios.

Al respecto, destaca la relevancia de las decisiones judiciales que re-
conocen la situación específica de las personas indígenas migrantes y 
garantizan su inclusión en las medidas afirmativas. El reconocimiento 
de la vulnerabilidad y la aplicación de criterios flexibles para acreditar 
la calidad de migrante en este contexto son pasos significativos hacia 
una representación más inclusiva.

En conclusión, el panorama normativo y judicial refleja un intento 
constante de abordar los desaf íos únicos que enfrentan las personas 
migrantes. Sin embargo, persisten tensiones y desaf íos en la imple-
mentación efectiva de medidas que garanticen la participación plena y 
equitativa de este grupo en la vida política y democrática. La búsque-
da de un equilibrio entre la soberanía estatal y la responsabilidad com-
partida en la gestión de los flujos migratorios sigue siendo un desaf ío 
clave en este complejo escenario.

Derechos político-electorales  
de las personas con discapacidad en México

Según datos de la Organización Mundial de la Salud (2023), 1,300 mi-
llones de personas en el planeta sufren una discapacidad. De acuerdo 
con el Censo de Población y Vivienda 2020, en México hay 6,179,890 de 
personas con algún tipo de discapacidad, lo que representa 4.9 % de la 
población total del país. De ellas, 53.0 % son mujeres y 47.0 % son hom-
bres (Instituto Nacional de Estadística y Geograf ía, 2020). 

Asimismo, conforme a los resultados de la Encuesta Nacional de 
la Dinámica Demográfica (Enadid) 2022, 33.5 % de la población de 12 
años o más con discapacidad opinó que sus derechos se respetan poco; 
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30.7 % manifestó que se le negó injustificadamente alguno de sus dere-
chos en los últimos cinco años, y 88.7 % declaró que no lo informó ante 
alguna autoridad o instancia, ya que consideró que probablemente no 
le harían caso o que sería una pérdida de tiempo. Sumado a esto, 32.4 % 
manifestó que ha solicitado información acerca de algún trámite, servicio 
o programa de gobierno, la cual le fue negada sin razón alguna (Institu-
to Nacional de Estadística y Geograf ía, 2022a). Aunque estas cifras se 
enfocan en pocos aspectos, sin duda, visibilizan de manera muy gene-
ral la forma en la que las personas con discapacidad viven sus derechos 
en nuestro país. Un primer aspecto que se debe abordar para un mejor 
entendimiento de la problemática es: ¿en qué consiste la discapacidad?

Históricamente, se han propuesto diferentes aproximaciones concep-
tuales para explicar y entender la discapacidad. Estas suelen circunscribirse 
en el modelo médico, o bien en el modelo social. El primero considera 
la discapacidad como un problema de la persona causado de forma di-
recta por una enfermedad, trauma o condición de salud, que requiere 
de un tratamiento y cuidados médicos profesionales. Como consecuen-
cia, en este modelo, el tratamiento de la discapacidad está encaminado 
a conseguir la cura o una mejor adaptación de la persona y un cambio 
de su conducta (Organización Mundial de la Salud, 2001).

Por otro lado, el modelo social de la discapacidad la considera un 
problema de origen social centrado en la completa integración de las 
personas en la sociedad. Es decir, en este modelo la discapacidad no 
es un atributo de la persona, sino un complicado conjunto de condi-
ciones, muchas de las cuales son creadas por el ambiente social. Por 
lo tanto, el manejo del problema requiere la actuación social, y es res-
ponsabilidad colectiva hacer las modificaciones ambientales necesa-
rias para la participación plena de las personas con discapacidades en 
todas las áreas de la vida. El problema es más ideológico o de actitud, y 
requiere la introducción de cambios sociales. De ese modo, se consti-
tuye como una cuestión de derechos humanos (Organización Mundial 
de la Salud, 2001).



80

Inclusión política de los grupos en situación de vulnerabilidad en México

Figura 1. Interacciones entre los componentes  
de la clasificación internacional del funcionamiento 

de la discapacidad y de la salud

Fuente: Elaboración propia con base en Organización Mundial de la Salud (2001, p. 215). 

Conforme al esquema anterior, es factible visibilizar que los esta-
dos de salud tienen consecuencias en las funciones corporales, así co-
mo la esfera de actividades y participación de la persona, y que, a su 
vez, tienen repercusión directa en los estados de salud, ya que condi-
cionan una potencial aparición de nuevos trastornos o enfermeda-
des. De igual forma, tanto las funciones corporales como la esfera de 
actividades y participación de la persona están influenciadas por los 
factores contextuales, tanto ambientales como personales. Al mismo 
tiempo, los factores contextuales pueden ser determinados por las cir-
cunstancias en que acontezcan en las funciones corporales, así como la 
esfera de actividades y participación de la persona (Organización Mun-
dial de la Salud, 2001).

Marco normativo nacional e internacional de los derechos 
político-electorales de las personas con discapacidad

Como se ha señalado en esta obra, el derecho internacional de los de-
rechos humanos cuenta con distintos instrumentos internacionales que 
dictan que todas las personas tienen derecho, sin distinción alguna, a 
la misma protección de la ley. Adicionalmente, el instrumento inter-
nacional más detallado en la materia es la Convención sobre los Dere-
chos de las Personas con Discapacidad (2014). En ella se reconoce la 
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necesidad de garantizar que las personas con discapacidad ejerzan ple-
namente y sin discriminación todos sus derechos. 

Aunado a esto, la Convención ha definido un conjunto de concep-
tos relevantes para una mejor comprensión de la discapacidad y de su 
abordaje desde un enfoque basado en los derechos humanos. En el pri-
mer rubro destaca la definición de personas con discapacidad “como 
aquellas que tengan deficiencias f ísicas, mentales, intelectuales o sen-
soriales a largo plazo que, al interactuar con diversas barreras, puedan 
impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad 
de condiciones con las demás” (Convención sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad, artículo 1, 2014).

Asimismo, la Convención destaca la definición de la discriminación 
por motivos de discapacidad:

cualquier distinción, exclusión o restricción [...] que tenga el propósito 
o el efecto de obstaculizar o dejar sin efecto el reconocimiento, goce o 
ejercicio, en igualdad de condiciones, de todos los derechos humanos 
y libertades fundamentales en los ámbitos político, económico, social, 
cultural, civil o de otro tipo. (Convención sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad, artículo 2, 2014) 

Por lo que respecta al segundo rubro, relativo al abordaje de la dis-
capacidad desde un enfoque basado en los derechos humanos, destaca 
la introducción de los conceptos de ajustes razonables y diseño univer-
sal. El primero hace referencia a: 

las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas que no im-
pongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se requieran 
en un caso particular, para garantizar a las personas con discapacidad 
el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, de to-
dos los derechos humanos y libertades fundamentales. (Convención 
sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, artículo 2, 2014)

Por su parte, el diseño universal se entiende como “el diseño de pro-
ductos, entornos, programas y servicios que puedan utilizar todas las 
personas, en la mayor medida posible, sin necesidad de adaptación ni 
diseño especializado” (Convención sobre los Derechos de las Personas 
con Discapacidad, artículo 2, 2014). 
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Quizá el aspecto más relevante que introdujo la Convención en ma-
teria político-electoral fue el reconocimiento del derecho a la partici-
pación en la vida política y pública de las personas con discapacidad 
en igualdad de condiciones con las demás. En consonancia con esto, la 
Convención impone como obligación de los estados signatarios asegu-
rar que las personas con discapacidad puedan participar plena y efec-
tivamente en la vida política y pública directamente o por medio de 
representantes libremente elegidos. Para lograr este cometido, la Con-
vención desarrolló un catálogo de posibles medidas, tales como:

1) 	 Garantía de que los procedimientos, las instalaciones y los mate-
riales electorales sean adecuados, accesibles y fáciles de entender y 
utilizar.

2) 	 Protección del derecho de las personas con discapacidad a:
a) 	 Emitir su voto en secreto en las elecciones, sin intimidación.
b) 	 Presentarse efectivamente como candidatas en las elecciones.
c) 	 Ejercer cargos y desempeñar cualquier función pública en to-

dos los ámbitos de gobierno.
3) 	 La garantía de la libre expresión de la voluntad de las personas con 

discapacidad como electores y, para tal fin, cuando sea necesario y a 
petición de ellas, permitir que una persona de su elección les pres-
te asistencia para votar (Convención sobre los Derechos de las Per-
sonas con Discapacidad, artículo 29, 2014).

En este punto, es pertinente señalar que la Convención cuenta con 
el Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, el cual 
es el encargado de supervisar su cumplimiento, evaluar periódicamente 
a los estados y atender las peticiones individuales que le son enviadas. 
Entre las peticiones individuales que le han sido enviadas y que guardan 
relación con los derechos político-electorales, deben estudiarse tres ca-
sos: ZsoltBujdosóreferid y otros vs. Hungría, Gemma Beasley vs. Aus-
tralia y Michael Lockrey vs. Australia.

En el caso ZsoltBujdosóreferid y otros vs. Hungría, los autores de 
la comunicación son Zsolt Bujdosó, Jánosné Ildikó Márkus, Viktória 
Márton, Sándor Mészáros, Gergely Polk y János Szabó, todos ellos na-
cionales húngaros. Los seis tienen discapacidad intelectual y fueron 
puestos bajo tutela parcial o total, de conformidad con las decisiones 
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judiciales correspondientes. Al estar bajo tutela, los nombres de los 
autores fueron automáticamente eliminados del registro electoral, con 
arreglo al artículo 70, párrafo 5, de la Constitución de Hungría vigente 
en ese momento, que establecía que las personas en régimen de tutela 
parcial o total no tenían derecho de voto. Debido a esa limitación de su 
capacidad jurídica, los autores no pudieron participar en las elecciones 
parlamentarias celebradas en Hungría el 11 de abril de 2010 ni en las 
elecciones municipales que se llevaron a cabo el 3 de octubre de 2010. 

Al respecto, el Comité señaló que el artículo 29 de la Convención 
no prevé ninguna restricción razonable ni permite excepción alguna a 
ningún grupo de personas con discapacidad. Por lo tanto, la exclusión 
del derecho de voto sobre la base de una discapacidad psicosocial o in-
telectual percibida o real, incluida la restricción derivada de una eva-
luación individualizada, constituye una discriminación por motivos de 
discapacidad, en el sentido del artículo 2 de la Convención. 

Para reforzar este argumento, el Comité remitió a sus observacio-
nes finales acerca de Túnez, en las que recomendó al Estado parte que 
se adoptaran con urgencia medidas legislativas para que las personas con 
discapacidad, “incluidas las que están en régimen de tutela o curatela” (Ac-
ción de inconstitucionalidad 38/2014 y sus acumuladas 91/2014, 92/2014 
y 93/2014, 2014), pudieran ejercer su derecho de voto y participar en la 
vida pública en igualdad con las demás personas. También remitió a sus 
observaciones finales de España, en las que expresó la misma preocu-
pación por el hecho de que se pudiera restringir el derecho al voto de 
la población con discapacidad intelectual o psicosocial si la persona inte-
resada había sido privada de su capacidad jurídica o había sido internada 
en una institución. El Comité concluyó que el artículo XXIII, párrafo 6, 
de la Ley Fundamental de Hungría, que permite que los tribunales pri-
ven a las personas con discapacidad intelectual del derecho a votar y a 
ser elegidas, contraviene el artículo 29 de la Convención, al igual que el 
artículo 26, párrafo 2, de las disposiciones transitorias de la Constitu-
ción de Hungría (Comité sobre los Derechos de las Personas con Dis-
capacidad, 2013).

En los casos Gemma Beasley vs. Australia y Michael Lockrey vs. 
Australia, los autores son personas sordas y, para poder interactuar con 
otras personas en comunicaciones oficiales, requieren de una interpre-
tación en lengua de señas australiana (Auslan). Las dos personas fueron 
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convocadas para formar parte de un jurado popular en la jurisdicción 
penal. Ambas solicitaron la realización de ajustes razonables para poder 
desempeñar el encargo para el que habían sido convocadas, los cuales 
les fueron denegados y en consecuencia fueron dispensadas de partici-
par como jurados, con el argumento de que la legislación local permitía 
realizar la exclusión de personas con discapacidad. 

Al respecto, el Comité señaló que el desempeño de la función de ju-
rado es parte integrante del sistema judicial de Australia y, en conse-
cuencia, constituye una forma de participación en los procedimientos 
judiciales. Recordó, además, que en el artículo 29, inciso b, de la Con-
vención se exige a los estados que se comprometan a 

promover activamente un entorno en el que las personas con disca-
pacidad puedan participar plena y efectivamente en la dirección de 
los asuntos públicos, sin discriminación, en igualdad de condiciones 
con las demás, y fomentar su participación en los asuntos público. 
(Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, 
artículo 29, 2014) 

Por lo tanto, los estados deben procurar que las personas con dis-
capacidad puedan participar en el sistema judicial no solo como de-
mandantes, víctimas o demandadas, sino también en otros conceptos 
y modalidades, como la de formar parte de un jurado en igualdad de 
condiciones con las demás personas. Por consiguiente, el Comité con-
sideró que la decisión de la sheriff de no proporcionar servicios de in-
terpretación en Auslan constituye una violación del artículo 13, párrafo 
1, leído por separado y en conjunto con los artículos 3; 5, párrafo 1, y 
29, inciso b, de la Convención (Comité sobre los Derechos de las Per-
sonas con Discapacidad, 2016b).

De igual forma, el Comité señaló que los ajustes que proporcionó 
Australia a las personas con deficiencias auditivas no permitieron que 
Gemma y Michael formaran parte de un jurado en igualdad de condi-
ciones con las demás personas. También observó que, aunque el Estado 
parte alegaba que el requerimiento de intérpretes de Auslan incide en 
la complejidad, el costo y la duración de los juicios, no facilitó ningún 
dato o análisis que demostrara que ello constituiría una carga despro-
porcionada o indebida. Por otra parte, si bien debe respetarse el princi-
pio de confidencialidad de las deliberaciones del jurado, el Estado parte 
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no proporcionó argumentos que justificaran por qué no pudo hacerse 
ningún ajuste, por ejemplo, instituir un juramento especial ante un tri-
bunal, para permitir que un intérprete de Auslan desempeñe su labor 
sin interferir en la confidencialidad de las deliberaciones del jurado, lo 
cual, desde su punto de vista, constituye discriminación por motivos 
de discapacidad (Comité sobre los Derechos de las Personas con Dis-
capacidad, 2016b).

En 2016, el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas 
emitió el Informe de la relatora especial sobre los derechos de las per-
sonas con discapacidad, en el que analiza el desarrollo de su participa-
ción en la vida política y pública. En el informe, reitera que las personas 
con discapacidad deben gozar del derecho a votar y a ser elegidas en 
igualdad de condiciones con el resto de las personas y que no debería 
restringirse en la legislación o la práctica el disfrute de los derechos po-
líticos por motivos de discapacidad. Por ende, dispone como obligación 
de los estados garantizar el derecho de las personas con discapacidad 
a votar y a ser elegidas, al asegurarse que los procesos, las instalacio-
nes y los materiales electorales sean adecuados, accesibles y fáciles de 
entender y utilizar. Lo anterior, aunado a facilitar el uso de nuevas tec-
nologías o tecnologías de apoyo para las personas con discapacidad en 
estos fines (Consejo de Derechos Humanos, 2016).

Como resultado, entre las recomendaciones formuladas por la rela-
tora especial se encuentran las siguientes: 

1) 	 Garantizar la accesibilidad de la totalidad de las instalaciones, 
los procedimientos y la información que guarde relación con la 
adopción de decisiones y la celebración de consultas en el ámbito 
público.

2) 	 Proporcionar ajustes razonables a las personas con discapacidad en 
todos los procedimientos relacionados con la adopción de decisio-
nes y la celebración de consultas en el ámbito público.

3) 	 Adoptar estrategias para garantizar la participación de las personas 
con discapacidad en la adopción de decisiones y prestar asistencia 
apropiada en función de la discapacidad y la edad, a fin de que pue-
dan participar en esos procesos.

4) 	 Alentar y apoyar la participación de las personas con discapaci-
dad que pertenecen a grupos desfavorecidos, en particular las que 



86

Inclusión política de los grupos en situación de vulnerabilidad en México

experimentan discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, 
religión, opinión política o de otro tipo, origen nacional, pertenencia 
étnica, adscripción indígena, origen social, patrimonio, nacimien-
to, edad o cualquier otra condición (Consejo de Derechos Huma-
nos, 2016).

Aunado a lo anterior, en las Observaciones finales sobre los informes 
periódicos segundo y tercero combinados de México, realizadas por el 
Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (2022), es-
te señala estar preocupado por la denegación del derecho al voto de las 
personas con discapacidad intelectual y psicosocial y el hecho de que los 
procedimientos, las instalaciones y los materiales electorales no sean 
accesibles. Como consecuencia, recomienda que México modifique su 
legislación para garantizar el derecho al voto a todas las personas con 
discapacidad y que vele por que los procedimientos, las instalaciones 
y los materiales de las zonas urbanas sean accesibles (Comité sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad, 2022).

En el ámbito regional, de manera análoga a la Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad, la Convención Interameri-
cana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra 
las Personas con Discapacidad impone la obligación a los estados sig-
natarios de adoptar las medidas de carácter legislativo, social, educati-
vo o de cualquier otra índole necesarias para eliminar progresivamente 
la discriminación y promover la integración por parte de las autorida-
des gubernamentales o las entidades privadas en las actividades políti-
cas de las personas con discapacidad (Convención sobre los Derechos 
de las Personas con Discapacidad, artículo 3, 2014).

Sumado a esto, debe destacarse la sentencia de la Corte idh en el 
caso Furlan y familiares vs. Argentina (2012). En ella, la Corte esta-
blece que

toda persona que se encuentre en una situación de vulnerabilidad es ti-
tular de una protección especial, en razón de los deberes especiales cuyo 
cumplimiento por parte del Estado es necesario para satisfacer las 
obligaciones generales de respeto y garantía de los derechos humanos. 
(Caso Furlan y familiares vs. Argentina, 2012) 

Además, especifica que 
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es imperativa la adopción de medidas positivas, determinables en 
función de las particulares necesidades de protección del sujeto de 
derecho, ya sea por su condición personal o por la situación especí-
fica en que se encuentre, como la discapacidad [Como consecuen-
cia,] es obligación de los Estados propender por la inclusión de las 
personas con discapacidad por medio de la igualdad de condiciones, 
oportunidades y participación en todas las esferas de la sociedad 
[Por ende,] es necesario que los Estados promuevan prácticas de 
inclusión social y adopten medidas de diferenciación positiva para 
remover dichas barreras. (Caso Furlan y familiares vs. Argentina, 
2012, párr. 134)

En el ámbito nacional, cabe apuntar lo dispuesto por la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley General para la 
Inclusión de las Personas con Discapacidad y la Ley General de Insti-
tuciones y Procedimientos Electorales. Por lo que respecta a la prime-
ra, cabe destacar que, de conformidad con lo dispuesto en su artículo 
1, se establece una cláusula que concede un carácter constitucional a 
las normas de derechos humanos insertas en tratados internacionales. 
Esto conlleva que las disposiciones de los instrumentos internacionales 
de derechos humanos, como la Convención sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad, suscrita por el Estado mexicano en 2007, 
y la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las For-
mas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, suscrita 
por el país en 2001, tengan rango constitucional. Asimismo, cabe enfati-
zar la prohibición expresa de la discriminación motivada por discapa-
cidad, establecida también en el artículo 1 constitucional. 

Por otro lado, respecto a la Ley General para la Inclusión de las Per-
sonas con Discapacidad, es pertinente señalar que el concepto medidas 
contra la discriminación hace referencia a aquellas que tienen como “fi-
nalidad prevenir o corregir que una persona con discapacidad sea tra-
tada de una manera directa o indirecta menos favorable que otra que 
no lo sea, en una situación comparable” (Ley General para la Inclusión 
de las Personas con Discapacidad), mientras que el de acciones afirma-
tivas positivas se refiere a “apoyos de carácter específico destinados a 
prevenir o compensar las desventajas o dificultades que tienen las per-
sonas con discapacidad en la incorporación y participación plena en 
los ámbitos de la vida política, económica, social y cultural” (Ley Ge-
neral para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, artículo 4). 
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Asimismo, debe subrayarse la reafirmación del derecho a la libertad de 
expresión de las personas con discapacidad y el establecimiento de me-
didas para facilitar, de manera oportuna y sin costo adicional, la infor-
mación dirigida al público en general, en formatos accesibles, de lectura 
fácil y con las tecnologías adecuadas a los diferentes tipos de discapaci-
dad, así como promover la utilización de la lengua de señas mexicana y 
el sistema braille (Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad, artículo 32, 2014).

Por último, la Ley General de Instituciones y Procedimientos Elec-
torales dispone que los derechos político-electorales deberán ejercer-
se libres de violencia política y sin discriminación por condiciones de 
salud o discapacidad (Convención sobre los Derechos de las Personas 
con Discapacidad, artículo 7, 2014). Sin embargo, llama la atención que 
en este mismo ordenamiento se dispone que en ningún caso se permi-
tirá el acceso a las casillas a las personas que se encuentren privadas de 
sus facultades mentales (Convención sobre los Derechos de las Perso-
nas con Discapacidad, artículo 280, 2014), lo cual, sin duda, es contra-
rio a una adecuada interpretación armónica y sistemática tanto de la 
normativa internacional como de la nacional en materia de derechos 
humanos hasta aquí expuesta.

En cuanto a los pronunciamientos jurisdiccionales relevantes en ma-
teria de discapacidad, destaca la tesis 1a. VIII/2013 (10a.), de rubro 
DISCAPACIDAD. VALORES INSTRUMENTALES Y FINALES QUE 
DEBEN SER APLICADOS EN ESTA MATERIA, en la que la scjn se-
ñala que el análisis jurídico de las disposiciones en materia de disca-
pacidad debe guiarse mediante valores instrumentales y finales. Los 
primeros pueden ser clasificados como medidas de naturaleza negativa, 
relativas a disposiciones que vedan la posibilidad de discriminar a una 
persona con discapacidad por la sola presencia de una diversidad funcio-
nal, y como medidas de naturaleza positiva, consistentes en elementos di-
ferenciadores que buscan la nivelación contextual de las personas que 
poseen alguna diversidad funcional con el resto de la sociedad, también 
conocidas como ajustes razonables. Por otro lado, los valores finales son 
el de la no discriminación, entendida esta como la plena inclusión de 
las personas con discapacidad en el entorno social, y el de la igualdad, 
que consiste en que las personas con discapacidad puedan contar con 
todas las posibilidades fácticas para desarrollar todas sus capacidades a 
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fin de alcanzar un estado de bienestar f ísico, emocional y material (Te-
sis 1a. VIII/2013 [10a.], 2013).

En síntesis, conforme a lo establecido en los distintos sistemas o es-
feras de protección de los derechos humanos en los ámbitos nacional, 
regional e internacional, deberá al menos garantizarse a las personas 
con discapacidad la posibilidad de gozar de todos sus derechos político- 
-electorales en igualdad de condiciones respecto a las demás personas. 
Esto implica, entre otros aspectos, garantizar que los procedimientos, las 
instalaciones y los materiales electorales sean adecuados y accesibles 
para que las personas con discapacidad puedan emitir su voto en se-
creto; generar las condiciones necesarias para que las personas con dis-
capacidad tengan la posibilidad real de presentarse como candidatas 
en los comicios, ejercer cargos y desempeñar cualquier función pú-
blica en todos los órdenes de gobierno, y, en general, promover un en-
torno en el que las personas con discapacidad puedan participar plena 
y efectivamente en la dirección de los asuntos públicos, sin discrimi-
nación y en igualdad de condiciones.

Derechos políticos de las personas  
con discapacidad en el contexto mexicano

En relación con los derechos político-electorales de las personas con dis-
capacidad, debe destacarse que, conforme a la información disponible en 
el repositorio documental del Instituto Nacional Electoral, la primera 
ocasión en la que la autoridad administrativa electoral —Instituto Fede-
ral Electoral, después ine— aprobó el uso de medidas que hicieran efec-
tivo el respeto y la garantía de los derechos político-electorales de las 
personas con discapacidad fue en el proceso electoral federal de 2003. 
Esta medida empleó un modelo de mascarilla en lenguaje braille para 
la boleta electoral y tuvo como finalidad que las personas con discapa-
cidad visual pudieran marcar su boleta por sí mismas, si así lo deseaban 
(Acuerdo CG204/2002, 2002).

Poco tiempo después, la autoridad administrativa electoral aprobó 
diversas medidas relacionadas con la ubicación y las características de 
las casillas electorales, a fin de hacerlas más accesibles para las personas 
con discapacidad. Para tal efecto, se detallaron aspectos como su ubi-
cación preferente en un lugar abierto, de un solo nivel, sin escalones y 
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en un terreno plano y poco accidentado, de acceso amplio, con ausen-
cia de obstáculos para el acceso a la Mesa Directiva y a la mampara, y 
en caso de incumplimiento de estas características, la adopción de me-
didas alternas para su debida atención. También se detallaron aspectos 
relacionados con la preferencia en la fila para votar de las personas con 
discapacidad, el otorgamiento de las facilidades necesarias para que las 
personas con discapacidad visual acompañadas de un perro guía pu-
dieran transitar libremente dentro de las casillas, el establecimiento de 
un procedimiento específico y detallado para la utilización de las mas-
carillas en lenguaje braille y la integración de un registro de las perso-
nas con discapacidad motriz y visual que acudieran a votar (Acuerdo 
CG28/2003, 2003).

Prácticamente 15 años después, el tema es retomado en la Guía pa-
ra la acción pública. Elecciones sin discriminación. Participar y votar en 
igualdad, elaborada de manera conjunta por el Instituto Nacional Electoral 
y el Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación (Conapred) (2017). 
En ella se argumenta la inclusión del principio de no discriminación en 
materia electoral. Además, se identifican algunas de las prácticas dis-
criminatorias que conlleva la vulneración de este principio, tales como 
la falta de facilidades para que las personas con discapacidad puedan 
inscribirse en el registro federal de electores y obtener su credencial 
para votar —ya sea porque no tienen acta de nacimiento o por alguna 
otra razón—; la inaccesibilidad de las casillas y de la documentación; la 
información que se difunde del proceso electoral, en general, y aque-
lla relacionada con las propuestas de los partidos políticos y las candi-
daturas, en particular, e incluso la denegación directa del acceso a las 
casillas y del derecho al voto a las personas con discapacidad intelec-
tual. Posteriormente, con el objetivo de eliminar las prácticas y los po-
sibles procesos discriminatorios, propone el diseño e implementación 
progresiva de medidas para la igualdad, a las que categoriza en medi-
das de nivelación, medidas de inclusión y acciones (Instituto Nacional 
Electoral y Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación, 2017).

La guía entiende las medidas de nivelación como aquellas que bus-
can hacer efectivo el acceso de todas las personas a la igualdad real 
de oportunidades, eliminando las barreras f ísicas, comunicacionales, 
normativas o de otro tipo que obstaculizan el ejercicio de derechos 
y libertades. Menciona algunos ejemplos de medidas de nivelación 
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implementadas por el ine en favor de las personas con discapacidad: 
el uso de una mampara especial para las personas que usan sillas de 
ruedas; el uso de una plantilla en sistema braille de las boletas electo-
rales para las personas con discapacidad visual; el uso de un portaur-
nas para las personas con discapacidad motriz, y la adopción de ajustes 
razonables de carácter procedimental para brindar apoyos técnicos, 
materiales o humanos a las personas con discapacidad, a fin de que 
puedan desempeñarse en las funciones electorales. No obstante lo an-
terior, cabe resaltar que en esta guía no se menciona ninguna medida 
de inclusión específica en favor de dicha población; apenas se plan-
tea valorar la posibilidad de aplicar acciones afirmativas para garanti-
zar el acceso a la representación política de estas personas (Instituto 
Nacional Electoral y Consejo Nacional para Prevenir la Discrimina-
ción, 2017).

En 2017 se publicó el Protocolo para la Inclusión de las Personas 
con Discapacidad como Funcionarios y Funcionarias de Mesas Direc-
tivas de Casilla. La primera vez que se implementó este fue en el pro-
ceso electoral local 2016-2017. En él, se establecen medidas para lograr 
la igualdad en la integración de las mesas directivas de casilla por me-
dio del señalamiento de pautas generales acerca del trato igualitario, el 
uso del lenguaje, la adecuación de la capacitación y los materiales di-
dácticos, los posibles ajustes razonables necesarios, así como criterios 
para la selección de lugares accesibles para la ubicación de las casillas 
(Instituto Nacional Electoral, 2018b).

Un año después, además de la implementación del Protocolo, se rea-
lizaron dos simulacros de la jornada electoral para el ejercicio del voto 
de las personas con discapacidad motriz, intelectual, visual, psicoso-
cial, auditiva y de lenguaje. Estos tuvieron como finalidad dar a conocer 
las medidas que se implementarían el 1 de julio de 2018 para garanti-
zar la inclusión de las personas con discapacidad en los comicios. Sus 
objetivos esenciales eran que las personas con discapacidad conocie-
ran el proceso mediante el cual podrían votar el domingo 1 de julio de 
2018 en la casilla electoral, que aprendieran la forma en que deberían 
marcar su preferencia en las boletas, que comprendieran la importan-
cia de su participación en los procesos electorales y que conocieran los 
delitos electorales de los que podrían ser víctimas potenciales (Institu-
to Nacional Electoral, 2018b). 
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De igual forma, en este año se implementaron materiales electora-
les incluyentes, tales como la plantilla y el instructivo del uso con siste-
ma braille, para que las personas con discapacidad visual que conozcan 
esta escritura pudieran votar por sí mismas; el uso de una mampara es-
pecial, diseñada para colocarse sobre una silla de ruedas o una mesa, a 
fin de facilitar la emisión del voto a las personas con dificultad motriz, 
y la etiqueta con sistema braille en cada urna, para facilitar a las perso-
nas con debilidad visual el depósito correcto de sus boletas.

Asimismo, entre los aspectos relevantes del Informe sobre la im-
plementación de medidas incluyentes para personas con discapacidad 
en el proceso electoral federal 2017-2018 (Instituto Nacional Electoral, 
2018a) están las observaciones realizadas por las personas con disca-
pacidad. Una de ellas es la relativa a que las mamparas especiales no 
garantizan la secrecía del voto, pues no cuentan con una cortina, co-
mo en los canceles en los que vota el resto de la ciudadanía. Otra des-
tacada es su interés por conocer las propuestas de los partidos políticos 
y sus respectivas candidatas y candidatos mediante herramientas que 
les permitan su acceso, como el uso de la lengua de señas mexicana, 
el sistema braille y el lenguaje sencillo, entre otras (Instituto Nacional 
Electoral, 2018b).

En ese sentido, es relevante destacar los resultados del Informe so-
bre la implementación del Protocolo para la Inclusión de las Personas 
con Discapacidad como Funcionarios y Funcionarias de Mesas Direc-
tivas de Casilla durante el proceso electoral 2017-2018. Su importan-
cia radica en la detección de buenas prácticas en medidas tomadas por 
las juntas distritales ejecutivas en el proceso electoral 2017-2018 y que 
no estaban contempladas en el Protocolo, con el objetivo de adoptar-
las en procesos electorales venideros. Entre las acciones implementadas 
de forma proactiva durante los procesos de capacitación se encuen-
tran el seguimiento oportuno a la participación de las personas con 
discapacidad —mediante la realización de llamadas para verificar su 
asistencia, así como la verificación de las condiciones de los centros de 
capacitación electoral, de las herramientas de apoyo y del fácil acceso a 
las rampas—, el traslado a los centros de capacitación electoral, el uso 
de material que facilite la accesibilidad de la capacitación —plantilla 
braille, lupa y mampara especial—, el acompañamiento y la imparti-
ción de capacitación a la persona de confianza designada por la persona 
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con discapacidad, y la sensibilización de las funcionarias y funciona-
rios de las casillas en las que opera el funcionariado con discapacidad 
(Instituto Nacional Electoral, 2018b). 

Por lo que respecta a las medidas proactivas tomadas durante el de-
sarrollo de la jornada en el proceso electoral 2017-2018, destacan el 
apoyo a las personas con discapacidad por parte de los integrantes de 
la Mesa Directiva de Casilla, la sensibilización acerca de la discapacidad 
al funcionariado de esta y a los representantes de los partidos políticos, 
el ofrecimiento de sillas de ruedas y rampas, la aprobación oportuna y 
expedita del acompañamiento de las personas con discapacidad que lo 
requieran, el seguimiento oportuno de las casillas en las que haya fun-
cionariado con discapacidad y el apoyo en todo momento para el tras-
lado de dicho funcionariado.

Cuatro años después, se publicó el Protocolo para Garantizar el De-
recho al Voto y el Derecho a la Participación Ciudadana de las Personas 
con Discapacidad (2022), en el que se establecen acciones para garanti-
zar el derecho al voto y a la participación ciudadana de las personas con 
discapacidad; pautas para atender a las personas con discapacidad f ísi-
ca, auditiva, visual, intelectual y psicosocial, así como recomendaciones 
generales relacionadas con la instalación de casillas, la capacitación y la 
sensibilización de todos los involucrados en el proceso comicial (Protoco-
lo para Garantizar el Derecho al Voto y el Derecho a la Participación Ciu-
dadana de las Personas con Discapacidad, 2022). Al respecto, es preciso 
señalar que, conforme al Informe sobre los avances en el desarrollo del 
protocolo para la adopción de medidas tendientes a garantizar el dere-
cho al voto de las personas con discapacidad, el mérito de ese protocolo 
es que responde a un ejercicio histórico, que contempla un mecanismo de 
cocreación con instituciones públicas y organizaciones de la sociedad civil 
especializadas, por medio de mesas de trabajo, con el objetivo de identifi-
car los obstáculos que enfrentan las personas con discapacidad para ejer-
cer su derecho al voto (Acuerdo INE/CG18/2021, 2021).

Los pronunciamientos jurisdiccionales en materia político-electoral 
se pueden categorizar en dos tipos: uno que, de forma general, hace 
referencia a los derechos político-electorales de las personas con dis-
capacidad, y otro específico, relativo al establecimiento de parámetros 
determinados para la implementación de medidas o acciones afirmati-
vas en favor de las personas con discapacidad.
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La Sala Superior del tepjf ha emitido distintas resoluciones que tienen 
por objeto el respeto y la garantía de los derechos político-electorales de 
las personas con discapacidad. Sus principales aportes se centran en dos 
rubros: el primero, relacionado con hacer accesible la justicia electoral, y 
el segundo, relativo al reconocimiento de obligaciones específicas de los 
organismos públicos locales en materia de accesibilidad.

En el primer rubro, debe destacarse la obligación de las autorida-
des electorales de asegurar el acceso efectivo a la justicia de las perso-
nas con discapacidad, desde una perspectiva que observe el llamado 
modelo social de discapacidad, a partir de la adopción de medidas es-
peciales que, respetando la diversidad funcional, atiendan sus necesi-
dades, a efectos de dotarles, en la mayor medida posible, de elementos 
y condiciones de accesibilidad que garanticen su autonomía (Senten-
cia SUP-AG-92/2017, 2017; Sentencia SUP-AG-40/2018, 2018; Sentencia 
SUP-JDC-1458/2021, 2021). Para ello, la Sala Superior señaló que los 
organismos jurisdiccionales deben tomar en consideración la diversi-
dad funcional de la persona promovente al momento de determinar 
la adopción de las medidas para facilitar la accesibilidad de sus reso-
luciones. Como consecuencia, ha establecido como una obligación de 
los órganos jurisdiccionales la emisión de sus sentencias en un forma-
to de lectura fácil, con la finalidad de que sean entendibles para cual-
quier persona, con independencia del grado de discapacidad que esta 
tenga (Sentencia SUP-JDC-1458/2021, 2021).

Respecto al segundo rubro, debe destacarse el reconocimiento de 
la obligación de los ople de garantizar que las convocatorias que pu-
bliquen puedan llegar al conocimiento de todas las personas, incluidas 
aquellas que tienen alguna discapacidad. Esto, mediante su difusión en 
formatos accesibles, como audio, sistema braille, lectura fácil y cualquier 
otro medio que resulte necesario (Sentencia SUP-JDC-216/2023, 2023). 
De igual forma, debe señalarse el reconocimiento de la obligación de los 
organismos públicos locales de implementar medidas diferenciadoras 
que busquen la nivelación contextual de las personas con discapacidad, 
en atención al tipo de diversidad funcional que posean, en los proce-
sos de designación de autoridades administrativas electorales (Sentencia  
SUP-JDC-174/2020, 2020).
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Acciones afirmativas en materia electoral  
para las personas con discapacidad en México

Distintas sentencias de la Sala Superior del tepjf que guardan relación 
con las acciones afirmativas en favor de las personas con discapacidad 
han permitido delinear algunos aspectos generales acerca de su imple-
mentación. Como primer punto a destacar, se encuentra el reconocimiento 
por parte de la Sala Superior de las acciones afirmativas como elemen-
tos esenciales en la búsqueda de la igualdad de oportunidades. Aunado 
a esto, debe enfatizarse la conceptualización realizada por la Sala Su-
perior como medidas temporales que intervienen justificadamente en 
las dinámicas y estructuras de la sociedad con el fin de prevenir y, en 
su caso, corregir tratos discriminatorios hacia ciertos grupos sociales 
(Sentencia SUP-JDC-1274/2021, 2021). 

En cuanto a la implementación de las acciones afirmativas, la Sala 
Superior ha señalado que estas pueden efectuarse válidamente una vez 
iniciado el proceso electoral, puesto que no afectan la certeza electo-
ral, ya que no son una modificación legal fundamental prohibida por el 
artículo 105, fracción II, de la cpeum, sino una instrumentación acce-
soria y temporal que materializa una obligación constitucional de los 
partidos políticos para hacer realidad la igualdad sustantiva (Senten-
cia SUP-REC-187/2021 y acumulados, 2021). Asimismo, la Sala Supe-
rior analizó la forma de computar las acciones afirmativas si quienes 
integran una fórmula de cuota forman parte de más de un grupo en 
situación de exclusión, subrepresentación o vulnerabilidad. Al res-
pecto, consideró que, aunque en la formulación de las disposiciones 
normativas que incorporan las medidas afirmativas de carácter tem-
poral no se establezcan explícitamente criterios interpretativos espe-
cíficos, al ser medidas preferenciales, deben interpretarse y aplicarse 
procurando su mayor beneficio (Sentencia SUP-RAP-47/2021, 2021). 

De igual forma, la Sala Superior ha señalado que la implementación 
de las acciones afirmativas en favor de las personas con discapacidad 
no debe conducir a la afectación de otros derechos, como la privaci-
dad, la intimidad y el libre desarrollo de la personalidad. Por tanto, 
por lo que se refiere a las solicitudes de registro de candidaturas, las 
personas interesadas tienen la posibilidad de solicitar la protección de 
sus datos respecto de la acción afirmativa por la que participan. Esto, 
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derivado de la consecuente obligación de la autoridad de abstenerse de 
publicar tales datos, al ser confidenciales y sensibles, pues se refieren 
a su estado de salud y el grado de discapacidad que posee (Sentencia 
SUP-JDC-599/2021, 2021). 

En consonancia con todo lo anterior, la Sala Superior ha señala-
do que de las disposiciones constitucionales y convencionales se des-
prenden diversas razones que sustentan la obligación del Congreso de 
la Unión de generar las medidas necesarias para garantizar los dere-
chos político-electorales de las personas con discapacidad, a fin de eli-
minar las barreras sociales y realizar ajustes razonables al entorno para 
que puedan ejercer esos derechos en igualdad de condiciones con los 
demás, conforme al modelo social de discapacidad (Sentencia SUP- 
-JDC-92/2022, 2022).

Además de las sentencias brevemente reseñadas, la Sala Superior ha 
emitido algunos pronunciamientos en torno a acciones afirmativas en 
favor de las personas con discapacidad, cuyo estudio amerita un mayor 
detenimiento, ya que argumentan la obligación de otorgar una protec-
ción reforzada a las personas con discapacidad mediante la aplicación 
de la paridad flexible en la determinación de medidas afirmativas; res-
pecto al reconocimiento de la obligación estatal de generar acciones 
afirmativas que propicien la participación político-electoral de las per-
sonas con discapacidad al inicio de cada proceso electoral, y en relación 
con la obligación de la autoridad administrativa comicial de fijar los li-
neamientos para el desarrollo de medidas afirmativas que permitan la 
participación política de las personas con discapacidad. En las siguien-
tes líneas esbozamos un breve análisis de cada una de ellas.

Obligación de otorgar una protección reforzada a las personas  
con discapacidad mediante la aplicación de la paridad flexible

Pedro Martínez Flores, una persona con discapacidad, interpuso un jdc 
ante el Tribunal de Justicia Electoral del Estado de Zacatecas (Trijez) 
para impugnar la asignación de diputaciones de representación pro-
porcional realizada por el Consejo General del Instituto Electoral del 
Estado de Zacatecas (ieez), que privilegió, por respeto al principio de 
paridad y género, a una fórmula encabezada por mujeres del Partido 
Acción Nacional (pan). Como consecuencia lógica, el Consejo General 
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del ieez determinó no asignar la diputación correspondiente a la fórmu-
la registrada por el pan en el primer lugar de la lista por ser de género 
masculino, la cual estaba integrada por Pedro Martínez Flores como 
propietario y Guillermo Suárez del Real como suplente. El Trijez resol-
vió modificar la asignación de diputaciones para revocar la otorgada 
por el método del resto mayor al Partido de la Revolución Democráti-
ca para proporcionarla al partido Morena.

La resolución del Trijez fue recurrida ante la Sala Regional Monterrey, 
en el expediente SM-JDC-707/2018. En su sentencia, la Sala Regional re-
vocó la resolución del tribunal electoral local y determinó, en plenitud 
de jurisdicción, integrar el Congreso de manera paritaria. Inicialmente 
consideró respetar el orden de la lista de cada partido político; sin em-
bargo, al no lograr una integración paritaria, determinó que la sustitu-
ción debía recaer en los candidatos asignados cuyo partido tuviese el 
menor porcentaje de votación válida emitida, y cuando la sustitución 
recayera en un partido que hubiese recibido dos curules, se afectaría 
al ubicado en último lugar de su lista de prelación, por lo que decidió 
asignar las dos diputaciones del pan a las fórmulas encabezadas por 
mujeres y no a la fórmula ubicada en el primer lugar de la lista de di-
cho partido, encabezada por Pedro Martínez Flores.

Ante la resolución de la Sala Regional Monterrey, Pedro Martínez 
Flores, candidato a diputado local por el principio de representación 
proporcional, presentó un recurso de reconsideración, alegando que se 
le había vulnerado su derecho de igualdad sustantiva y de voto pasivo, en 
virtud de que se omitió realizar una acción afirmativa a su favor por su 
condición de discapacidad, y se omitió dictar las medidas necesarias pa-
ra revertir su situación de desventaja, por su discapacidad.

La sentencia de la Sala Superior consideró que no fue acertada la re-
solución de la Sala Regional, porque lo hizo respetando solo los pará-
metros de representatividad de género, cuando debió haber realizado 
una ponderación, ya que la paridad no implica una lesión despropor-
cionada de otros derechos comprometidos, como lo es el derecho a ser 
electas de las personas con discapacidad. Además, la Sala Superior con-
sideró que, en este caso en particular, existía una colisión de derechos 
entre la paridad de género y la protección reforzada del voto pasivo de 
las personas con discapacidad. En ese sentido, la Sala Superior precisó 
que, ante este tipo de circunstancias, la paridad puede ceder el lugar a 
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un grupo que históricamente ha estado en desventaja, como lo son las 
personas con discapacidad, lo que se puede sustentar en lo que llamó 
una paridad flexible, en virtud de la cual se le concedió a la fórmula en-
cabezada por Pedro Martínez Flores una diputación por el principio de 
representación proporcional, con base en la maximización de sus de-
rechos como persona con discapacidad. 

La relevancia de la resolución de la Sala Superior radica en la pro-
tección convencional reforzada que se realizó en favor de los derechos 
humanos de un candidato a diputado local por ser parte de un grupo 
vulnerable, como lo son las personas con discapacidad. Además, es-
te criterio destaca porque, en él, la Sala Superior acuña el término pa-
ridad flexible, que es el que permite que alguno de los sexos supere al 
otro cuando se trate de la representatividad de otro sector de la pobla-
ción en desventaja, en cumplimiento de la normatividad nacional, re-
gional e internacional de derechos humanos.

Además, cabe destacar que, en consonancia con la línea argumen-
tativa desarrollada por la Sala Superior en la resolución que es objeto 
de estudio, posteriormente se emitió la sentencia SUP-JDC-282/2021. 
En ella, la Sala Superior resolvió que, cuando el ejercicio de una medida 
afirmativa por condición de desventaja corresponda a un hombre, ad-
mitirá una interpretación flexible, que permita la postulación de mu-
jeres que cumplan con la condición de desventaja establecida para la 
medida. Esto es así ya que, en caso de que una persona encuadre en al-
guno de los supuestos de las categorías sospechosas establecidas en la 
Constitución, de ninguna manera puede tener aparejada la adquisición 
de un derecho exclusivo y personal, oponible a los principios, bases y 
reglas constitucionales para el acceso al ejercicio de una función públi-
ca específica, ni tampoco un derecho de preferencia sobre otras perso-
nas que se encuentren en una condición similar y otras históricamente 
discriminadas o en desventaja. Este criterio fue reiterado en la senten-
cia SUP-JDC-285/2021.
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Reconocimiento de la obligación estatal de generar acciones  
afirmativas que propicien la participación político-electoral  

de las personas con discapacidad al inicio de cada proceso comicial

El ciudadano José Alfredo Chavarría Rivera controvirtió ante el Tri-
bunal Electoral del Estado de Hidalgo (teeh) una omisión legislativa 
del Congreso de la entidad, por no establecer en su legislación accio-
nes afirmativas que garantizaran que las personas con discapacidad 
pudieran ser postuladas o designadas a un cargo público, de modo 
que no respetó su derecho a la representación política en igualdad de 
condiciones. El teeh declaró inexistente la omisión legislativa im-
pugnada, por lo que, para su defensa, el actor interpuso un jdc an-
te la Sala Superior.

Para resolver la cuestión planteada, la Sala Superior diseñó una me-
todología de estudio en la que utilizó el principio de interpretación 
conforme, con la cual llevó a cabo una armonización de los derechos 
humanos con el bloque de constitucionalidad y de convencionalidad, 
atendiendo al principio propersona. Lo anterior, en cumplimiento a lo 
establecido por el artículo 1 de la cpeum y en sintonía con los tratados 
internacionales de derechos humanos de los que el Estado mexicano 
forma parte (Sentencia SUP-JDC-1282/2019, 2019).

Al respecto, la Sala Superior señaló que las omisiones legislativas 
pueden afectar los derechos humanos, así como los principios consti-
tucionales de las elecciones, y que en el caso concreto se había actua-
lizado la omisión legislativa por parte del Congreso de Hidalgo. Como 
consecuencia, resolvió que la sentencia emitida por el teeh fue inco-
rrecta y era procedente revocarla, en virtud de que, con la Ley Integral 
para las Personas con Discapacidad del Estado de Hidalgo, el Congreso 
no cumplía con la obligación del Estado mexicano de garantizar el dere-
cho al voto igualitario de las personas con discapacidad, por no regular 
de manera adecuada el derecho a ser electo e incluso condicionarlo al 
cumplimiento de requisitos establecidos en la ley de la materia, lo que 
la Sala considera una discriminación indirecta, pues esos requisitos po-
drían ser no cumplidos por una condición de incapacidad. Además, la 
citada ley no estipuló la implementación de acciones afirmativas para 
acabar con la desigualdad que enfrentan las personas con discapacidad 
para el ejercicio de sus derechos político-electorales.
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Asimismo, la Sala Superior concluyó que las acciones afirmativas se 
deben realizar antes del inicio de cada proceso electoral para asegurar 
su pleno conocimiento por parte de los actores políticos, por lo que or-
denó que el Congreso de Hidalgo llevara a cabo las actuaciones nece-
sarias para contemplar en la ley las acciones afirmativas que garanticen 
la postulación de las personas con discapacidad a cargos de elección 
popular. Además, vinculó al Instituto Estatal Electoral de Hidalgo para 
que, en caso de que el Congreso de Hidalgo no llegase a cumplir opor-
tunamente, fuera este quien diseñara los lineamientos que garantizaran 
que las personas con discapacidad pudieran ser electas para el desem-
peño de cargos públicos.

Obligación de la autoridad administrativa electoral de fijar  
lineamientos para el desarrollo de medidas afirmativas  

que permitan la participación política de las personas  
con discapacidad en el proceso electoral 2020-2021

El ciudadano José Alfredo Chavarría Rivera, por medio del juicio 
SUP-JDC-10176/2020, impugnó el acuerdo INE/CG572/2020. En la 
denuncia hizo valer la violación al principio de igualdad por parte del 
ine y los 32 ople, por su omisión y negativa para establecer acciones 
afirmativas que garanticen la participación y representación política de 
las personas con discapacidad en todos los cargos de elección popular 
que se renovarían en los comicios que tendrían lugar en 2021. Esto, en 
atención a que se debe garantizar a las personas con discapacidad el 
derecho de representación y participación política en igualdad de cir-
cunstancias que las del resto de la ciudadanía.

La Sala Superior acumuló el expediente SUP-JDC-10176/2020 al 
SUP-RAP-121/2020. En su sentencia, declaró fundado el agravio del 
ciudadano y argumentó que el ine está facultado por la normativa na-
cional e internacional para establecer acciones afirmativas. Como con-
secuencia, consideró que el Consejo General de dicho instituto omitió 
la emisión de una acción afirmativa dirigida a las personas con dis-
capacidad, puesto que se debe garantizar a este grupo el derecho de 
representación y participación política en igualdad de circunstancias. 
Además, señaló algunos lineamientos para que el Consejo General 
del ine estableciera medidas afirmativas que permitieran garantizar 
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las condiciones de igualdad para la participación política de las per-
sonas con discapacidad, así como de otros grupos en situación de 
vulnerabilidad.

Por ello, en su sentencia, la Sala Superior ordenó al Consejo General 
del ine que llevara a cabo las acciones necesarias y pertinentes para im-
plementar medidas afirmativas que garantizaran el acceso de las perso-
nas con discapacidad a la postulación de candidaturas para los cargos 
de elección en el proceso electoral federal 2020-2021, las cuales debían 
ser concomitantes y transversales con las que ya había implementado 
hasta ese momento y las que, en su caso, diseñara posteriormente, en el 
entendido de que los partidos políticos o las coaliciones podrían postu-
lar candidaturas que, cultural y socialmente, pertenezcan a más de un 
grupo en situación de vulnerabilidad (Sentencia SUP-RAP-121/2020 y 
acumulados, 2020).

En razón de lo anterior, también le ordenó determinar los grupos 
que ameritaran contar con una representación legislativa, así como el 
diseño inmediato de las acciones o medidas afirmativas necesarias y 
efectivas tendentes a lograr la inclusión de representantes populares 
de esos grupos o comunidades, mediante la postulación de candida-
turas por los partidos políticos o las coaliciones. Esto, en el entendido 
de que necesariamente debían incluir a las personas con discapacidad 
y de que también podrían hacerlo respecto a todos aquellos que con-
sideraran pertinente o que racionalmente pudieran alcanzar un grado 
de representación política en la Cámara de Diputados, a renovarse en 
el proceso electoral federal 2020-2021. Finalmente, dio vista al Congre-
so de la Unión para que, en ejercicio de sus atribuciones, llevara a ca-
bo las modificaciones legales conducentes.

El principal impacto de esta sentencia es que, para acatar lo orde-
nado por la Sala Superior, el Consejo General del ine aprobó el 15 de 
enero de 2021 el acuerdo INE/CG18/201, en virtud del cual se modi-
ficaron los criterios aplicables para el registro de candidaturas a dipu-
taciones por ambos principios presentados por los partidos políticos 
nacionales y, en su caso, las coaliciones ante los consejos del ine para 
el proceso electoral federal 2020-2021, aprobados mediante el acuerdo 
INE/CG572/2020. En este, se determinó la forma en que se aplicaría la 
acción afirmativa para personas con discapacidad, y para ello se partió, 
primordialmente, de la Encuesta Nacional de la Dinámica Demográfica 
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(Enadid) 2018, en la que se señala que 6.3 % de la población es consi-
derada con discapacidad. Esto conllevó que la acción afirmativa que-
dara de la siguiente manera:

1) 	 Diputaciones de mayoría relativa. Los partidos deben postular fór-
mulas de candidaturas integradas por personas con discapacidad 
en 6 de los 300 distritos que conforman el país.

2) 	 Diputaciones de representación proporcional. Se exigió a los parti-
dos políticos la postulación de por lo menos 2 fórmulas integradas 
por personas con discapacidad. Dichas fórmulas podrían postularse 
en cualquiera de las 5 circunscripciones, las cuales debían ubicar-
se en los primeros 10 lugares de cada lista.

Con ello, se garantizó la postulación de al menos ocho fórmulas de 
personas con discapacidad para candidaturas a diputaciones federales 
por ambos principios. Sumado a esto, los partidos políticos debían ga-
rantizar la paridad de género en estas candidaturas, con la finalidad de 
que la mitad de estas fueran integradas por mujeres y la otra mitad por 
hombres (Acuerdo INE/CG18/2021, 2021).

Paridad de género y su relación  
con las acciones afirmativas  

a favor de las personas con discapacidad

En septiembre de 2017 se dio inicio al proceso electoral en Zacatecas, 
destinado a renovar los miembros de la legislatura estatal. Posterior al 
día de la jornada, el 8 y 9 de julio, el Consejo General del instituto lo-
cal aprobó el cómputo estatal y declaró la validez de la elección, por lo 
que se asignaron las diputaciones correspondientes por representación 
proporcional, además de realizar modificaciones en relación con la pa-
ridad de género (Sentencia SUP-REC-1150/2018, 2018).

En cuanto a la asignación por paridad de género, se destacó que, en 
el caso del pan, una asignación originalmente masculina fue cambia-
da por una femenina. Esto llevó a la no asignación de la diputación co-
rrespondiente a la fórmula registrada en el primer lugar de la lista, con 
Pedro Martínez Flores como propietario y Guillermo Flores Suárez del 
Real como suplente.
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La Sala Regional Monterrey, al asignar candidaturas por paridad de 
género en un proceso electoral, omitió considerar la condición de dis-
capacidad del recurrente, quien buscaba acceder a una diputación de 
representación proporcional. La Sala Superior concluyó que la Sala 
Monterrey se limitó a seguir parámetros de representatividad y pari-
dad de género, sin examinar la protección especial y reforzada que de-
mandaba la discapacidad del demandante.

En la justificación se destacó que el recurrente había declarado su 
discapacidad, no controvertida, que involucraba la carencia de tres ex-
tremidades desde su nacimiento. La Sala Monterrey, al aplicar el princi-
pio de paridad, ajustó la composición del Congreso de Zacatecas, pero 
sin considerar la discapacidad del recurrente. La asignación resultante 
afectó al partido del demandante, al otorgar las diputaciones correspon-
dientes a fórmulas integradas por mujeres y no a la fórmula encabezada 
por el recurrente, quien ocupaba el primer lugar de la lista. 

En la sentencia se destaca la importancia de proteger los derechos de 
las personas con discapacidad en el ámbito político-electoral. Se subra-
ya que la Constitución, la Ley General para la Inclusión de las Personas 
con Discapacidad y la Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad establecen la obligación del Estado mexicano de generar 
condiciones que permitan a las personas con discapacidad ejercer ple-
namente sus derechos, incluidos los político-electorales.

En la resolución se aborda específicamente el acceso de las perso-
nas con discapacidad a los cargos de elección popular, resaltando que la 
Convención obliga al Estado a asegurar su participación plena y efectiva 
en la vida política en igualdad de condiciones. Se señala la responsabi-
lidad de las autoridades electorales de procurar, proteger y maximizar 
estos derechos.

En el contexto de Zacatecas, se menciona el marco normativo local, 
que establece una protección reforzada en favor de las personas con 
discapacidad, garantizando sus derechos políticos en igualdad de con-
diciones. Se destaca la obligación de la autoridad electoral de asegurar 
el acceso efectivo al cargo de dicha población.

La justificación del criterio se basa en la interpretación properso-
na de las disposiciones constitucionales y legales, y se destaca que las 
personas con discapacidad deben ser sujetos de una protección re-
forzada para ejercer plenamente sus derechos político-electorales. Se 
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argumenta que, en casos de colisión de derechos, como la paridad de 
género y la protección a personas con discapacidad, se debe buscar un 
equilibrio que garantice la inclusión y la no discriminación.

En el caso concreto de Zacatecas, se criticó la asignación de candi-
daturas realizada por la Sala Monterrey, que, al aplicar la paridad de 
género, no consideró la protección reforzada a favor de la persona con 
discapacidad recurrente. La Sala Superior determinó modificar la sen-
tencia para restituir los derechos del recurrente, argumentando que la 
paridad debe ser flexible en casos que involucren contextos particula-
res, como la discapacidad.

En última instancia, se aborda la importancia de una democracia 
paritaria y se sugiere la posibilidad de una paridad flexible que permita 
la representación inclusiva de personas con discapacidad en situacio-
nes específicas, la cual contribuya a un sistema democrático más inte-
gral y equitativo.

Conclusiones previas

Es imperativo que se tomen medidas concretas para garantizar la ple-
na participación de las personas con discapacidad en la vida política y 
pública. La accesibilidad en los procesos electorales, la eliminación de 
barreras arquitectónicas y la promoción de ajustes razonables son pa-
sos esenciales. Además, es crucial fomentar una conciencia social que 
reconozca la diversidad y promueva la inclusión, de modo que se trans-
forme la percepción de la discapacidad de un problema individual a una 
responsabilidad colectiva. En última instancia, solo por medio de un 
compromiso sostenido y acciones concretas se logrará construir una 
sociedad verdaderamente inclusiva para todas las personas, indepen-
dientemente de sus habilidades o discapacidades.

En el transcurso de las últimas décadas se ha evidenciado un pro-
gresivo avance en la garantía de los derechos político-electorales de 
las personas con discapacidad en México. La evolución de las medidas 
adoptadas por la autoridad administrativa comicial refleja un compro-
miso continuo con la inclusión y la eliminación de barreras que obsta-
culizan el pleno ejercicio de los derechos fundamentales.

La aprobación inicial, en el proceso electoral federal de 2003, del uso 
de una mascarilla en sistema braille para la boleta representó un hito, 
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al marcar el inicio de una serie de medidas dirigidas a hacer efectivo el 
respeto y garantía de los derechos de las personas con discapacidad vi-
sual. Posteriormente, diversas disposiciones abordaron la accesibilidad 
de las casillas electorales y se detallaron los criterios para su ubicación 
y sus características f ísicas, a fin de que facilitaran el acceso a las per-
sonas con discapacidad.

La emisión de la Guía para la acción pública. Elecciones sin discri-
minación. Participar y votar en igualdad (Instituto Nacional Electoral 
y Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación, 2017) subrayó la 
importancia de incorporar el principio de no discriminación en el ám-
bito electoral. Sin embargo, se evidencia la necesidad de poner mayor 
énfasis en las medidas de inclusión específicas para las personas con 
discapacidad, ya que la guía se centra principalmente en las medidas 
de nivelación.

La implementación del Protocolo para la Inclusión de las Personas 
con Discapacidad como Funcionarios y Funcionarias de Mesas Direc-
tivas de Casilla, en 2017, y la realización de simulacros específicos para 
personas con diversas discapacidades, en 2018, demuestran un esfuerzo 
continuo por garantizar la participación plena en el proceso electoral. 
La introducción de materiales incluyentes, como plantillas en braille y 
mamparas especiales, refuerza la atención a las necesidades específi-
cas de distintas discapacidades.

En el análisis de las medidas adoptadas se destaca la importancia de 
la retroalimentación de las personas con discapacidad, cuyas observa-
ciones —como la preocupación por la secrecía del voto— han contri-
buido a la identificación de áreas de mejora. Además, la detección de 
buenas prácticas durante el proceso electoral 2017-2018 y su inclusión 
en el protocolo subsecuente demuestran un compromiso con la adap-
tación continua y la evolución positiva de las políticas.

En conjunto, estos avances reflejan un compromiso progresivo con 
la inclusión y la igualdad en el ámbito electoral, en el que destaca la im-
portancia de seguir evaluando y ajustando las medidas para garantizar 
la plena participación de las personas con discapacidad en la vida de-
mocrática de México.

Respecto a la justicia electoral, se pueden resaltar diversas senten-
cias. Mediante estas, la Sala Superior del tepjf ha delineado aspectos 
fundamentales relacionados con las acciones afirmativas en favor de 



106

Inclusión política de los grupos en situación de vulnerabilidad en México

las personas con discapacidad. Se destaca el reconocimiento de estas 
como elementos esenciales en la búsqueda de la igualdad de oportuni-
dades, conceptualizándolas como medidas temporales que intervienen 
justificadamente en las dinámicas y estructuras de la sociedad para pre-
venir y corregir tratos discriminatorios.

La implementación de acciones afirmativas se ha validado incluso 
una vez iniciado el proceso electoral, al considerarse instrumentaciones 
accesorias y temporales que materializan una obligación constitucional 
de los partidos políticos para lograr la igualdad sustantiva. Además, se 
ha analizado la forma de computar estas acciones cuando quienes in-
tegran una fórmula de cuota forman parte de más de un grupo en si-
tuación de exclusión, subrepresentación o vulnerabilidad.

En ese contexto, la Sala Superior ha subrayado la importancia de que 
la implementación de las acciones afirmativas no afecte otros derechos 
fundamentales, como la privacidad, la intimidad y el libre desarrollo de 
la personalidad. Se reconoce el derecho de las personas con discapaci-
dad a solicitar la protección de sus datos personales en el contexto de las 
acciones afirmativas, especialmente cuando se refiere a su estado de sa-
lud y grado de discapacidad.

Además, se resalta la obligación del Congreso de la Unión de generar 
las medidas necesarias para garantizar los derechos político-electorales 
de dicha población, eliminar las barreras sociales y realizar ajustes razo-
nables al entorno, conforme al modelo social de discapacidad.

La sentencia SUP-REC-1150/2018 destaca la protección convencio-
nal reforzada en favor de los derechos humanos de una candidatura 
con discapacidad, introduciendo el concepto de paridad flexible, que 
permite ceder la paridad de género en situaciones en las que históri-
camente ha existido desventaja, como es el caso de las personas con 
discapacidad.

En otra sentencia, SUP-JDC-1282/2019, se reconoce la obligación 
estatal de generar acciones afirmativas desde el inicio de cada proce-
so comicial para propiciar la participación de las personas con disca-
pacidad. La Sala Superior insta al Congreso de Hidalgo a implementar 
medidas afirmativas que garanticen la postulación de ese grupo a car-
gos de elección popular.

En la sentencia SUP-RAP-121/2020, la Sala Superior ordenó al 
ine establecer acciones afirmativas que garanticen la participación y 
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representación política de las personas con discapacidad en todos los 
cargos de elección popular. Destacó la importancia de realizar estas 
acciones antes del inicio de cada proceso comicial a fin de asegurar su 
pleno conocimiento por parte de los actores políticos.

En conjunto, estas sentencias reflejan un avance significativo en el 
reconocimiento y la garantía de los derechos político-electorales de las 
personas con discapacidad mediante medidas afirmativas, al consoli-
dar un marco legal que promueve la inclusión y la igualdad de oportu-
nidades en el ámbito político.

Derechos político-electorales de las personas,  
los pueblos y las comunidades indígenas  
y afromexicanas en México

A lo largo del tiempo ha sido posible identificar a personas y grupos que 
se encuentran en situación de vulnerabilidad, lo cual genera una des-
ventaja para respetar, proteger, promover y garantizar sus derechos hu-
manos. A partir de las diversas condiciones de desigualdad, los estados 
tienen la obligación de implementar acciones que permitan colocar a to-
das las personas en un plano de igualdad y no discriminación. 

En ese sentido, las personas, los pueblos y las comunidades indíge-
nas han sido reconocidos históricamente como un grupo en situación 
de vulnerabilidad; han sufrido discriminación estructural e histórica 
hasta la actualidad; han sido despojados de sus tierras ancestrales, lo 
cual ha llevado a la pérdida de sus medios de subsistencia y la degra-
dación de su calidad de vida, y enfrentan altos grados de pobreza y 
carecen de acceso a servicios básicos. Además, tienen oportunidades 
económicas limitadas, acceso deficiente a la educación y son vulnera-
bles a la violencia y la discriminación. La asimilación forzada ha re-
sultado en la pérdida de su identidad cultural, y a menudo carecen de 
representación política y voz en las decisiones que afectan sus vidas y 
territorios.

Para que se puedan lograr condiciones de igualdad y no discri-
minación, el Estado debe emprender acciones concretas desde el 
enfoque diferencial y especializado. En el ámbito de los derechos 
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político-electorales de las personas, los pueblos y las comunidades in-
dígenas, una de las acciones más importantes es la adopción de medi-
das afirmativas.

Dichas medidas tienen como propósito abordar las desigualdades sis-
temáticas y estructurales existentes en la sociedad, que están arraigadas en 
determinados grupos o personas en situación de vulnerabilidad. Además, 
buscan la igualdad de condiciones, a fin de lograr el respeto, la promo-
ción, la protección y la garantía de los derechos humanos. La adopción 
de las medidas afirmativas, sobre todo en el contexto político-electoral, 
ha generado controversias y debates. Sin duda, las medidas afirmativas 
son la respuesta a una demanda de igualdad social, al buscar corregir 
las injusticias y construir una sociedad más equitativa.

En cuanto al contexto político-electoral, la consolidación de las me-
didas afirmativas que han permitido avanzar progresivamente en la 
garantía de la igualdad y no discriminación se ha logrado mediante el 
derecho de acceso a la justicia reconocido en los ámbitos nacional e in-
ternacional. Una de las partes que componen el derecho de acceso a la 
justicia es tener un recurso efectivo, que implica lo siguiente: 

1) 	 Acceso a los tribunales.
2) 	 Igualdad ante la ley.
3) 	 Soluciones adecuadas y oportunas.

En ese sentido, el derecho humano de acceso a la justicia es esencial 
para salvaguardar los derechos humanos y asegurar el correcto funcio-
namiento de un sistema legal imparcial y equitativo. Este derecho se 
fundamenta en los principios de equidad, justicia y prohibición de la dis-
criminación, al ser un elemento clave en el Estado de derecho de cual-
quier sociedad democrática. Las infracciones al derecho de acceso a la 
justicia pueden resultar en serias injusticias y disparidades; por lo tan-
to, es de vital importancia que los sistemas legales y judiciales se es-
fuercen por garantizar su plena observancia.

Por lo tanto, es necesario hablar de la justiciabilidad de los dere-
chos político- electorales. Este término hace referencia a elementos 
como: 1) la presencia de una controversia vigente y real, y 2) la posibi-
lidad de resolver el asunto mediante procedimientos legales, si se han 
agotado los recursos y procedimientos disponibles antes de acudir a los 
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tribunales. La capacidad de la ciudadanía y los grupos para acceder a 
los tribunales a fin de hacer valer sus derechos político-electorales es 
un elemento fundamental en el buen funcionamiento de un sistema de-
mocrático y en la protección de los derechos humanos.

El Tribunal Electoral ha resuelto importantes planteamientos acerca 
de las medidas afirmativas. Gracias a sus sentencias se han podido con-
solidar las acciones para diferentes personas y grupos en situación de 
vulnerabilidad. Esto ha dejado ver la importancia del derecho de acceso 
a la justicia como un vehículo para consolidar el derecho a la igualdad 
y la no discriminación, a partir de los principios de interdependencia e 
indivisibilidad que poseen, al ser derechos humanos.

Personas, pueblos y comunidades indígenas

Definición de personas, pueblos y comunidades indígenas 

Para abarcar mejor el tema, es indispensable establecer la definición de 
pueblo, comunidad y persona indígenas, lo cual permite identificar las 
principales diferencias entre estos términos, así como comprender sus de-
rechos. En primer lugar, por pueblos indígenas se entiende “aquellos que 
descienden de poblaciones que habitaban en el territorio actual del país al 
iniciarse la colonización y que conservan sus propias instituciones socia-
les, económicas, culturales y políticas o parte de ellas” (Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación, 2017). 

Se debe partir de la idea de que México es un país pluricultural, 
compuesto por personas con diversas culturas, cada una con sus parti-
cularidades. Es importante considerar que el concepto de indígena no 
se limita únicamente a ser originario de un lugar, implica otros elemen-
tos que lo definen como tal, como la cultura, la identidad, la pertenen-
cia al lugar y la cosmovisión. La cultura se refiere a cómo una sociedad 
organiza su vida por medio de la historia, el lenguaje y las prácticas co-
munes, así como la creación de reglas y normas que regulan las activi-
dades y las relaciones sociales.

La cultura da lugar a la formación de un sentido de identidad y de 
pertenencia a la comunidad, lo cual reviste una importancia especial 
en el contexto de los pueblos indígenas. Cada uno de estos grupos tie-
ne su propia manera de estructurar su vida y su comunidad, lo cual los 
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diferencia de quienes no forman parte de su cultura. La cultura mayo-
ritaria se refiere a los indígenas como el otro diferente.

Una persona es considerada indígena cuando tiene conciencia de su 
diversidad cultural, histórica y social; esta se identifica con su cultura, 
y el pueblo indígena la reconoce como parte de él. Este criterio de con-
ciencia de identidad indígena es fundamental, según la Constitución y 
el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (oit) so-
bre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes.

Un pueblo, como unidad cultural, se caracteriza por tener institucio-
nes sociales que aseguran la continuidad de su cultura, pasado histórico 
y futuro común, identidad colectiva y territorio. La Constitución mexi-
cana reconoce a los pueblos indígenas como aquellos que descienden 
de poblaciones preexistentes en el territorio y que conservan sus pro-
pias instituciones. El Convenio 169 de la oit los define como aquellos 
que descienden de poblaciones que habitaban la región en la época de 
la colonización y que conservan sus instituciones (Bustillo, s. f.).

Por otro lado, el termino comunidades indígenas se refiere a “aque-
llas que forman una unidad social, económica y cultural asentadas en 
un territorio y que reconocen autoridades propias de acuerdo con sus 
usos y costumbres” (Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Fede-
ración, 2017).

Gran parte de las comunidades indígenas de México basa su orga-
nización en los siguientes elementos:

1) 	 Territorio colectivo reconocido como ancestral.
2) 	 Toma de decisiones de forma colectiva.
3) 	 Sistema de cargos. Comúnmente, se asignan tareas civiles, religio-

sas, comunales, entre otras. 
4) 	 Fiestas y ritos que sirven como un elemento importante de unión 

social (Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 2017).

Existe una distinción significativa entre los términos pueblo indígena 
y comunidad indígena, ya que esta última es una subdivisión geográfica 
dentro de un mismo grupo cultural. Desde ese concepto, México alber-
ga una amplia diversidad de identidades culturales únicas.

Esta distinción se basa en dos aspectos fundamentales. En primer 
lugar, los pueblos indígenas se caracterizan, de manera general, en 
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términos de su cultura, mientras que las comunidades indígenas pre-
sentan características específicas relacionadas con su ubicación geo-
gráfica y su capacidad para reconocer autoridades locales según sus 
propias tradiciones y costumbres, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 2, párrafo tercero, de la cpeum.

En segundo lugar, las clasificaciones de los pueblos indígenas, en tér-
minos de población y ubicación geográfica, a menudo no coinciden con 
las de las comunidades. Para los indígenas, la comunidad representa el 
lugar en el que arraigan su identidad primordial, lo que los lleva a au-
todenominarse comunidades indígenas y a identificarse con un lugar 
específico, en términos de geolocalización, sobre todo como una comu-
nidad humana (Bustillo, s. f.). Por lo tanto, las comunidades indígenas 
son organizaciones sociales que presentan varios elementos distintivos, 
como un territorio claramente delimitado; una historia compartida que 
se transmite de generación en generación; una variante del idioma del 
pueblo que sirve como identificación lingüística común; una estructu-
ra organizativa que abarca los aspectos políticos, culturales, sociales, 
civiles, económicos y religiosos, así como un sistema comunitario de 
administración de justicia (Bustillo, s. f.).

Además, estas comunidades desempeñan un papel crucial en la selec-
ción y preservación de los rasgos culturales que se consideran re-
presentativos de su identidad, como festividades, danzas, prácticas 
culturales, lenguaje y otros símbolos que sirven como manifestacio-
nes de su herencia étnica y cultural.

En cuanto al concepto de persona indígena, se refiere a aquella que 
“tiene conciencia de pertenecer a una comunidad o pueblo indígena” 
(Protocolo para Juzgar con Perspectiva Intercultural: Personas, Pueblos y 
Comunidades Indígenas, 2022). En cuanto a la definición del concepto, 
también cabe destacar aquellos criterios que permiten acreditar quién 
es una persona indígena.

Por lo tanto, el criterio para acreditar la identidad de una persona co-
mo indígena se basa en la conciencia de su identidad indígena, según el 
artículo 2, tercer párrafo, de la Constitución. Este criterio fue respaldado 
por el Tribunal Electoral en la sentencia SUP-JDC-11/2007 (2007), co-
nocida como caso Tanetze. En esta, el instituto electoral local cuestionó 
la calidad de integrantes del municipio de ciertos ciudadanos que afir-
maban ser residentes del municipio y parte de la comunidad indígena.
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En ese sentido, el tepjf determinó que la conciencia de la identidad 
indígena era suficiente para considerarlos ciudadanos de la comuni-
dad indígena, y aquellos que afirmaran lo contrario debían proporcio-
nar pruebas adicionales, en lugar de simplemente argumentar la falta 
de documentación que respaldara su afirmación. La conciencia de la 
identidad indígena es el criterio fundamental para acreditar la pertenen-
cia a una comunidad indígena en asuntos relacionados con los derechos 
político-electorales.

En virtud de lo anterior, se debe entender que la autoadscripción es 
un derecho fundamental. Se refiere a la declaración de personas o co-
munidades que, teniendo vínculos culturales, históricos, políticos, lin-
güísticos u otros, eligen identificarse como miembros de un pueblo 
indígena. La autoadscripción implica el reconocimiento de pertene-
cer a una comunidad indígena basado en las creencias de la persona.

En ese sentido, para determinar si alguien forma parte de una comu-
nidad indígena, el Tribunal Electoral estableció como criterio principal 
el derecho a la autoadscripción. Esto significa que grupos e individuos 
pueden identificarse como miembros de un pueblo indígena y, por lo 
tanto, reclamar los derechos asociados con esa pertenencia, ya que es 
la persona la que tiene el derecho y la responsabilidad de definir su afi-
liación étnico-cultural, de acuerdo con la tesis IV/2012 (Bustillo, s. f.).

Contexto de los pueblos y las comunidades indígenas

Para poder entender el tema, es necesario conocer el contexto de los 
pueblos, las comunidades y las personas indígenas. Se estima que hay 
más de 476 millones de indígenas en 90 países, lo que equivale a un po-
co más de 6.2 % de la población mundial, pero representan 15.0 % de 
las poblaciones más desfavorecidas y vulnerables. Existen más de 5,000 
grupos distintos de indígenas en todo el mundo, y la mayoría de los cer-
ca de 7,000 idiomas en el mundo son hablados por estos grupos. Los 
indígenas enfrentan un riesgo significativamente mayor de vivir en la 
pobreza extrema, en comparación con aquellos que no lo son.

Si bien existe conciencia acerca de su amplia diversidad, las per-
sonas, los pueblos y las comunidades indígenas comparten patrones 
históricos relacionados con sus tierras; mantienen sistemas sociales, 
económicos y políticos únicos, y tienen idiomas, culturas, creencias y 
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conocimientos distintos. Se esfuerzan por preservar y desarrollar su 
identidad y sus instituciones específicas, y a menudo no ocupan una 
posición dominante en la sociedad.

Cabe destacar que los indígenas se enfrentan a diversos desaf íos, co-
mo la falta de reconocimiento de su derecho a determinar su desarrollo 
en función de sus valores y necesidades, una representación política inade-
cuada y un acceso limitado a los servicios sociales. A menudo no se les 
consulta en decisiones que les afectan directamente, como en los pro-
yectos relacionados con sus tierras, y son desplazados de sus territorios 
ancestrales debido a la explotación de los recursos naturales.

En diversos lugares del mundo se pueden identificar múltiples facto-
res que establecen una conexión compleja entre los pueblos indígenas y 
la pobreza. Estas comunidades enfrentan desigualdades en términos de 
empleo, acceso a servicios públicos, atención médica, preservación de 
su cultura y acceso a la justicia, en comparación con otros grupos so-
ciales. Este patrón se manifiesta tanto en países desarrollados como en 
aquellos en vías de desarrollo, incluso cuando los indígenas conforman 
la mayoría de la población nacional. Históricamente, han sido moldea-
dos por una interacción de factores políticos, económicos, sociales, 
militares y ambientales que han generado experiencias de privación 
material, legal y cultural, y han perpetuado las relaciones de desventa-
ja, tanto cualitativa como cuantitativamente.

En América Latina residen aproximadamente 42 millones de personas 
que forman parte de comunidades indígenas. Países como México, Gua-
temala, Perú y Bolivia son algunos con las poblaciones más numerosas, y 
en conjunto representan más de 80.0 % de la población indígena en la 
región, lo que equivale a alrededor de 34 millones de personas.

Es relevante mencionar que la pobreza afecta a 43.0 % de la po-
blación indígena en la región, lo cual supera por más del doble la 
proporción de personas no indígenas que se encuentran en una 
situación similar. Además, 24.0 % de todas las personas indígenas vi-
ve en condiciones de pobreza extrema, una tasa que es 2.7 veces ma-
yor que la de las no indígenas en la misma situación. Esta desigualdad 
se agrava aún más, ya que el mero hecho de nacer de padres indígenas 
incrementa significativamente la probabilidad de crecer en un hogar 
empobrecido, lo que contribuye a un ciclo de pobreza que dificulta el 
pleno desarrollo de las niñas, los niños y las y los adolescentes.
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En México hay 23,200,000 personas mayores de tres años que se au-
todenominan indígenas, lo que representa 19.4 % de la población en 
ese grupo de edad. En 2020, la población en hogares indígenas fue de 
11,800,247 personas, lo que equivale a 9.4 % de la población total del 
país. El tamaño promedio de los hogares indígenas fue de 4.1 personas. 
Además, el Censo de Población y Vivienda 2020 identificó a 7,364,645 
personas mayores de tres años que hablan una lengua indígena, lo que 
constituye 6.1 % de la población total en ese rango de edad.

Según los resultados del cuestionario ampliado del Censo de Pobla-
ción y Vivienda 2020, se estima que 23,200,000 personas de tres años 
o más se autoidentifican como indígenas en función de su cultura. De 
este grupo, 51.4 % (11,900,000) son mujeres y 48.6 % (11,300,000) son 
hombres. De las 23,200,000 personas que se autodenominan indígenas, 
7,100,000 (30.8 %) hablan una lengua indígena, mientras que 16,100,000 
(69.2 %) no lo hacen.

De lo anteriormente expuesto, es posible destacar la vulnerabilidad 
en la que se encuentran las personas, las comunidades y los pueblos 
indígenas. El concepto de vulnerabilidad es identificado como una si-
tuación que pone en mayor riesgo o peligro a una persona, lo cual se 
atribuye a la debilidad por el desequilibrio, que provoca efectos nega-
tivos en una persona o en un determinado grupo. La vulnerabilidad de 
las personas puede variar, pues puede incrementar o disminuir, depen-
diendo de las condiciones que hay en torno a ellas. La vulnerabilidad 
no es un concepto estático, sino que evoluciona conforme lo demanda 
la realidad social (Lara, 2015, pp. 24-26). La vulnerabilidad en la que se 
encuentran los pueblos, las comunidades y las personas indígenas ra-
dica en una desigualdad histórica que ha sido reconocida. A lo largo 
del tiempo han enfrentado discriminación, opresión y despojo de tie-
rras y recursos por los colonizadores, lo cual ha generado desventajas 
que persisten hasta la actualidad.

Derechos político-electorales de las personas,  
las comunidades y los pueblos indígenas y afromexicanos

Es importante presentar una visión general del marco jurídico para la 
protección de los derechos de pueblos, las comunidades y las personas 
indígenas. En cuanto al sistema universal de protección de los derechos 
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humanos, la primera referencia a instrumentos internacionales es la 
Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas, adoptada por la Asamblea General de la onu el 13 de sep-
tiembre de 2007.

La Declaración reconoce los derechos fundamentales de las comu-
nidades indígenas en diversas áreas de interés, en relación con el prin-
cipio general de libre determinación. Esto incluye derechos como la 
igualdad, la no discriminación, la preservación de su identidad cultu-
ral, la tenencia de tierras y recursos naturales, la autogestión, el con-
sentimiento previo, informado y libre, entre otros.

Otro de los instrumentos internacionales que contempla la protec-
ción de derechos político-electorales es el Convenio 169 de la oit so-
bre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, aprobado 
en la Conferencia Internacional del Trabajo el 27 de junio de 1989, el 
cual representa un tratado internacional líder en la promoción de los 
derechos de las comunidades indígenas. El Convenio 169 aborda cues-
tiones como la administración de justicia y el derecho consuetudina-
rio indígena, la consulta y la participación, la tenencia de tierras, los 
derechos sociales y laborales, la educación bilingüe y la cooperación 
transfronteriza.

Además, existen otros instrumentos relevantes, como el Pacto Inter-
nacional de Derechos Civiles y Políticos (1966); el Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; la Convención Inter-
nacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
Racial; la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Dis-
criminación contra la Mujer; la Convención sobre los Derechos del Ni-
ño; la Convención sobre la Diversidad Biológica, y la Convención Marco 
de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (Acuerdo de París), que 
reconocen los derechos de los pueblos indígenas en diferentes contextos, 
incluidas las cuestiones de género y medio ambiente.

Dentro del marco jurídico que protege los derechos de los indíge-
nas, está el sistema regional interamericano para la protección de los 
derechos humanos. La Declaración Americana de los Derechos y De-
beres del Hombre reconoce la personalidad legal y los derechos civiles 
de todas las personas, independientemente de su nacionalidad, origen 
o etnia. Por otro lado, la Convención Americana sobre Derechos Hu-
manos (1969) reconoce la autoridad de la Comisión Interamericana de 
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Derechos Humanos para recibir consultas respecto a los derechos huma-
nos y su capacidad para brindar orientación a los estados miembro, in-
cluido México. Además, el artículo 21 de la cadh reconoce el derecho a 
la propiedad privada, al uso y disfrute de los bienes y a una indemnización 
justa en casos de utilidad pública o interés social, de acuerdo con la ley. 

El sistema interamericano también contempla un instrumento inter-
nacional específico: la Declaración Americana sobre los Derechos de los 
Pueblos Indígenas, que establece de manera explícita la obligación de 
los estados de llevar a cabo procesos de consulta previa y de colaborar 
de buena fe con los pueblos indígenas antes de adoptar medidas legis-
lativas o administrativas que los afecten, con el fin de obtener su con-
sentimiento libre, previo e informado. Esto es especialmente relevante 
antes de aprobar proyectos relacionados con el desarrollo que puedan 
afectar sus tierras o la explotación de sus recursos naturales, como sus 
minerales o agua. Durante el proceso de consulta y cooperación, se de-
be garantizar la participación de los pueblos indígenas y respetar sus 
sistemas legales y organizativos, además de proteger su patrimonio cul-
tural y propiedad intelectual.

En el ámbito nacional, el marco jurídico se compone de un grupo de 
leyes que buscan garantizar sus derechos humanos, proteger su cultu-
ra y promover el desarrollo integral. La Constitución reconoce los de-
rechos de los pueblos indígenas y establece principios fundamentales 
para su participación y consulta en asuntos que les conciernen. La re-
forma constitucional de 2001 reconoce la pluriculturalidad de México 
y la autonomía de los pueblos indígenas en sus territorios.

Por su parte, el marco jurídico nacional se integra por leyes como 
las siguientes:

1) 	 Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas. Re-
conoce y protege el derecho de los pueblos indígenas a conservar, 
revitalizar y desarrollar sus lenguas y culturas.

2) 	 Ley de Consulta a los Pueblos y Comunidades Indígenas. Establece 
el marco para la consulta previa, libre e informada a las comunidades 
indígenas en asuntos que puedan afectar sus derechos y territorios.

3) 	 Ley de Desarrollo Rural Sustentable. Incluye disposiciones específi-
cas para el desarrollo de las comunidades indígenas, promoviendo la 
participación y el fortalecimiento de sus actividades agropecuarias.
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4) 	 Ley de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes. Incorpora 
disposiciones que reconocen y protegen los derechos de las niñas, 
los niños y las y los adolescentes indígenas.

5) 	 Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores. Contiene me-
didas para garantizar el bienestar de las personas adultas mayores 
indígenas.

6) 	 Ley General de Cultura y Derechos Culturales. Reconoce y protege 
los derechos culturales de los pueblos indígenas, incluida la preser-
vación de su patrimonio cultural.

7) 	 Ley General de Desarrollo Social. Establece medidas para promo-
ver el desarrollo social de las comunidades indígenas, incluidos los 
programas y proyectos específicos.

8) 	 Ley del Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas (inpi). Regula 
la organización y el funcionamiento del inpi, la institución encar-
gada de coordinar las políticas y los programas para el desarrollo 
de los pueblos indígenas.

Por otro lado, cabe destacar que México ha firmado y ratificado va-
rios tratados y convenios internacionales relacionados con los derechos 
de los pueblos indígenas. Algunos de los tratados de los que México 
forma parte son los siguientes:

1) 	 Convenio 169 de la oit sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países 
Independientes. México firmó este convenio en 1990 y lo ratificó 
en 1991. 

2) 	 Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas. México respaldó esta declaración de la onu en 2007, lo cual 
refuerza su compromiso con los derechos de los pueblos indígenas 
en el ámbito internacional.

3) 	 Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las For-
mas de Discriminación Racial. México es parte de la Convención 
desde 1968, y sus postulados se aplican a la protección de los dere-
chos de las personas indígenas contra la discriminación racial.

4) 	 Acuerdo de Escazú. México lo firmó en 2018. El acuerdo es de al-
cance regional y se enfoca en el acceso a la información, la parti-
cipación pública y la justicia en asuntos ambientales en América 
Latina y el Caribe. Además, es relevante para la protección de los 
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derechos de las comunidades indígenas en temas relacionados con 
el medio ambiente.

Es importante destacar que la ratificación de estos tratados implica 
el compromiso de México de cumplir con las disposiciones y los princi-
pios establecidos en ellos para proteger y promover los derechos de los 
pueblos indígenas. Además, el país ha incorporado muchas de las dis-
posiciones de estos tratados en su legislación nacional, lo cual refleja su 
compromiso de garantizar que los derechos de las comunidades indíge-
nas sean respetados y protegidos en los ámbitos nacional e internacional.

Tanto el marco jurídico internacional como el nacional para la pro-
tección de los pueblos, las comunidades y las personas indígenas con-
templan diversos derechos. Además de los tratados y las leyes, también 
se cuenta con la interpretación de la jurisprudencia y las resolucio-
nes de los órganos internacionales. Desde la reforma constitucional 
de 2011, los derechos humanos consagrados en la Constitución y en 
los tratados internacionales de los que México es parte deben ser 
aplicados por los jueces. Asimismo, los precedentes establecidos por 
el máximo tribunal constitucional y los generados por la Corte idh son 
considerados una referencia vinculante. La Corte ha generado un im-
portante desarrollo jurisprudencial en torno a los derechos de los pue-
blos, las comunidades y las personas indígenas, el cual se ha adaptado 
al sistema nacional.

Por otro lado, las personas afromexicanas son aquellas que tienen 
ascendencia africana y han contribuido significativamente a la riqueza 
cultural y social de México, pero históricamente han enfrentado dis-
criminación y marginación.

La Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las For-
mas de Discriminación Racial señala que

toda distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en motivos 
de raza, color, linaje u origen nacional o étnico, cuyo objeto o resul-
tado sea anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, 
en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades 
fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural o en 
cualquier otra esfera de la vida pública. (Convención Interamericana 
contra el Racismo, la Discriminación Racial y Formas Conexas de In-
tolerancia, artículo 1, 1968)
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Por su parte, la Convención Interamericana contra el Racismo, la 
Discriminación Racial y Formas Conexas de Intolerancia establece que:

no constituyen discriminación racial las medidas especiales o acciones 
afirmativas adoptadas para garantizar en condiciones de igualdad, el goce 
o ejercicio de uno o más derechos humanos y libertades fundamentales 
de grupos que así lo requieran, siempre que tales medidas no impliquen 
el mantenimiento de derechos separados para grupos distintos y que no 
se perpetúen después de alcanzados sus objetivos. (Convención Intera-
mericana contra el Racismo, la Discriminación Racial y Formas Conexas 
de Intolerancia, artículo 1, 1968)

En México, se han establecido medidas y reformas legales para garan-
tizar que las personas afrodescendientes gocen de igualdad en cuanto a 
los derechos político-electorales. El marco normativo relacionado con 
las personas afrodescendientes es un reflejo del compromiso del país 
con garantizar la igualdad de los derechos y combatir la discriminación 
racial. Aunque no existe una legislación específica que aborde exclusiva-
mente los derechos de las personas afroamericanas, varios instrumen-
tos legales y normativos contribuyen a la protección de sus derechos y la 
promoción de la igualdad.

Es preciso señalar que la Constitución prohíbe la discriminación por 
motivos de origen étnico o racial. A partir de la reforma al artículo 2, en 
2019, se reconoce la diversidad cultural de México, así como a los pueblos y 
las comunidades afromexicanas, cualquiera que sea su autodenominación, 
como parte de la composición pluricultural de la nación, y establece que 
todas las personas tienen derecho a la no discriminación.

Problemáticas actuales 

Se debe destacar que las personas indígenas tienen una doble condición: 
por un lado, son sujetos colectivos con derecho a la libre determinación 
de sus culturas y formas de vida, y, por otro, se enfrentan a condiciones de 
pobreza y necesitan medidas especiales para garantizar sus derechos. La 
justicia debe tomar en cuenta tanto sus especificidades culturales co-
mo sus sistemas normativos cuando se aplica la legislación estatal o na-
cional. Esto implica considerar pruebas, como los peritajes culturales 
o jurídico-antropológicos, para comprender mejor el contexto cultural 
y las normas internas de las comunidades indígenas.
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Además, se destaca la importancia de evitar estigmatizar a las per-
sonas indígenas mediante argumentos basados en prejuicios culturales. 
Se subraya la necesidad de presentar pruebas sólidas, como peritajes 
culturales, para dar a conocer a quienes se encargan de garantizar el 
derecho de acceso a la justicia el contexto cultural de las personas y có-
mo las instituciones y normas de las comunidades indígenas influyen 
en su comportamiento.

Algunas particularidades que deben ser consideradas para garantizar 
el derecho de acceso a la justicia son la cultura, el derecho a hablar en 
su lengua materna, la necesidad de intérpretes y defensores que com-
prendan su cultura y la obligación de consultar a los pueblos indígenas 
en casos que afecten sus tierras, territorios y recursos naturales, así co-
mo en medidas administrativas o legislativas que los agravien. Por lo 
tanto, la protección de todos los derechos de los pueblos, las comunida-
des y las personas indígenas requiere una comprensión de sus contextos 
culturales y jurídicos, así como un enfoque que evite la discriminación.

Uno de los principales desaf íos ante los derechos de dicha pobla-
ción es la confrontación con el universalismo occidental. Este tema ha 
sido objeto de intensos debates tanto en el ámbito internacional como 
en el nacional. Las discrepancias surgen, en gran medida, debido a que 
la concepción de los derechos indígenas difiere considerablemente de 
los fundamentos de la tradición jurídica y filosófica occidental. La ba-
se de estas diferencias radica en que los derechos fundamentales en la 
tradición occidental se basan en una perspectiva liberal individualista 
del Estado y la sociedad, mientras que los sistemas normativos e ins-
tituciones de los pueblos indígenas se caracterizan por su enfoque co-
lectivista o comunitarista.

El enfoque universalista occidental se basa en la teoría liberal indi-
vidualista, una ideología que se desarrolló en la Europa moderna, es-
pecialmente durante la Ilustración, en el siglo xviii. Esta perspectiva 
se consolidó aún más a finales del siglo xix y principios del xx, con el 
concepto de individualismo metodológico, que sostiene que lo único 
que tiene existencia real son los individuos. Por lo tanto, cualquier no-
ción de sociedad o comunidad se considera una construcción concep-
tual sin una existencia real. De acuerdo con esta visión, los fenómenos 
sociales, incluso aquellos que involucran colectivos, deben analizarse 
en función de los individuos, sus acciones y sus relaciones.



121

El acceso a la justicia electoral a través de las acciones afirmativas...

En este contexto, la existencia de relaciones sociales más estructura-
das en una comunidad política se explica mediante el contractualismo. En 
términos generales, este postula que los seres humanos se relacionan 
voluntariamente en busca de objetivos comunes, ejerciendo sus liber-
tades y derechos fundamentales y estableciendo relaciones con otros 
individuos en un marco de igualdad formal, en un conjunto de liberta-
des que limitan el poder del Estado.

Así, en cuanto a la concepción de los derechos y las relaciones so-
ciales, las diferencias fundamentales entre la tradición occidental y los 
sistemas de los pueblos indígenas generan un conflicto en la comprensión 
e implementación de los derechos indígenas en el contexto actual. Es-
te desaf ío requiere un enfoque crítico y un diálogo intercultural pa-
ra abordar de manera efectiva estas divergencias y avanzar hacia una 
comprensión más inclusiva y respetuosa de los derechos de los pue-
blos indígenas.

Uno de los conceptos clave para comprender el contexto de los pue-
blos, las comunidades y las personas indígenas es el de intercultura-
lidad. Este no surge de manera espontánea, sino que es un proceso 
histórico que se remonta al siglo xvi. La interculturalidad se compone 
de tres elementos clave:

1) 	 Tolerancia. Este elemento se encuentra intrínsecamente vinculado 
a la dignidad de la persona humana y se define como “la no interfe-
rencia en los comportamientos ajenos por respeto a la dignidad de 
los demás” (Alavez, 2014). En palabras de Ramón Soriano, la tole-
rancia sirve como base para todas las libertades.

2) 	 Pluralismo. Hace referencia a una sociedad que se caracteriza por su 
diversidad, fragmentación y conflictos, y que se establece por me-
dio de asociaciones múltiples de carácter voluntario y abierto, ba-
sadas en decisiones propias y no en construcciones artificiales.

3) 	 Multiculturalismo. Indica la coexistencia de diversos grupos étnicos 
y culturales en una misma sociedad. Tiene una dimensión descrip-
tiva y una filosófica, y aborda las políticas públicas ante la realidad 
multicultural (Alavez, 2014, pp. 32-42).

Con base en su prefijo, el término interculturalidad significa ‘entre 
culturas’. Entre sus concepciones más profundas, podemos encontrar 
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la que asegura que “promueve la comunicación entre las culturas, el 
encuentro cultural para contrastar y aprender mutuamente, la toma 
de conciencia de la diferencia para resolver conflictos” (Bernabé, 2012, 
p. 70).

En el mismo sentido, la interculturalidad conlleva el reconocimien-
to y la aceptación de la diferencia, lo que permite establecer relaciones 
culturales y una integración de las culturas. Las sociedades democráti-
cas tienen la firme obligación de fomentar el encuentro y la compren-
sión de las culturas existentes. Por lo anterior, se puede afirmar que el 
concepto de interculturalidad pugna por el respeto a la diversidad y el 
diálogo cultural.

En la actuación de los estados, la interculturalidad debe ser un prin-
cipio para la ejecución de las políticas públicas, contemplando aspec-
tos como la movilidad humana, la solidaridad, la hospitalidad, la igualdad 
social, la soberanía alimentaria, la economía solidaria, el buen vivir, el 
desarrollo sustentable y la interacción y convivencia entre las culturas 
prevalentes. Desde la interculturalidad, se observan los siguientes grupos: 
1) pueblos indígenas originarios; 2) migrantes internacionales y sus comu-
nidades, y 3) refugiados, asilados y apátridas. Es importante destacar que 
cada grupo enunciado tiene su propio contexto (Alavez, 2014, pp. 32-42).

Lamentablemente, en muchos países la interculturalidad repre-
senta una asimetría entre las culturas relacionada directamente con 
la desigualdad y la discriminación. En cambio, los estados tienen la 
obligación de estrechar las condiciones de igualdad, dando paso a las 
relaciones dinámicas, permitiendo los espacios de participación en 
los diversos sectores y pugnando por una sociedad verdaderamente 
democrática. 

Otro de los conceptos relevantes para comprender los derechos de 
los pueblos, las comunidades y las personas indígenas es el de usos y 
costumbres. La scjn estableció que:

el uso o la costumbre se traduce en la repetición material de un hecho 
o de una conducta durante un tiempo más o menos largo y para que la 
costumbre se jurídica se requiere que sea practicada por la colectivi-
dad con la conciencia de que se trata de un precepto obligatorio, siempre 
con la convicción de que si no la ejecuta, intervendrá la autoridad para 
imponer coactivamente, y quien invoca dicha costumbre, debe demos-
trar su existencia. (Amparo en revisión 6700/42, 1942)
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Los usos y costumbres son esenciales para los derechos de los pue-
blos, las comunidades y las personas indígenas. Comprenden los com-
portamientos, normas o reglas que, al ser aplicados, deben cumplir 
ciertos criterios: 

1) 	 Deben aplicarse de manera repetida.
2) 	 Deben contribuir a la cohesión y la convivencia de las comunida-

des y pueblos.
3) 	 No solo se consideran un conjunto de normas, sino que se consti-

tuyen como un conjunto de instituciones y procesos.
4) 	 Para ser reconocidos como usos y costumbres, tanto las prácticas 

como las creencias y tradiciones deben preservarse y transmitirse 
de una generación a otra.

En lo que respecta a la justicia indígena, esta representa una alterna-
tiva a la justicia convencional, y es decidida por cada comunidad según 
sus usos, tradiciones y costumbres. No obstante, es necesario verificar 
que no contravenga lo estipulado por la Constitución, las leyes locales 
y otras regulaciones aplicables.

Los usos y costumbres se refieren a las prácticas, normas y tradicio-
nes comunes de una comunidad, que pueden o no estar formalmente 
codificadas en leyes escritas, pero influyen en la vida cotidiana y en la 
toma de decisiones en ese grupo. En el contexto de los pueblos indíge-
nas y las comunidades rurales, los usos y costumbres a menudo se uti-
lizan para referirse a las normas y prácticas tradicionales que rigen su 
organización social, política y legal.

Por lo general, estas regulaciones y tradiciones abarcan temas co-
mo la designación de líderes o figuras de autoridad, la solución de 
desacuerdos, la repartición de recursos, la toma de decisiones en con-
junto y otros asuntos esenciales para la convivencia en la comunidad. 
Las prácticas y costumbres pueden diferir notablemente de una co-
munidad a otra, y están arraigadas en su historia, cultura y entorno es-
pecífico (Yrjölä, 2004).

En el contexto jurídico, las autoridades estatales o nacionales pue-
den validar y honrar las prácticas y tradiciones establecidas, a con-
dición de que no entren en contradicción con los derechos humanos 
fundamentales o las leyes nacionales vigentes. Esto puede abarcar el 
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reconocimiento de sistemas judiciales propios de comunidades indíge-
nas o la elección de líderes locales de acuerdo con las costumbres tra-
dicionales (Niezen, 2003).

Derechos de las personas, las comunidades  
y los pueblos indígenas y afromexicanos

Al analizar los derechos de los pueblos, las comunidades y las personas 
indígenas, es importante contemplar el contexto. A continuación se ex-
plican algunos de los principales derechos que tienen.

Derecho a la autoidentificación o autoadscripción

De acuerdo con el artículo 2 constitucional, la identificación con una 
comunidad indígena es un criterio fundamental para determinar quié-
nes son considerados como parte de los pueblos indígenas. Esto sig-
nifica que es responsabilidad y derecho de los pueblos y las personas 
indígenas definir su pertenencia a estas comunidades, y no del Estado. 
En consonancia con este principio, el Convenio 169 de la oit también 
establece que los indígenas tienen el derecho de autoidentificarse co-
mo tales.

Respecto al derecho a la libre determinación, la cpeum establece que 
este se ejerce en el marco constitucional de la autonomía. La Declara-
ción de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indíge-
nas también reconoce este derecho y permite a dichos pueblos decidir 
libremente su situación política y controlar su desarrollo económico, 
social y cultural. Según el artículo 4 de la Declaración, el ejercicio de la 
libre determinación incluye la autonomía y el autogobierno en asun-
tos internos y locales, así como la capacidad de financiar sus funciones 
autónomas (Protocolo para Juzgar con Perspectiva Intercultural: Per-
sonas, Pueblos y Comunidades Indígenas, 2022).

Sin embargo, es importante destacar que la libre determinación de 
los pueblos indígenas no puede amenazar la unidad nacional, como ha 
señalado la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; 
más bien, implica la capacidad de elegir su situación dentro del Estado 
mexicano, siempre y cuando se preserve la unidad nacional. Esto quiere 
decir que la autonomía indígena tiene sus límites. A pesar de que el 
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concepto de libre determinación tiene diferentes interpretaciones en 
el derecho internacional, es fundamental reconocer su importancia, ya 
que se considera la base para el ejercicio de los derechos humanos indi-
viduales. En resumen, el reconocimiento legal de las instituciones, nor-
mas y procedimientos indígenas es esencial para prevenir violaciones 
de los derechos humanos de sus miembros, tanto por parte del Estado 
como de las instituciones indígenas (Protocolo para Juzgar con Perspec-
tiva Intercultural: Personas, Pueblos y Comunidades Indígenas, 2022).

Derecho al autogobierno

El derecho al autogobierno es una derivación del derecho a la libre de-
terminación, el cual permite definir sus propias formas de organización 
social, económica, política y cultural. De particular importancia es el 
derecho a la organización política, que les permite establecer sus pro-
pias instituciones, las cuales pueden diferir de las instituciones estata-
les. Además, tienen el derecho de elegir a sus autoridades de acuerdo 
con sus sistemas normativos (Protocolo para Juzgar con Perspectiva In-
tercultural: Personas, Pueblos y Comunidades Indígenas, 2022).

El Convenio 169 de la oit y la Declaración de las Naciones Unidas 
sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas reconocen este derecho 
y permiten su ejercicio flexible y adecuado a las condiciones de cada 
país. Los pueblos indígenas tienen el derecho de conservar y fortalecer 
sus propias instituciones políticas, económicas, sociales y culturales, 
al mismo tiempo que tienen la opción de participar en la vida política, 
económica y social del Estado, si así lo desean.

Por lo tanto, el autogobierno implica que se puede determinar libre-
mente la forma de organización política interna, incluidas las comunida-
des agrarias, las agencias municipales, las instituciones político-religiosas 
y, en ciertos casos, las instituciones políticas supramunicipales, siempre 
que respeten los otros ámbitos de gobierno existentes.

Derecho a elegir sus autoridades 

El artículo 2 de la Constitución permite a los pueblos indígenas y 
afromexicanos elegir sus autoridades siguiendo sus prácticas tradicio-
nales. Además, reconoce el derecho de los pueblos indígenas a aplicar 
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sus sistemas normativos internos, a menudo denominados usos y cos-
tumbres, para regular sus asuntos internos y resolver conflictos. Los 
tribunales federales deben evaluar la legalidad de las actuaciones de 
las autoridades indígenas, considerando posibles conflictos de com-
petencia; la aplicación efectiva de los sistemas normativos internos, 
y el cumplimiento de los principios constitucionales y los derechos 
humanos. El objetivo es armonizar la justicia ordinaria con la indí-
gena, estableciendo reglas para evitar vulneraciones (Protocolo para 
Juzgar con Perspectiva Intercultural: Personas, Pueblos y Comunida-
des Indígenas, 2022).

Por lo tanto, los pueblos indígenas tienen el derecho de elegir sus 
autoridades y aplicar sus sistemas normativos internos, y los tribuna-
les federales deben garantizar que esto se haga en un marco legal que 
respete los derechos fundamentales.

Derecho a acceder plenamente a la jurisdicción del Estado 

El artículo 2 de la cpeum establece que, en todos los juicios y procedi-
mientos en los que los pueblos indígenas sean parte, se deben considerar 
sus costumbres y características culturales. Esto implica respetar sus sis-
temas normativos, reconocer el papel de los intérpretes y defensores que 
comprendan su lengua y cultura, y garantizar que su participación en el 
sistema de justicia sea adecuada a su contexto cultural. Sin embargo, es-
ta consideración no significa impunidad, ya que se deben equilibrar los 
derechos individuales y los valores culturales. El derecho a intérpretes 
y defensores adecuados es fundamental para que las personas indígenas 
puedan participar en los procesos judiciales en igualdad de condicio-
nes, independientemente de su dominio del español. Las leyes secunda-
rias respaldan este derecho, al permitir a dicha población comunicarse 
en su lengua en diversas actividades (Protocolo para Juzgar con Perspec-
tiva Intercultural: Personas, Pueblos y Comunidades Indígenas, 2022).

Por lo tanto, los pueblos indígenas deben ser tratados con respeto a 
sus costumbres y cultura en los procesos judiciales, así como tener ac-
ceso a intérpretes y defensores que comprendan su lengua y cosmovi-
sión, independientemente de su dominio del español.
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Derecho a la tierra, al territorio y a los recursos naturales

El territorio desempeña un papel fundamental en la vida de los pueblos 
indígenas, ya que es esencial para su bienestar material, espiritual, social 
y cultural. A pesar de que la cpeum aborda este tema de manera conci-
sa, al afirmar que “la ley protegerá la integridad de las tierras indíge-
nas” (Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 
27, fracción VII), existen otros marcos legales y principios importan-
tes que deben considerarse.

El Convenio 169 de la oit es particularmente relevante en este con-
texto, ya que reconoce la importancia de las tierras y los territorios pa-
ra las culturas y los valores espirituales de los pueblos indígenas. Dicho 
instrumento define el territorio como el hábitat de las regiones que es-
tos pueblos ocupan o utilizan de alguna manera, destacando la dimen-
sión vital y simbólica que tiene este espacio para la reproducción de 
sus culturas.

El Convenio 169 también establece la obligación de los estados de 
reconocer los derechos de propiedad y posesión sobre las tierras tra-
dicionalmente ocupadas por los pueblos indígenas. Además, garantiza 
su derecho a utilizar las tierras a las que tradicionalmente han tenido 
acceso para sus actividades tradicionales y de subsistencia.

A pesar de que en México el derecho agrario tiene procedimientos 
para asegurar la propiedad social de la tierra, este no se ajusta comple-
tamente a lo dispuesto por el Convenio 169 de la oit. Esto se debe a que 
las comunidades agrarias son una forma de organización campesina 
creada por el Estado en el siglo xx, mientras que los pueblos indígenas 
tienen una organización ancestral con especificidades propias arraiga-
das en sus tierras y territorios. Por lo tanto, los tribunales agrarios y los 
jueces que conocen de asuntos en materia administrativa deben am-
pliar y adaptar sus perspectivas e interpretaciones del marco jurídico 
para garantizar adecuadamente los derechos a la tierra y los territorios 
reconocidos por el Convenio 169 (Protocolo para Juzgar con Perspec-
tiva Intercultural: Personas, Pueblos y Comunidades Indígenas, 2022).
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Derecho a la consulta y al consentimiento libre, previo e informado

El derecho a la consulta es uno de los más destacados y desarrollados en 
el ámbito internacional en relación con los derechos indígenas. Esto se 
debe, en parte, a las tensiones que surgen en las comunidades indígenas 
debido a la expansión de los proyectos energéticos, mineros, de acuicul-
tura y forestación. 

La fracción IX, apartado B, del artículo 2 constitucional reconoce el 
derecho a la consulta, pero su alcance es más restringido en compara-
ción con las disposiciones internacionales. Para lograr una compren-
sión más amplia de este derecho, es necesario recurrir al desarrollo que 
ha tenido en el sistema interamericano de protección de los derechos 
humanos, en particular, a lo establecido por el Convenio 169 de la oit.

De acuerdo con el Convenio 169, los estados tienen la obligación de 
consultar de buena fe a los pueblos indígenas, con el objetivo de lle-
gar a un acuerdo y obtener su consentimiento en asuntos que puedan 
afectarles. Este derecho es fundamental y constituye la base de todas 
las disposiciones del Convenio.

Además, este derecho a la consulta se encuentra respaldado por la 
Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pue-
blos Indígenas y se aplica a cualquier acción administrativa o legisla-
tiva que pueda tener un impacto directo en los derechos o intereses 
de dichos pueblos. En ese sentido, la consulta previa abarca no so-
lo el uso de los recursos naturales, sino cualquier medida que pue-
da afectar directamente a estas comunidades (Protocolo para Juzgar 
con Perspectiva Intercultural: Personas, Pueblos y Comunidades In-
dígenas, 2022).

Derechos económicos, sociales y culturales

Los derechos humanos son la base de la dignidad humana. Desde hace 
décadas han estado en una fase de perfeccionamiento en el ámbito in-
ternacional. En principio, y a raíz de la clasificación de los instrumentos 
jurídicos de derechos humanos, se pueden clasificar, superficialmente, 
en derechos civiles y políticos, y derechos económicos, sociales y cul-
turales; estos últimos, más complejos al momento de su garantía en 
comparación con los primeros.
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En cuanto al sistema internacional, la oit dispuso en 1989 el Con-
venio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes 
(Organización Internacional del Trabajo, 2022).

Dicho instrumento, en su artículo 1, inciso b, menciona qué entien-
de por indígenas: 

[son] considerados indígenas por el hecho de descender de pobla-
ciones que habitaban en el país o en una región geográfica a la que 
pertenece el país en la época de la conquista o la colonización o del 
establecimiento de las actuales fronteras estatales y que, cualquiera 
que sea su situación jurídica, conservan todas sus propias instituciones 
sociales, económicas, culturales y políticas, o parte de ellas. (Convenio 
169 de la oit sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independien-
tes, 1989)

Esta serie de elementos resulta fundamental para lo que más adelan-
te abordaremos —introduciendo la causa, nos referimos a la autodeter-
minación como base de la identidad indígena—. El primer elemento, el 
histórico, consistente en la presencia de las comunidades en la etapa de 
la colonización, marca un punto de partida para el conocimiento de las 
diversas culturas y la vinculación con el territorio que ocupan; el se-
gundo elemento es el de la pertenencia, con el cual se pone énfasis en 
la cosmovisión de las estructuras indígenas, la cual se conforma de ele-
mentos espirituales, naturales, económicos, sociales y culturales, e im-
pacta directamente en su forma de vivir (Vargas, 2010, p. 108).

El Convenio 169 marca una serie de obligaciones para los estados, 
entre las que destaca la de asegurar la efectividad de los derechos so-
ciales, económicos y culturales, siempre que las acciones encaminadas 
a ello respeten la identidad social y cultural de los pueblos (Convenio 
169 de la oit sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Indepen-
dientes, artículo 2, fracción b, 1989).

Los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales pare-
cieran contar con un elemento adicional en los contextos indígenas. 
Al respecto, hay que referirse al aspecto espiritual, ámbito que, si bien 
podría confundirse con el cultural, implica una situación totalmente 
diferente. La espiritualidad de las comunidades indígenas parte de la 
posibilidad de encontrar el equilibrio entre sus actividades y el respe-
to y conservación de sus territorios (Zaffaroni, 2011).
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El Convenio 169 delimita algunos derechos que son naturales a 
las comunidades indígenas; entre ellos destaca el derecho de consulta 
(Convenio 169 de la oit sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países 
Independientes, artículo 6, 1989), el derecho para determinar de mane-
ra autónoma su desarrollo (Convenio 169 de la oit sobre Pueblos Indí-
genas y Tribales en Países Independientes, artículo 7, 1989), así como 
su derecho a las tierras que ocupan y el manejo de los recursos natura-
les para la satisfacción de sus necesidades (Convenio 169 de la oit so-
bre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, artículos 13 
a 19, 1989). También se contemplan los derechos a la educación, la se-
guridad social y el empleo desde una perspectiva que proteja su iden-
tidad y dignidad como personas.

Ahora bien, aunado a ese instrumento, en el sistema internacional 
han sido desarrollados otros, como la Declaración sobre los Derechos 
de las Personas Pertenecientes a Minorías Nacionales o Étnicas, Religio-
sas y Lingüísticas, en 1992, y más recientemente, en 2007, la Declaración 
de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, 
ambas construidas a partir del planteamiento de la igualdad y no dis-
criminación, e inclinándose a la protección de la identidad indígena a 
partir del respeto a su cosmovisión.

Asimismo, desde 2001 el Consejo de Derechos Humanos de las Na-
ciones Unidas nombró a un relator especial de los derechos de los pue-
blos indígenas. Esta relatoría señaló, en su informe de 2016, que las 
violaciones a los derechos humanos de las personas indígenas surgían 
como consecuencia de prácticas como la expropiación, el desplaza-
miento forzoso, la negación del autogobierno, la falta de recursos para 
subsistir, la pérdida de la cultura y la falta de acceso a la justicia (Con-
sejo de Derechos Humanos, 2016, p. 6). 

Por otro lado, en el sistema interamericano de derechos humanos, 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos (1969) sirve co-
mo marco de referencia principal para la Corte idh y la cidh. La Corte 
idh tiene un papel tanto jurisdiccional como consultivo en relación con 
los estados parte, y sus decisiones han sido esenciales para el desarrollo 
de los estándares regionales de protección de los derechos humanos. 
Por otro lado, la cidh desempeña una función de supervisión en lo que 
respecta a la implementación de medidas de promoción y protección 
de derechos, y sirve como un filtro inicial para casos que se presentan 
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ante la Corte idh. Además, la cidh cuenta con relatorías especializa-
das que elaboran informes acerca de diversos temas.

En lo que concierne a los derechos de los pueblos indígenas, la De-
claración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, apro-
bada en 2016, establece que la autoidentificación es fundamental para 
determinar la aplicación de normativas relacionadas con dichos pue-
blos. Esto implica que la normativa se adapta a las prácticas y las insti-
tuciones de cada uno de ellos. Los derechos de las personas indígenas 
trascienden la esfera individual y se centran en el desarrollo integral de 
los pueblos, en aspectos económicos, sociales y culturales. Estos derechos 
implican condiciones distintas para las personas indígenas en compara-
ción con las sociedades occidentales; por ejemplo, el derecho a la edu-
cación protege la enseñanza en idiomas propios y métodos culturales 
(Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, 
artículo XV, 2016); el derecho a la salud incluye prácticas medicinales 
tradicionales y el acceso a servicios de salud sin discriminación (Decla-
ración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, artícu-
lo XVIII, 2016). También se fomenta el desarrollo de sistemas médicos 
interculturales.

El derecho humano a un medio ambiente sano también se ha anali-
zado en profundidad en el contexto de los organismos de la Organiza-
ción de Estados Americanos. Esto implica no solo la disponibilidad de 
un ambiente saludable, sino también el acceso a los recursos naturales 
que respaldan el desarrollo económico, social y cultural de las pobla-
ciones. Sin embargo, cuestiones como la expropiación para el desarro-
llo industrial o extractivista comprometen la disponibilidad de recursos 
y, por lo tanto, de condiciones ambientales saludables. Así, el derecho a 
la consulta previa es un mecanismo fundamental para proteger los de-
rechos de las comunidades indígenas, como se ha establecido en ins-
trumentos del sistema internacional.

En lo que respecta a las comunidades indígenas, el trabajo de la Cor-
te idh y la cidh ha establecido un importante precedente. A partir del 
caso Mayagna (Sumo) Awas Tigni vs. Nicaragua, en 2000, se comenza-
ron a definir los estándares jurisprudenciales relacionados con los pue-
blos y las comunidades indígenas. En ese caso, la Corte idh enfatizó la 
tradición comunitaria de la propiedad colectiva de la tierra entre los 
indígenas y cómo esta relación con la tierra es fundamental para sus 
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culturas y su supervivencia. A raíz de esta sentencia, se han abordado 
numerosos casos relacionados con los derechos económicos, sociales 
y culturales de los indígenas, como la educación, la vivienda, la salud y el 
medio ambiente. Estas decisiones han sido cruciales para garantizar una 
protección efectiva de los derechos de las comunidades indígenas en la 
región (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2000).

Derechos político-electorales de las personas,  
los pueblos y las comunidades indígenas en México

Al hacer referencia a la justiciabilidad de los derechos político-electorales, 
es inevitable mencionar el derecho humano de acceso a la justicia, el cual 
implica que los derechos sean justiciables. Esto quiere decir que las 
personas tienen el derecho a ser protegidas y a recurrir a los tribuna-
les. Asimismo, permite que los derechos sean efectivamente exigibles 
y que las personas tengan medios y recursos para que se les garanticen 
sus prerrogativas por medio de procesos judiciales.

Por lo tanto, el derecho de acceso a la justicia y el derecho a la jus-
ticiabilidad se encuentran interconectados, ya que el primero garanti-
za que las personas tengan acceso a la justicia y los recursos necesarios 
para hacer valer sus derechos, mientras que el segundo se refiere a la 
capacidad de llevar un derecho a un proceso judicial.

El trabajo realizado para buscar la garantía del derecho a la igualdad 
y no discriminación en el contexto de los derechos político-electorales 
para las personas, los pueblos y las comunidades indígenas es posible 
analizarlo desde las sentencias de la Sala Superior del tepjf, lo cual per-
mite tener un panorama acerca de cómo el derecho acceso a la justicia 
repercute en la garantía del derecho a la igualdad y no discriminación, 
en este caso específico, en la consolidación de medidas afirmativas.

Derecho a la igualdad y no discriminación

Al abordar este derecho, es necesario definir las dos dimensiones de la 
igualdad: la primera de ellas, la igualdad formal, se refiere a la igualdad 
ante la ley, y la segunda
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cristaliza en las luchas sociales por la igualdad sustantiva o derechos 
sociales de las personas, particularmente en la segunda mitad del siglo 
xx, que es cuando accedemos a una conciencia de universalidad y 
de humanidad, especialmente en lo que hace a los derechos de las 
personas. (Seco, 2015)

En ese sentido, el derecho a la igualdad y no discriminación consti-
tuye un elemento esencial para una sociedad democrática. A pesar de 
que gran parte de los países tiene reconocido este derecho, aún no se ha 
comprendido la importancia de la armonización legislativa al respecto 
—igualdad formal—. Por otro lado, también es importante mencionar 
que desde la garantía de la igualdad es aún más compleja de hacerse 
efectiva en el contexto actual —igualdad sustantiva—.

Lo anterior cobra relevancia debido a la falta de aceptación de la 
interculturalidad. Dentro de ella se encuentran los pueblos, las co-
munidades y las personas indígenas, que han sido históricamente dis-
criminados, atentando contra su dignidad humana.

Por tanto, el derecho a la igualdad y no discriminación es un derecho 
humano de los pueblos, las comunidades y las personas indígenas que 
exige un trato igualitario y digno, “donde se prohíbe basarse en su len-
gua, vestimenta, condición social o económica para darles un trato que 
les excluya o les prive de sus derechos, ya sea en el ámbito individual o 
colectivo” (Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 2017).

Es necesario partir del derecho a la igualdad y no discriminación, 
ya que constituye la esencia de los derechos humanos. Este tiene como 
objetivo reducir las desventajas que existen por múltiples razones. En 
ese sentido, es obligación de los estados generar condiciones de igualdad 
y adoptar las medidas necesarias para que todas las personas puedan te-
ner todos sus derechos (Opinión consultiva OC-29/22, 2022).

Por tanto, se debe destacar que existen diversos grupos en situación 
de vulnerabilidad, como son las personas indígenas. Es decir, se encuen-
tran en desventaja y esto vuelve más complejo que sus derechos sean 
garantizados. En este sentido, es importante mencionar la definición 
que ha sido adoptada del concepto discriminación:

toda distinción, exclusión, restricción o preferencia que se basen en 
determinados motivos, como la raza, el color, el sexo, el idioma, la 
religión, la opinión política o de otra índole, el origen nacional o social, 
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la posición económica, el nacimiento o cualquier otra condición so-
cial, y que tengan por objeto o por resultado anular o menoscabar el 
reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los 
derechos humanos y libertades fundamentales de todas las personas. 
(Comité de Derechos Humanos, 1989, p. 7)

En ese sentido, la actuación del Estado en el cumplimiento de sus 
obligaciones debe tener como eje absoluto el principio de igualdad y no 
discriminación, al ser parte del núcleo inderogable de los derechos hu-
manos. La búsqueda de las personas desaparecidas debe realizarse en 
apego a este principio, por medio del uso del enfoque diferencial y es-
pecializado, como una herramienta que permite generar las condicio-
nes especiales a partir de las diferencias que pueden tener las personas 
en situación de vulnerabilidad, para colocarlas en un plano de igualdad.

El enfoque diferencial y especializado puede entenderse como un 
método de análisis y guía que permite hacer una lectura de la realidad, 
visibilizando las formas de discriminación contra los grupos conside-
rados diferentes por la mayoría. También es contemplado como una 
herramienta para la atención adecuada, a partir del análisis de las cir-
cunstancias específicas, tomando en cuenta el contexto de una mane-
ra integral. Algunas de las ventajas del enfoque diferencial son conocer 
cuáles son las necesidades y sus causas para poder brindar una adecua-
da atención y garantía de los derechos de determinados grupos en des-
ventaja (Organización de las Naciones Unidas, 2023).

Es necesario identificar el derecho a la diferencia que tienen las perso-
nas indígenas, que consiste en el “reconocimiento a sus distintas formas 
de organización social, costumbres, lenguas, creencias y tradiciones. Al 
coexistir pueblos diferenciados en un país, es necesario el respeto a sus 
diversas formas de organización política, económica, jurídica y social” 
(Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 2017). 

En virtud de lo anterior, el tepjf, por medio de diversas sentencias, 
ha emitido medidas afirmativas relacionadas con la garantía del derecho 
a la igualdad y no discriminación de las personas indígenas, protegien-
do así sus derechos político-electorales. A continuación se presentan 
algunas de las principales sentencias que contienen acciones afirmati-
vas dictadas por la Sala Superior del Tribunal Electoral.

En la sentencia SUP-RAP-726/2017, la Sala Superior se ocupó de un 
asunto relacionado con las medidas afirmativas en materia de género 
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y personas indígenas que el Instituto Nacional Electoral había estable-
cido para que los partidos políticos las observaran al registrar sus can-
didaturas en el proceso electoral federal 2017-2018.

En esencia, el ine había emitido estas medidas afirmativas como 
parte de su responsabilidad de promover la participación equitativa 
de mujeres y personas indígenas en la vida política y en los cargos de 
representación popular. Estas medidas buscan garantizar la represen-
tación de grupos históricamente subrepresentados en el sistema polí-
tico. Sin embargo, algunos partidos y ciudadanos las impugnaron ante 
el tepjf, argumentando que las consideraban inconstitucionales y que 
vulneraban sus derechos.

En ese sentido, el Tribunal Electoral resolvió establecer la capaci-
dad del ine para implementar medidas afirmativas, en las elecciones 
2017-2018, destinadas a promover la participación de grupos vulne-
rables como parte de la democracia. Estas medidas no limitaron la li-
bertad de elección de candidatos por parte de los partidos políticos. El 
tepjf enfatizó que el derecho de autoorganización de los partidos no 
debía socavar los principios de igualdad y paridad de género estableci-
dos en la ley y la Constitución.

Además, consideró que estas medidas afirmativas estaban en línea con 
los derechos humanos y proporcionaban certeza jurídica a los partidos y 
las candidaturas, promoviendo la igualdad de género y la representación 
de las comunidades indígenas en los órganos de toma de decisiones.

Respecto a los derechos de las personas indígenas, el Tribunal Electo-
ral estableció que no se vulneró su derecho a la consulta, al sostener que 
antes de emitir el acuerdo controvertido la autoridad electoral interac-
tuó con las instituciones representativas de los pueblos indígenas, lo que 
fundamentó la emisión de dicho acuerdo. Además, se argumentó que es-
tas medidas no afectan a las comunidades indígenas, sino que, por el con-
trario, las benefician, al establecer una cuota mínima de candidaturas 
indígenas.

Se destaca que el derecho de consulta previa e informada de los pue-
blos indígenas se basa en disposiciones de la cpeum y del Convenio 169 
de la oit. El Estado mexicano debe garantizar este derecho antes de 
tomar medidas legislativas o administrativas que puedan afectar a las 
comunidades indígenas, en áreas como autodeterminación, desarrollo 
sostenible, propiedad, biodiversidad cultural e identidad.
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Por lo anterior, el Tribunal argumentó que los lineamientos del Ins-
tituto Nacional Electoral relacionados con los indígenas no violan el 
derecho a la consulta previa, ya que buscan promover la participación 
activa de estos grupos en la vida democrática del país. Además, estas 
medidas tienen un efecto positivo, al mejorar las condiciones de repre-
sentación de las comunidades indígenas, en línea con el principio de 
progresividad de los derechos fundamentales.

Se afirmó que, en este caso, la consulta a las comunidades indígenas 
se consideró realizada previamente, y no justificaría la revocación del 
acuerdo impugnado, ya que eso generaría una mayor vulneración de 
los derechos de los indígenas. Además, se señaló que los partidos po-
líticos pueden acreditar el vínculo entre la candidatura indígena y su 
comunidad sin necesidad de una consulta generalizada a todas las co-
munidades del país.

También, la sentencia menciona el principio de progresividad de los 
derechos humanos, que implica dos elementos: 1) el fortalecimiento y 
2) la expansión de los derechos, junto con la prohibición de retroceder 
en la protección de los derechos ya reconocidos. En el caso específico, 
se sostiene que, previo a la implementación de las medidas cuestiona-
das, las comunidades indígenas en México estaban infrarrepresentadas 
en el Congreso, incluso en distritos con una notable población indíge-
na. Para abordar esta situación, el ine estableció la obligación de los 
partidos políticos de postular candidatos indígenas en un determinado 
número de distritos electorales, a fin de asegurar la elección de al me-
nos 13 candidaturas a diputaciones de dicha población.

Esta medida se considera un esfuerzo para mejorar el voto pasivo y 
está en consonancia con el principio de progresividad de los derechos 
fundamentales consagrado en la Constitución. Además, se hace hinca-
pié en que la determinación de los 28 distritos considerados indígenas 
ya se sometió a consulta previa, antes de aprobar el acuerdo impugna-
do. La falta de consulta específica en torno a la obligación de postular 
candidatos indígenas en algunos distritos no se interpreta como una 
violación del derecho de consulta.

En última instancia, se argumenta que revocar el acuerdo impug-
nado provocaría una mayor vulneración de los derechos de las comu-
nidades indígenas, y no se requiere realizar una consulta generalizada 
a todas las comunidades para verificar el vínculo entre el candidato 
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indígena y su comunidad. En consecuencia, se concluye que la que-
ja relacionada con la violación del derecho de consulta carece de base.

Por lo tanto, el tepjf no solo estableció que las medidas afirmativas del 
acuerdo dictado por el ine eran válidas, sino que, en específico, modificó 
la acción afirmativa relacionada con las personas y las comunidades indí-
genas, aumentando de esta manera el número de distritos que les fue-
ron asignados, además de solicitar que al momento de registrarse se 
presentara algún documento que permitiera acreditar el vínculo de la 
persona con la comunidad a la que refiere pertenecer.

En 2020, el Tribunal Electoral emitió la sentencia SUP-RAP-121/2020 
y acumulados, en la que estableció una nueva medida afirmativa a favor 
de los derechos de los pueblos, las comunidades y las personas indíge-
nas. Este asunto trata acerca de la emisión de criterios para el registro 
de candidaturas a diputaciones de mayoría relativa y representación 
proporcional en el Presupuesto de Egresos de la Federación 2020-2021 
por parte del Consejo General del ine. Uno de los criterios que se es-
tablecieron fue una acción afirmativa para las candidaturas indepen-
dientes, que contemplaba lo siguiente. En las diputaciones de mayoría 
relativa, los partidos políticos o coaliciones debían postular fórmulas 
compuestas por personas que se autoidentificaran como indígenas en 
21 de los 28 distritos electorales federales con población indígena. De 
estas postulaciones, al menos 11 debían estar integradas por mujeres. 
En las diputaciones de representación proporcional, los partidos tuvieron 
que establecer tres bloques de competitividad (9 fórmulas, de las cuales 
5 pertenecían a mujeres). En las circunscripciones I, II y V, se presentó 1 
fórmula, respectivamente; en la III, se registraron 4, y en la IV, 2. Todas 
las fórmulas se debían colocar entre los primeros 10 lugares de la lista.

Por lo tanto, el Consejo General del Instituto Nacional Electoral 
también solicitó al Instituto que diseñara acciones afirmativas para 
otros grupos vulnerables que necesitaran representación legislativa y 
recomendó al Congreso que incorporara el mandato de inclusión en la le-
gislación. Cinco partidos políticos y un ciudadano impugnaron este acuer-
do. Los primeros argumentaron que se violaban los principios de reserva 
de ley, autoorganización y autodeterminación de los partidos. Se alegó la 
falta de medidas afirmativas para las personas con discapacidad. 

Los efectos de la sentencia emitida por Tribunal Electoral buscan ga-
rantizar la igualdad sustantiva y la representación de los grupos sociales 
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en el ámbito político, en consonancia con el principio de paridad de gé-
nero. Dichos efectos consisten en

1) 	 Modificación del acuerdo impugnado para que el Consejo Gene-
ral especifique los 21 distritos electorales uninominales donde se 
deben postular candidaturas indígenas para diputaciones federales 
por mayoría relativa.

2) 	 Implementación de medidas afirmativas para garantizar la inclusión 
de las personas con discapacidad en las candidaturas para el proce-
so electoral federal en curso, por parte del Consejo General.

3) 	 Vincular e identificar grupos que requieran representación legis-
lativa y diseñar medidas afirmativas para su inclusión en la postula-
ción de candidaturas.

4) 	 Dar vista al Congreso para que realice las modificaciones legales ne-
cesarias a fin de incorporar acciones afirmativas que incluyan a es-
tos grupos en los órganos de representación política y en las leyes 
generales correspondientes.

La sentencia SUP-REC-28/2019 surgió de una controversia en la co-
munidad de Santiago Piauí, Oaxaca, a raíz de una solicitud presentada 
por el recurrente ante el instituto electoral local. Este solicitaba medidas 
compensatorias en el proceso electoral local 2018-2019, en Baja Califor-
nia, específicamente, la inclusión de candidatos indígenas en distritos con 
alta población indígena y reglas similares en la representación proporcio-
nal. Sin embargo, el instituto local declaró la solicitud improcedente de-
bido a que no se cumplía el criterio de tener 40.0 % o más de población 
indígena en los distritos y municipios.

Posteriormente, el recurrente presentó un recurso ante el tribunal 
local, alegando que la negación de las medidas compensatorias vulne-
raba los derechos de participación y representación política de las co-
munidades indígenas en Baja California. El tribunal local respaldó la 
decisión del instituto, argumentando que la base constitucional y la ti-
pología de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos In-
dígenas respaldan el criterio de 40.0 % de población indígena.

Luego, el caso fue llevado ante la Sala Regional Guadalajara, donde el 
recurrente argumentó que la decisión del tribunal local carecía de fun-
damentación y que la omisión de implementar medidas compensatorias 
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afectaba su derecho a la participación y representación política. La Sa-
la Regional, sin embargo, concluyó que la decisión del instituto y la 
del tribunal estaban debidamente fundamentadas y que el requisito de 
40.0 % de población indígena era constitucional y legal. Además, des-
tacó que las medidas compensatorias no eran obligatorias en todos los 
casos y que los indígenas seguían teniendo la oportunidad de postular-
se como candidatos independientes o mediante los partidos políticos.

El caso se originó a raíz de la solicitud de medidas compensatorias en 
el proceso electoral de Baja California por parte del recurrente. Sin em-
bargo, estas medidas fueron declaradas improcedentes debido a la falta 
de 40.0 % o más de población indígena en los distritos y municipios. A 
pesar de la argumentación del recurrente, las decisiones del instituto, el 
tribunal local y la Sala Regional respaldaron el criterio de 40.0 % y con-
cluyeron que no se vulneraban los derechos de participación y representa-
ción política de las comunidades indígenas en Baja California.

Derecho a la libre determinación

El ejercicio del derecho a la libre determinación consiste en la capaci-
dad de una comunidad para vivir de acuerdo con sus propias estruc-
turas sociales, económicas, políticas y culturales. Esto implica el uso 
de sus sistemas normativos para resolver conflictos, seleccionar líde-
res, decidir las prioridades en los programas de desarrollo, preservar su 
cultura y mantener su identidad, así como elegir a sus representantes 
en municipios donde la población es mayoritariamente indígena (Tri-
bunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 2017). 

Derecho a la autoadscripción

Es una declaración de voluntad de personas o comunidades que, te-
niendo un vínculo cultural, histórico, político, lingüístico o de otro ti-
po, deciden identificarse como integrantes de un pueblo indígena; su 
reconocimiento no depende de ninguna autoridad o institución exter-
na ni requiere más prueba que su palabra (Tribunal Electoral del Po-
der Judicial de la Federación, 2017). 

En ese sentido, el derecho a la autoadscripción reconoce que ca-
da persona puede identificarse a sí misma como perteneciente a una 
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comunidad indígena o grupo étnico. Este derecho se basa en el prin-
cipio de autodeterminación de los pueblos indígenas y es fundamen-
tal para proteger su identidad, cultura y derechos (Declaración de las 
Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, 2007).

En el contexto de los derechos de las personas indígenas, la autoads-
cripción implica que las personas tienen el derecho de autoidentificarse 
como indígenas sin necesidad de cumplir con criterios externos o defi-
niciones impuestas por terceros. Este derecho es importante para ga-
rantizar que las personas indígenas puedan acceder a los derechos y 
beneficios que se les reconocen en virtud de su identidad cultural y ét-
nica (Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los 
Pueblos Indígenas, 2007).

En la sentencia SUP-REC-876/2018 y acumulado se aborda la anu-
lación de la elección de diputados federales en el 02 Distrito Federal 
Electoral de Bochil, Chiapas, por parte de la Sala Regional Xalapa. Lo 
anterior, debido a que los ganadores no demostraron su calidad indíge-
na con vínculos en la comunidad, lo cual se consideró una violación al 
artículo 2 constitucional y otras normas aplicables. Antes de las elec-
ciones, el ine determinó que, dado el alto porcentaje de población indí-
gena en dicho distrito, los partidos políticos debían postular candidatos 
de origen indígena.

Esta sentencia revocó la decisión anterior de la Sala Regional Espe-
cializada al argumentar que esta última no había evaluado de manera 
adecuada las pruebas presentadas por los candidatos ganadores, des-
de una perspectiva intercultural. En este caso particular, se reconoció 
la vinculación de los candidatos con una comunidad indígena que tie-
ne el respaldo de una autoridad tradicional.

En el análisis de la Sala Superior, se verificó si la decisión de la Sala 
Regional concordaba con el marco legal y se consideraron las normas 
que respaldan la representación política de los indígenas en el ámbito 
federal, destacando la importancia de la pluriculturalidad, la autoiden-
tificación como indígena y la participación de los pueblos indígenas en 
la toma de decisiones. También se hizo referencia a los principios de 
no discriminación y acceso igualitario a la democracia, de acuerdo con 
estándares nacionales e internacionales. 

Esta sentencia subraya la necesidad de garantizar la participación 
efectiva de los pueblos indígenas en la vida política y democrática del 
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país. Además, contempla un aspecto fundamental, que consiste en la 
valoración adecuada de las pruebas con la perspectiva intercultural, 
que debe ser aplicada en los casos relacionados con los derechos de las 
personas indígenas y la autoadscripción calificada.

Por lo tanto, la Sala Superior enfatizó la importancia de que to-
dos los órganos y autoridades, en asuntos relacionados con el derecho 
electoral indígena, apliquen una perspectiva intercultural. Esto implica 
reconocer el pluralismo jurídico y considerar las circunstancias particu-
lares que pueden afectar el acceso a la autoridad judicial y la participa-
ción en el proceso judicial, de manera que se respete el debido proceso 
y se protejan los derechos de los pueblos indígenas.

Además, se destaca la necesidad de implementar buenas prácticas 
basadas en criterios nacionales e internacionales para garantizar una 
amplia protección de los derechos de los pueblos indígenas y sus miem-
bros. En resumen, se insiste en que las normas deben interpretarse de 
manera que brinden la máxima protección a las personas, en línea con 
los estándares de derechos humanos nacionales e internacionales.

Los hechos de la sentencia SUP-REC-28/2019 se relacionan con per-
sonas —autodenominadas migrantes e integrantes de los grupos mixte-
co y triqui— que presentaron una queja, alegando que la sentencia en la 
que la Sala Superior vinculó al Instituto Estatal Electoral de Baja Califor-
nia (ieebc) para implementar acciones afirmativas en asuntos indígenas 
en el registro de candidaturas para el Congreso local y los ayuntamientos 
en el próximo proceso electoral local no se estaba cumpliendo. 

La Sala Superior rechazó estas quejas, argumentando que la sentencia 
aún se estaba implementando, ya que el ieebc continuaba trabajando 
en la consulta. Por lo tanto, la Sala Superior tomó dos medidas: pri-
mero, ordenó continuar con la consulta, asegurando que se cumplan 
las medidas sanitarias necesarias, y, en segundo lugar, estableció la 
posibilidad de sancionar al instituto local si no cumplía con la sen-
tencia original.

Asimismo, la Sala Superior consideró que los desacuerdos plantea-
dos por quien recurre en relación con la interpretación del artículo 2 
constitucional son válidos. Se sostiene que no se requiere un porcentaje 
mínimo de población indígena para implementar medidas compensa-
torias en asuntos electorales y que la toma de decisiones debe basarse 
en una evaluación integral de cada situación específica.
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Por lo tanto, de esta sentencia se destaca que, de acuerdo con la 
Constitución y los tratados internacionales, las autoridades deben ga-
rantizar la igualdad de derechos y oportunidades para los pueblos y las 
comunidades indígenas. Esto incluye la representación y participación 
en la vida política, independientemente del porcentaje de población in-
dígena en una región determinada.

Además, se señala que la implementación de acciones afirmativas 
no debe limitarse al porcentaje de población indígena, sino que debe 
considerar otros factores, como el número de representantes a elegir, 
la proporción de la población indígena en el contexto estatal, la historia 
de la participación política de las comunidades indígenas y la diversi-
dad de los grupos indígenas. Estas medidas afirmativas deben estable-
cerse con anticipación al inicio de un proceso electoral para garantizar 
la certeza en el proceso.

En ese sentido, se señaló que para el proceso electoral en curso en 
Baja California la implementación de medidas afirmativas era inviable, 
ya que se encontraba en una etapa avanzada. Sin embargo, se instó a 
las autoridades locales a evaluar y aplicar medidas afirmativas en fu-
turos procesos para garantizar una representación adecuada de las co-
munidades indígenas.

En resumen, se revocó la sentencia impugnada y se vinculó al ins-
tituto local para llevar a cabo investigaciones y aplicar acciones afir-
mativas en futuros procesos electorales locales, a fin de garantizar la 
representación y participación efectivas de las personas indígenas en 
la vida política.

Los hechos de la sentencia SUP-REC-343/2020 se relacionan con 
que el ople de Baja California Sur implementó acciones afirmativas en 
beneficio de los grupos vulnerables para las elecciones 2020-2021. En 
este caso, dos personas ciudadanas que se ostentaron como indígenas 
se inconformaron porque consideraron que, en el caso de las diputacio-
nes, existía la posibilidad de que no se postulara ninguna candidatura 
indígena.

La Sala Superior revocó la sentencia porque las medidas afirmati-
vas del ople no modificaron las reglas fundamentales del proceso, eran 
instrumentales y permitían cumplir con obligaciones constitucionales 
preexistentes. Las medidas eran insuficientes para lograr una repre-
sentación efectiva, por lo que se le ordenó implementar aquellas que 
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permitan lograr la inclusión de la población indígena o afromexicana 
en los cargos de elección popular.

La Sala Regional Guadalajara tomó una decisión que fue impugna-
da por los recurrentes, quienes presentaron un recurso de reconsidera-
ción. En su demanda, plantearon varios agravios que pueden resumirse 
de la siguiente manera: argumentaron que la implementación de medi-
das concretas para garantizar la participación política de las personas 
indígenas y afrodescendientes en el proceso electoral local actual no 
violaba el principio de certeza, y sostuvieron que la prohibición de mo-
dificar las leyes electorales, al menos 90 días antes del inicio del proceso 
electoral, se aplica solo a cambios fundamentales en las normas, y en 
este caso se trataba de medidas temporales destinadas a establecer cómo 
los partidos políticos cumplirían su deber constitucional de promover la 
participación política de las minorías étnicas.

Por lo tanto, la Sala Superior consideró que la interpretación del ar-
tículo 105 de la Constitución federal por parte de la Sala Guadalajara 
era incorrecta. Esta última había sostenido que las medidas afirmati-
vas debían implementarse antes de que comenzara el proceso electo-
ral, pero la Sala Superior argumentó que no existe una regla general 
que aplique a todos los casos y que las circunstancias específicas de ca-
da caso deben ser consideradas. Afirmó que en ocasiones anteriores se 
habían aprobado medidas afirmativas incluso cuando el proceso elec-
toral ya estaba en curso, debido a que se habían establecido con sufi-
ciente antelación.

En resumen, la Sala Superior revocó la sentencia de la Sala Guada-
lajara y argumentó que la implementación de medidas afirmativas para 
garantizar la participación de las personas indígenas y afrodescendientes 
en el proceso electoral en curso no violaba el principio de certeza. Tam-
bién enfatizó que la aplicación de medidas afirmativas debe evaluarse ca-
so por caso, considerando las circunstancias particulares.

Los hechos de la sentencia SUP-REC-53/2021 y acumulados se relacio-
nan con la aprobación de los lineamientos de candidaturas independientes 
emitidos por el ople de Oaxaca, que permiten a las comunidades indíge-
nas y afromexicanas postular candidatos para diputaciones locales utili-
zando sus sistemas normativos internos. Sin embargo, varios aspirantes 
a candidaturas independientes impugnaron estos lineamientos, lo que 
llevó al tribunal local a revocarlos. Posteriormente, algunas personas, 
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en calidad de indígenas y autoridades comunitarias, llevaron el caso a 
la Sala Regional Xalapa, que confirmó la revocación.

La Sala Superior revocó la decisión de la Sala Xalapa y mantuvo los 
lineamientos. Ordenó al ople emitir una nueva convocatoria que in-
cluyera medidas a favor de las personas indígenas y afromexicanas, y 
notificó al Congreso local para que realice las modificaciones legales 
necesarias. La Sala Superior argumentó que la consulta de la Secretaría 
de Asuntos Indígenas de Oaxaca en 2021 garantizó el derecho a la pos-
tulación de candidaturas independientes de acuerdo con los sistemas 
normativos internos. Los lineamientos regulan este derecho mediante 
un mecanismo de consulta y decisión en cada comunidad, respetando 
sus usos y costumbres. Además, se destacó que la pandemia no puede 
suspender derechos políticos, y las comunidades decidirán si realizan 
asambleas para postular candidaturas.

En resumen, se revocó la sentencia de la Sala Regional Xalapa, se 
mantuvieron los lineamientos para candidaturas independientes indí-
genas y afromexicanas, y se tomaron medidas para emitir una nueva 
convocatoria y realizar cambios legales para reglamentar este derecho 
en el proceso electoral local ordinario 2023-2024.

La Sala Superior, en la sentencia SUP-REC-1410/2021 y acumula-
dos, tomó la decisión de revocar la asignación de un candidato para una 
diputación de representación proporcional, que había sido designado 
por medio de una acción afirmativa para las comunidades indígenas. 
Esto se debió a que miembros de la comunidad indígena desconocían 
al candidato como perteneciente a su comunidad, lo que desnaturali-
zaba el propósito de la acción afirmativa.

El tepjf argumentó que los recurrentes tenían razón al plantear 
que no tuvieron la oportunidad de impugnar el registro de candida-
turas de acción afirmativa, ya que la información de estos registros se 
mantuvo confidencial. A pesar de que los recurrentes tuvieron conoci-
miento previo de la candidatura mediante una nota periodística, la Sa-
la Superior consideró que no podían impugnar sin acceso completo a la 
documentación y los procedimientos utilizados para acreditar la auto-
adscripción calificada.

Además, en la resolución se resaltó que el requisito de pertenecer a 
una comunidad indígena es esencial cuando se registra mediante una 
acción afirmativa, ya que este tipo de candidaturas están destinadas a un 
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propósito específico. Por lo tanto, el requisito era susceptible de im-
pugnación, y se sostuvo que las pruebas presentadas por los recurren-
tes eran suficientes para cuestionar la acreditación de la adscripción 
indígena de los candidatos. Estas pruebas incluían el desconocimiento 
de la comunidad acerca de la adscripción de los candidatos y otros ele-
mentos que respaldaban la falta de vínculo.

Por lo tanto, la Sala Superior concluyó que la asignación de candi-
daturas de acción afirmativa no debe permitir que personas no per-
tenecientes a comunidades indígenas ocupen estos espacios, ya que 
socavaría el propósito de la acción afirmativa y la representación de las 
personas indígenas en el Congreso de la Unión.

Los hechos de la sentencia SUP-JDC-556/2022 y SUP-JDC-557/2022 
se relacionan con la aprobación por parte del Consejo General del Insti-
tuto Nacional Electoral de los acuerdos relativos a la consulta indígena 
acerca de la autoadscripción calificada para la postulación de candida-
turas a cargos federales de elección popular. Varias personas pertene-
cientes a pueblos y comunidades indígenas en Morelos, así como una 
persona del pueblo afromexicano en la comunidad de Cuajinicuilapa, 
Guerrero, expresaron su desacuerdo con los acuerdos del ine.

La Sala Superior confirmó los acuerdos e instruyó al Instituto Na-
cional Electoral a publicar las propuestas, las sugerencias, las obser-
vaciones y los contenidos formulados por los pueblos y comunidades 
indígenas en el micrositio web mencionado en la convocatoria, así como 
en los medios de comunicación culturalmente apropiados para este fin. 

En esta sentencia se establecen, como los puntos más importantes: 

1) 	 La consulta no vulnera los derechos de las personas y comunidades 
afromexicanas, ya que los requisitos de autoadscripción y el ejerci-
cio de sus derechos son diferentes a los objetivos de la consulta, cuya 
materia y alcance fueron previamente definidos por la Sala Superior.

2) 	 Se señaló que los plazos establecidos por la autoridad para llevar a 
cabo las etapas de la consulta no deben causar perjuicio, por sí mis-
mos, a la parte actora, y no se observa una afectación de sus dere-
chos debido a esta situación.

En la sentencia SUP-RAP-391/2022 se establece la ratificación de 
los acuerdos del Consejo General del ine relacionados con la consulta 
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previa a las personas indígenas acerca de la autoadscripción calificada en 
las candidaturas federales. Adicionalmente, se instruye al Instituto a difun-
dir las propuestas, sugerencias y observaciones de las comunidades indí-
genas en un sitio web especializado y otros medios adecuados, desde una 
perspectiva cultural, para asegurar la máxima transparencia y publicidad.

El Instituto Nacional Electoral estableció los lineamientos para ve-
rificar el cumplimiento de la autoadscripción calificada en las personas 
postuladas como candidatas a cargos federales mediante la acción afir-
mativa indígena. El partido Morena impugnó los lineamientos emitidos 
por el Instituto. La Sala Superior confirmó esta decisión, ya que conside-
ró válido que la verificación de la autoadscripción indígena calificada se 
aplicara en el contexto del sistema de partidos políticos y en la postula-
ción tanto por mayoría relativa como por representación proporcional. 
Esto es diferente de su aplicación en el sistema normativo indígena, ya 
que está diseñado para su uso en estos sistemas específicos.

En relación con el primer grupo de planteamientos acerca de la in-
tervención de los partidos políticos y la regulación de la autoadscrip-
ción calificada de candidaturas indígenas, la Sala Superior concluyó 
que la regulación contenida en los lineamientos está adecuada a la ac-
ción afirmativa indígena, diseñada para aplicarse en el contexto de par-
tidos políticos y representación proporcional. No se considera ilegal que 
la verificación de la autoadscripción indígena calificada se aplique exclu-
sivamente en este contexto y no en el sistema normativo indígena.

Respecto a los agravios por la falta de mecanismos para alternar can-
didaturas indígenas y no indígenas, se consideró que estos argumentos 
eran inoperantes, ya que no cuestionaban aspectos regulados en los li-
neamientos, sino situaciones que han sido objeto de regulación previa 
y confirmación por la Sala Superior.

Por último, en relación con los reclamos por la omisión de garantizar 
la confidencialidad de la información de las personas indígenas postu-
ladas, se determinó que estos planteamientos no tienen fundamento, ya 
que los partidos políticos y las coaliciones son los encargados de pre-
sentar las candidaturas indígenas y, por lo tanto, de manejar la docu-
mentación correspondiente. Además, la Ley Federal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública y la Ley General de Protección de Da-
tos Personales en Posesión de Sujetos Obligados establecen obligacio-
nes y sanciones para los partidos políticos en cuanto a la protección de 
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datos personales. Por lo tanto, no se consideró que la regulación vulne-
rara las leyes de transparencia y protección de datos personales.

Acceso de mujeres y hombres indígenas a la justicia

Al observar la realidad social en el pasado y en la actualidad, es posi-
ble identificar la brecha de desigualdad entre hombres y mujeres para 
la garantía de sus derechos. En el contexto de los derechos político- 
-electorales, algunos de los aspectos que contribuyen a la desigualdad y 
afectan la participación y representación política son la violencia polí-
tica y los estereotipos y prejuicios de género arraigados en la sociedad, 
los cuales pueden influir en la percepción acerca de las mujeres como 
líderes políticos poco eficaces, entre otros.

Para garantizar los derechos político-electorales de las mujeres, es 
fundamental abordar y cerrar esta brecha de desigualdad. Esto implica 
la promoción de la igualdad de género en todos los ámbitos de la polí-
tica, la eliminación de las barreras y obstáculos, así como la adopción 
de medidas para prevenir y sancionar la violencia política de género. 
La igualdad de género en la política es fundamental para la democra-
cia y el respeto de los derechos humanos.

Por lo tanto, el acceso a la justicia constituye el cimiento para el ejer-
cicio efectivo y la salvaguardia de todos los demás derechos humanos 
que las personas poseen. Este acceso implica la capacidad de buscar la 
protección de un derecho ante un tribunal competente. Para que este 
acceso sea genuinamente efectivo, es esencial que se brinde un tra-
to igualitario, apegado a la ley, y que se elimine cualquier forma de 
discriminación (Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federa-
ción, 2017). 

En cuanto a la labor judicial, las personas juezas deben tener en con-
sideración las disparidades culturales, económicas y sociales entre mu-
jeres y hombres que forman parte de las comunidades indígenas, y, en 
particular, deben reconocer su situación de vulnerabilidad debido a fac-
tores de género, raza, pobreza y marginación. Esto requiere la elimina-
ción de cualquier barrera que pueda obstruir su capacidad de acceder a 
la justicia (Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 2017). 

Lo anterior se observa en las sentencias que ha emitido el tepjf, en 
las que se establecen medidas afirmativas que han permitido impulsar 
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la garantía de los derechos político-electorales. A continuación se pre-
sentan algunas de las principales resoluciones que contienen medidas 
afirmativas, que contribuyen a la igualdad entre hombres y mujeres pa-
ra la garantía de sus derechos político-electorales. 

Los hechos de la sentencia SUP-REC-153/2017 y acumulado versan 
acerca de la solicitud de revocación de una sentencia, así como de una 
serie de dictámenes y acuerdos relacionados con la elección de autorida-
des en Santiago Xiacuí, Oaxaca. Se argumentó que se violó el principio de 
universalidad del sufragio y la igualdad de participación política de las 
mujeres, ya que no se les permitió votar y ser votadas para ciertos car-
gos. Sin embargo, la Sala Superior consideró que los argumentos pre-
sentados por los recurrentes no tenían fundamento.

En resumen, los recurrentes buscaban la nulidad de la elección en 
Santiago Xiacuí, Oaxaca, argumentando que se violaron los principios 
de voto universal y la igualdad de participación política de las mujeres. 
Sin embargo, la Sala Superior concluyó que los argumentos de los re-
currentes carecían de fundamento. La elección se realizó mediante el 
sistema normativo interno indígena, y no se observó una violación a la 
igualdad de género, ya que se permitió la participación de las mujeres 
y se realizaron cambios en el sistema para incluir a mujeres en cargos 
de la regiduría. Además, la Sala Regional Xalapa ya había ordenado el 
fomento de los diálogos comunitarios con una perspectiva de género 
intercultural. 

Por lo tanto, la Sala Superior confirmó la elección, ya que el hecho 
de que las mujeres no pudieran postularse para los puestos más altos 
se explica por el sistema de ascenso progresivo en la comunidad. Las 
medidas de acción afirmativa promovidas por la comunidad están con-
tribuyendo a la participación gradual de las mujeres por medio de de-
cisiones colectivas.

Derecho a la consulta

El derecho a la consulta consiste en la obligación del Estado de reali-
zar una consulta previa, informada y de buena fe a las comunidades 
indígenas antes de tomar decisiones que puedan afectar sus intereses, 
territorios o derechos. Este derecho se basa en la protección de los de-
rechos culturales, territoriales y de autodeterminación de los pueblos 
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indígenas, y está respaldado por normas y tratados internacionales, co-
mo el Convenio 169 de la oit y la Declaración de las Naciones Unidas 
sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas.

Por lo tanto, el derecho a la consulta conlleva la responsabilidad del 
Estado de obtener la opinión de las comunidades indígenas en relación 
con todas las decisiones que puedan afectar sus intereses, ya sean de na-
turaleza política, social, económica o cultural. La consulta es un requi-
sito obligatorio para la aprobación de cualquier ley o medida que pueda 
tener un impacto directo o indirecto en estas comunidades. Debe llevar-
se a cabo antes de la aprobación de dicha ley o medida, permitiendo 
a las comunidades expresar su consentimiento de manera previa e in-
formada (Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 2017). 

En virtud de lo establecido en la Constitución, la Sala Superior ha 
determinado que los tribunales deben emitir resoluciones de manera 
oportuna, exhaustiva e imparcial, siguiendo las condiciones y los pla-
zos establecidos por las leyes. El acceso a la justicia electoral para los 
pueblos indígenas y sus comunidades implica la obtención de sentencias 
emitidas por los tribunales del Estado, la resolución de los problemas plan-
teados, la justificación adecuada de las decisiones y la ejecución de las 
sentencias judiciales. La efectividad de la administración de justicia elec-
toral se traduce en la emisión de sentencias sin la aplicación excesiva de 
formalidades innecesarias (Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Fe-
deración, 2017). 

Derechos lingüísticos

Los derechos lingüísticos de las personas indígenas se refieren a las 
protecciones y garantías legales que aseguran el uso, la preservación y 
la promoción de sus lenguas y expresiones culturales. Estos derechos 
incluyen la enseñanza y la educación en su lengua materna, el acceso 
a servicios de interpretación y traducción, la creación de medios de co-
municación en sus lenguas y el respeto por su propiedad intelectual en 
términos de expresiones culturales y lingüísticas (Declaración de las Na-
ciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, 2007).

Para asegurar el pleno acceso a la justicia de las comunidades indíge-
nas y, al mismo tiempo, contribuir a la preservación y el enriquecimiento 
de sus lenguas, el Tribunal Electoral ha establecido que, en el transcurso 
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de un proceso legal, la persona jueza debe designar a un intérprete y 
llevar a cabo las traducciones necesarias en cada etapa, cuando sea ne-
cesario. En 2014 y 2015, el tepjf solicitó la colaboración del Instituto 
Nacional de Lenguas Indígenas para traducir y ofrecer interpretación 
de resúmenes de ciertas sentencias en lenguas indígenas habladas en 
las comunidades involucradas en el juicio. Esto se hizo con el propósi-
to de que tanto la versión en español como las versiones en las lenguas 
indígenas pudieran ser difundidas, principalmente por medio de alta-
voces y de los canales de comunicación más familiares para la comuni-
dad y empleados comúnmente para transmitir información o mensajes 
de interés (Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 2017). 

En la sentencia SUP-REC-588/2018, se buscó la revocación de la Sa-
la Regional Guadalajara, argumentando lo siguiente:

1) 	 Que la Sala Regional declaró incorrectamente la inoperancia de la so-
licitud de inaplicación del artículo 112 de la Constitución de Sinaloa, 
que no prevé la figura del representante ante el ayuntamiento.

2) 	 La interpretación de la Sala Regional del artículo 2, apartado A, frac-
ción VII, de la Constitución federal fue errónea, ya que consideró 
que, debido al estado avanzado del proceso electoral, era imposible 
implementar regulaciones o acciones para garantizar la elección de 
representantes indígenas en los ayuntamientos.

En ese sentido, se invalidó la sentencia dictada por la Sala Regional Gua-
dalajara en el juicio de revisión constitucional electoral SG-JRC-60/2018 y 
se dejaron sin efectos la sentencia del Tribunal Electoral del Estado de 
Sinaloa en el recurso de revisión TESIN-REV-08/2018 y el juicio ciu-
dadano TESIN-JDP-40/2018, así como el acuerdo IEES/CG072/2018, 
emitido por el Consejo General del Instituto Electoral del Estado de 
Sinaloa.

La Sala Superior emitió una sentencia apelativa con un mandato al 
legislador de Sinaloa. Se vinculó al Congreso de Sinaloa para que, en 
cumplimiento de sus obligaciones constitucionales y legales, promulga-
ra las disposiciones necesarias para complementar el marco normativo 
local que permita el ejercicio adecuado del derecho de representación 
de los pueblos y las comunidades indígenas ante los ayuntamientos de 
la entidad.
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Se exigió al Congreso de Sinaloa que antes de legislar realice un 
ejercicio de consulta con las comunidades yoreme-mayo, tarahuma-
ra y tepehuana del sur para que estas expresen sus puntos de vista en 
torno a cómo debe regularse el procedimiento para la elección de sus 
representantes en los ayuntamientos y la participación que tendrán una 
vez electos. La consulta debe ser previa, culturalmente adecuada, in-
formada y realizada de buena fe.

En esta sentencia se estableció la necesidad de hacer una comunica-
ción oficial de la sentencia en un formato de lectura accesible y la tra-
ducción correspondiente a las lenguas indígenas de las comunidades 
afectadas, siguiendo las normativas y leyes pertinentes, para garanti-
zar su difusión y comprensión entre los miembros de estas, así como 
el respeto de sus derechos lingüísticos y culturales. Por lo tanto, se en-
comendó a la Defensoría Pública Electoral coordinar la traducción de 
la síntesis de la sentencia a partir de la lista de intérpretes disponibles, 
asegurando que las comunidades indígenas puedan acceder a la infor-
mación de manera efectiva y en su propio idioma.

Además, la Sala Superior estableció la generación de la comunica-
ción oficial de su resolución en un formato de lectura accesible, con el 
fin de facilitar su comprensión general y su traducción a las lenguas in-
dígenas correspondientes. También consideró necesario elaborar un re-
sumen oficial para promover una mayor difusión de la resolución entre 
las comunidades indígenas yoreme-mayo, tarahumara y tepehuana del 
sur. Esto se hizo en cumplimiento de los derechos lingüísticos de las 
comunidades y su derecho a preservar sus lenguas, cultura e identidad, 
promoviendo el uso y desarrollo de las lenguas indígenas.

El asunto que dio origen a la sentencia SUP-REC-231/2023 son los 
acuerdos emitidos por el ople de Veracruz para llevar a cabo una con-
sulta con las comunidades y los pueblos indígenas y afromexicanos 
acerca de la implementación de acciones afirmativas en materia de re-
presentación política en la entidad. Estos incluyen la convocatoria pa-
ra la participación de organizaciones de la sociedad civil, instituciones 
académicas y observadores interesados.

De esa manera, el pan impugnó estos acuerdos ante el Tribunal 
Electoral de Veracruz (tev), que los revocó, principalmente porque 
consideró que el ople había excedido sus atribuciones, ya que el Con-
greso de Veracruz todavía tenía tiempo para realizar modificaciones 
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a la legislación local en relación con las acciones afirmativas para las 
próximas elecciones. La Sala Regional Xalapa confirmó la senten-
cia del Tribunal, lo que dio lugar a la presentación de este recurso de 
reconsideración.

La decisión fue recurrida con la finalidad de que la Sala Superior 
la revocara, argumentando que no se ajustaba a la ley, que no fue  
exhaustiva y que vulneraba los derechos de los pueblos indígenas al no 
permitir una consulta previa, libre e informada acerca de las acciones 
afirmativas que les afectan, debido a una interpretación errónea del ar-
tículo 105 constitucional. La Sala Superior resolvió revocar la senten-
cia de la Sala Xalapa en el juicio de la ciudadanía SX-JDC-202/2023 
y acumulado. En consecuencia, se revocó la resolución del tev en el 
expediente TEV-RAP-8/2023 y se confirmaron los acuerdos OPLEV/
CG066/2023 y OPLEV/CG067/2023, emitidos por el ople, lo que va-
lidó los actos realizados por el instituto local antes de la revocación or-
denada por el tribunal local.

Se vinculó al ople a continuar con el proceso de consulta previa, 
realizando los ajustes necesarios en las fechas programadas y garanti-
zando los derechos de los pueblos y las comunidades indígenas. Debía 
completar todas las etapas de la consulta previa antes del 31 de diciem-
bre del año en curso y aprobar los lineamientos para las acciones afir-
mativas antes del 20 de enero de 2024, previo al inicio de la etapa de 
precampañas del proceso electoral local 2023-2024.

Además, en esta sentencia se establece la traducción de la resolu-
ción en las lenguas originarias correspondientes a los pueblos y comu-
nidades indígenas en Veracruz, con el fin de facilitar su conocimiento 
y cumplir con los derechos lingüísticos de estas poblaciones. Se vincu-
ló al ople a llevar a cabo esta traducción y su posterior difusión.



A manera de conclusión

La integración y visibilización de los grupos en situación de vulnera-
bilidad se revela como una poderosa herramienta en la lucha contra la 
discriminación, como se exploró en la primera parte de esta obra. Des-
de la necesidad de representación política hasta las acciones afirmativas 
en el ámbito político-electoral, cada paso resuena como un compromi-
so hacia la igualdad y la justicia.

Como se puede observar a lo largo del texto, se desentrañaron los 
derechos político-electorales de comunidades específicas en México. 
La población lésbica, gay, bisexual, transexual, transgénero, travesti, 
intersexual, queer, asexual y más encuentra respaldo tanto en el marco 
normativo internacional como en medidas afirmativas como la autoads-
cripción y las cuotas. Las personas migrantes, por su parte, también son 
objeto de atención, mediante la imposición de cuotas y requisitos es-
pecíficos para garantizar su participación en la esfera política. Para las 
personas con discapacidad, la paridad flexible y otras medidas aseguran 
su inclusión en el proceso electoral, lo cual es un avance significativo.

Luego, la atención se dirige a los derechos de las personas, las co-
munidades y los pueblos indígenas y afromexicanos, al profundizar en 
su complejidad. Desde el derecho a la autoidentificación hasta la con-
sulta libre, previa e informada, cada aspecto refleja la riqueza de las lu-
chas y los desaf íos que enfrentan. El reconocimiento de los derechos 
económicos, sociales y culturales añade capas a la comprensión de la 
inclusión política de estos grupos.
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En conclusión, esta obra destaca no solo la importancia de reconocer 
y proteger los derechos político-electorales de los grupos vulnerables, 
sino también la necesidad de implementar medidas concretas para ga-
rantizar su participación efectiva. La igualdad, la no discriminación y la 
diversidad emergen como pilares fundamentales para construir una so-
ciedad democrática y justa en México. Este análisis profundo y detallado 
proporciona una guía valiosa para los futuros esfuerzos en la promoción 
de la inclusión y la igualdad en el ámbito político-electoral mexicano.
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